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I. INTRODUCCION.

La distincién entre un Derecho tributario material y un Derecho
tributario formal ha propiciado histéricamente un inicial abandono inte-
lectual de los aspectos relativos al procedimiento de aplicacién de 1los
tributos, en aras de una atencibén prioritaria --explicable en términos
1l6gicos—— por los elementos estructurales del tributo, por aquello en lo

que el tributo consiste.

Dejando a un lado la polémica de la cual ha sido objeto la mencio-
nada distincién en nuestro pafs --polémica aquietada en cierta forma una
vez que se admite que se trata de una distincién esencialmente conceptual
y de utilidad pedagbgica, y en la que no faltan zonas oscuras o de dudo-
sa adscripcién (1)-—, es indudable la interrelacién entre ambos campos,
no sblo en el &mbito normativo --puesto que el Derecho es, por encima de
sus divisiones sistemfiticas, un todo unitario en el que unos sectores in-
fluyen sobre otros--, sino también a nivel conceptual. Hace ya glgunos
afios que los estudiosos del Derecho tributario, conscientes de esa mutua
relacién, comenzaron a interesarse por los problemas del procedimiento
de aplicacién de los tributos, de manera que en la actualidad nadie esta-
rfa dispuesto a aceptar una subordinacién en importancia de esta materia,
a colocar al Derecho tributario formal en un segundo término, relegéndolo

——en expresién de Mantero-- a un papel "de secundén" (2).

En efecto, en 1973 escribfa el profesor Palao que '"comienza... a
difundirse la convicci8n de que la justicia en este importante sector de
la vida social no depende s6lo de una correcta formulacién de las leyes
tributarias sustantivas, sino tambi&n, de manera decisiva, de una regula-

cién de la actividad administrativa..." (3). Hoy puede afirmarse que,



afortunadamente, esa conviccién se encuentra amplia y profundamente ex-

tendida y aceptada.

En este orden de consideraciones, se ha sefialado en mi&s de una oca-
sién la penuria de doctrina del campo formal del Derecho tributario, doc-
trina que s6lo escasa y ocasionalmente se ha ocupado de €l1. No comparto
plenamente la validez actual de esta afirmacién. El1 protagonismo de la
obligacién tributaria material ha producido un abandono del anflisis de
las distintas situaciones jurfdicas subjetivas distintas de aquélla --den
tro de las cuales unas pertenecen al Derecho tributario material y otras
al formal (4)--, como tales situaciones jurfdicas. Pero no puede hablarse
hoy dfa de un abandono en masa del Derecho tributario formal, habida
cuenta de los numerosos trabajos y publicaciones existentes al respecto.
Lo que sf me parece cierto es que, a pesar de la existencia de ese niicleo
de estudios, ya no tan escasos, el Derecho tributario formal contin@a
siendo un campo intelectualmente menos elaborado, ordenado y sistematiza-
do, que el Derecho tributario material, lleglndose a hablar en.alguna

ocasién de la situacién cabtica en que conceptualmente se encuentra (5).

.,C6mo pueden compatibilizarse estas dos afirmaciones que, en prin-
cipio, pudieran parecer contradictorias?. En otros términos, ;existe al-
guna razén que explique el hecho de que la atencién creciente hacia los
temas de Derecho tributario formal no haya tenido un correlativo reflejo
en orden a un avance en su elaboracibén conceptual?. Si observamos la bi-
bliograffa existente acerca del Derecho tributario formal inmediatamente
nos percatamos de que sus autores no pertenecen mayoritariamente al campo
académico universitario --como, por contra, acontece en el campo del De-

recho tributario material--, sino a escalas y cuerpos de funcionarios



distintos de los universitarios, o a profesionales de la abogacfa.

Ningin juicio peyorativo subyace en mi &nimo al constatar este he-
cho, ni mucho menos pretendo afirmar un distinto valor del resultado in-
telectual, segfin la situacién, ya profesional, ya administrativa, de
quien la lleva a cabo. Simplemente, es 16gico que al Abogado en ejercicio
le preocupe la solucidn del problema concreto que en cada momento 1lleva
entre manos, y, de la misma manera, es 1l8gico que al Inspector de Hacien-
da le preocupe de manera inmediata y primaria lo que es su quehacer de
cada dfa. En una palabra, el Derecho tributario formal, por regla gene-
ral, se ha abordado infinitamente mfs desde la perspectiva aplicativa que
desde el punto de vista de su configuracién dogmética, por lo que nos en-
contramos ante un campo, en buena medida, 'por hacer", a pesar de la va-

liosa literatura al respecto.

Me parece también indudable que la distinta formacién --y no sélo
preocupacifn-- de quienes se han acercado a este campo normativo supone
una dificultad adicional para llegar a un acuerdo m#s o menos amplio en
punto a esquemas conceptuales, cuestiones terminolégicas o pautas de es-

tudio.

Por otra parte, en el Derecho tributario formal la sociologia y
psicologfa financieras han encontrado —-encuentran—-- un idéneo campo de
cultivo, y tal afirmacién adquiere visos de apotegma en torno a la Ins-
peccién tributaria (6). Y este &nimo se manifiesta no s6lo en el aconte-
cer cotidiano de la aplicacién normativa, sino también, en muchas ocasio-
nes, en el estudio que de tales normas se lleva a cabo. Hora es de que
los contribuyentes dejemos de ver en el Inspector actuario otra cosa que

.no sea un funcionario de la Administracién que ha de cumplir sus funcio-



nes y tareas en el marco de actuacién que la legislacién vigente encuadra
y el otorga. Hora es de que, dejando a un lado reticencias corporativas
y recelos injustificados, se aunan los esfuerzos de los estudiosos, desde
el lugar y puesto que fueren. Es necesario desbancar de este terreno a
la sociologfa financiera, centrar el empefio en la sistematizacién e in-
terpretacifn de una legislacién que todos hemos de acatar y de cumplir,
legislacién en muchos casos —--también es cierto-- mucho més pobre y con-
fusa que la del "otro campo" del Derecho tributario. No en vano se ha
puesto de manifiesto reiteradamente el proceso de &smosis entre norma y

elaboracién conceptual.

En este orden de cosas, el reciente Reglamento General de 1la Ins-
peccién de los Tributos, aprobado por el Real Decreto 939/1986, de 25 de
abril (BOE de 14 de mayo del mismo afio), adem8s de su intr&nseca impor-
tancia objetiva, se ofrece como un punto id6neo de reflexién. Desde la
ya lejana fecha de 1963, muchas han sido las veces en que se ha puesto
de manifiesto la necesidad de cumplir aquella '"promesa" de Reglémentos
Generales anunciada en el artfculo 92 de nuestra Ley General Tributaria,
y este anhelo ha sido sefialado desde todos los #&ngulos, con encomiable

unidad de pareceres.

En las pfiginas que siguen me ocupar§ del procedimiento de la Ins-
peccién de los Tributos, centrando el tema en las funciones liquidadoras
de la misma y en las actas, como documento prototépico de 1la actuacién
inspectora. Ambas cuestiones se encuentran estrecha y profundamente vin-

culadas, como tendremos ocasién de comprobar.



II. CUESTIONES PREVIAS: GESTION E INSPECCION.
1.- Cuestiones terminolégicas.

Tanto en nuestro Derecho positivo como en nuestra literatura
cientfifica la expresién "gestién de los tributos" carece de una signifi-
cacibén unfvoca. Otro tanto acontece -—-especialmente a nivel normativo—
cuando se habla de la "inspeccibn de los tributos", término que se emplea
con diversos significados. Conviene, por tanto, en primer 1lugar, disipar

esta cierta ambigiiedad, al objeto de un claro entendimiento del tema.

En base a nuestra Ley General Tributaria, al término gestién pueden
encontréfirsele tres siginificados diversos, cada uno de ellos de diferente

amplitud.

En primer lugar, puede entenderse que la '"gestién de los tributos"
comprende toda la actividad administrativa encaminada, directa o indirec-
tamente, a la aplicaci8n y exaccién de aquéllos. E1 t8rmino gestién ven-
drfa asf a ser significativo de todo el Derecho tributario formal. Tal
es la idea que subyace en el rétulo del Té€tulo III de la Ley General,
donde, bajo la denominacién '"La gestién tributaria", se incluyen las 1li-
quidaciones tributérias (capftulo 1V), la recaudacién (capftulo V), 1la
inspeccifn de los tributos (capfitulo VI), la revisién de actos en vfa ad-
ministrativa (capftulo VII), ademfis de un capfitulo dedicado al "procedi-
miento de gestién tributaria" (el III), y los suprimidos procedimientos
de estimacifin objetiva global (capfitulo II) y de los Jurados Tributarios
(capftulo VIII). Esta acepcién, que podemos llamar genérica, es sostenida
por el Seminario de Derecho Financiero de la Universidad de Madrid, en
sus "Notas de Derecho financiero" (7), y es acogida, asimismo, por el

profesor Ferreiro Lapatza en su "Curso de Derecho financiero". Con clari-
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dad afirma este @iltimo autor que "el Derecho formal tributario regula...
el camino, el método, el procedimiento de aplicacién o gestién de los
tributos. Gestionar o aplicar los tributos --continfia— significa no sélo
determinar las concretas obligaciones que derivan de 1las normas que los
establecen y ejecutar tales obligaciones, sino también procurar que la
determinacién y ejecucién de estas obligaciones se realice conforme al man-
dato de la Ley, evitando y corrigiendo en lo posible toda desviacién"

(8).

Una segunda acepcifn del término de referencia es la que se contie-
ne en el artfculo 90 de la citada Ley General Tributaria, conforme al
cual las funciones de la Administracién en materia tributaria se dividen
en funciones de gestién, para la liquidacién y recaudacién, y funciones
de resolucién de reclamaciones. De ah&§ se desprende un concepto amplio
de la gestibn, que comprende asf toda la actividad administrativa encami-
nada a la exaccién de tributos, con la exclusifn de las funciones ‘de re-
solucién de reclamaciones (9). MAs concretamente, la gestién tri:butaria
comprende, en este sentido amplio, la liquidacién, la recaudacién, la

inspeccién, y los desaparecidos Jurados (10).

En tercer lugar se habla de gestién en un sentido restringido en
el art8iculo 92 de la Ley General, oponiéndose este término tanto al de
procedimiento de las reclamaciones conémico-administrativas como a los
de recaudaci8in e inspeccifn, con lo cual la gestifn comprende finicamente
la liquidacifn, quedando fuera de ella no sélo la recaudacién, sino tam-
bién la inspeccifn (11). Este concepto restringido de gestidn es cierta-
mente poco vlllido, por poco representativo, de lo que en realidad tal

procedimiento constituye. La gestién de los tributos -—como ha escrito
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Palao— es "un procedimiento administrativo que concluye con un acto por
el que se fija en una determinada cuantfa el débito tributario del con-
tribuyente" (12). Dentro de ese procedimiento como categorfia unitaria
tienen cabida actos y figuras de diversa fndole, y, en este sentido, es
indudable que la Inspeccién aparece encuadrada, forma parte, de la ges-
tién tributaria, de forma que no pueden considerarse como dos procedi-
mientos nfétida y claramente diferenciados. En la Ley General Tributaria
parece latente una cierta "vecchia" concepcién de la inspeccién como algo
anormal o patolégico dentro de la aplicacién de 1los tributos. As€, se
produce la incongruencia de consagrar en el Tfitulo III un capfitulo (III)
al procedimiento de gestién, en el cual se incluyen la comprobacién e in-
vestigacién, y otro caplitulo (IV) espec&ficamente dedicado a la inspec-
cibn; cuando lo cierto es que comprobacién e ivnestigacién son las fun-
ciones té&picas en que la inspeccién se desarrolla. Ademés, dentro del
propio Tftulo III se regulan las liquidaciones (capfitulo IV) aparte del
procedimiento de gestién, siendo la liquidacién, sin embargo, el acto fi-
nal del procedimiento de gestién y, en consecuencia, parte esencial del

mismo (13).

Igualmente parece rechazable el sentido amplio de gestién que se
comprende en el citado artficulo 90 —también en el artfculo 114 del mismo
cuerpo legal--, pues la recaudaci8n es un procedimiento '"sustancialmente"
diferenciado del de gestién en sentido estricto, que, justamente, comien-
za cuando fste termina. M#&s dificultades afin puede conllevar denominar
gestién a todo lo que se incluye en el Tftulo III, pues entonces abarca-
rfa toda la actuacifn administrativa en materia tributaria (14), y ya
existen otras denominaciones (Derecho tributario formal, procedimiento

tributario), para designarla.
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Creo que los términos son importantes, puesto que son los vehfculos
a través de los cuales nos entendemos; de manera que, sSi no queremos
crear un confusionismo innecesario, habremos de designar a cada cosa con
una palabra y utilizar cada palabra para designar una sola cosa. En esta
l1fnea, me parece mlAs adecuado hablar de gestién para designar al proCedi-
miento de aplicacién de los tributos en sentido estricto, esto es, exclu-
yendo de tal actividad administrativa la resolucién de reclamaciones y
la recaudacién. A este procedimiento bien puede denominfirsele procedi-
miento de gestién —tendencia de la Ley General Tributaria, aunque, como
hemos visto, no acierta a ofrecer un concepto coherente—, bien procedi-
miento de liquidacién, denominacién que la Ley General Tributaria no em-
plea, aunque es ampliamente acogida en nuestra doctrina. E1 término "pro-
cedimiento de liquidacién'" es ciertamente expresivo, aunque puede pres-
tarse a una cierta confusién, ya que la liquidacifn es el resultado final
de la actividad que la Administracién realiza; con lo cual, si se habla
de procedimiento de liquidacién hay que diferenciar entre una liqqidacién
en sentido estricto (acto de liquidacién), y una liquidacién en sentido
amplio (gestién) para justificar la denominacién del procedimiento (15).
Asimismo, hay que tener en cuenta que la liquidacién no es sino una de
las funciones que se desarrollan en el procedimiento de gestién, de forma
que hay que distinguir lo que son funciones liquidadoras en sentido am-
plio, entendiendo por tales todo acto o acuerdo dirigido a la cuantifica-
cién de la deuda, y lo que es funcifn liquidadora en sentido estricto,

que se manifiesta en el acto administrativo por el que se fija tal cuan-

tfa (16).

Por todo ello creo preferible utilizar el vocablo procedimiento de

gestién, aunque dado lo extendido del término liquidacifn y su expresivi-
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dad, es difficil sustraerse al mismo. En cualquier caso, una vez formula-
das las consideraciones que anteceden, creo que la cuestifn no se presta

a equfivocos.

Por lo que se refiere a la Inspeccién de los Tributos, puede ser
contemplada desde un doble punto de vista: orgénico —en cuyo caso es
frecuente designarla como Inspeccibn, con mayéiscula—- y funcional. En es-
te sentido, el Prefimbulo del Reglamento General de la Inspeccién de los
Tributos nos dice: "La Inspeccién de los Tributos puede ser entendida
desde una doble perspectiva, como actividad encuadrada en la gestibn tri-
butaria y como conjunto de 6érganos de la Administracién de la Hacienda
PGblica que desarrollan tal actividad como consecuencia de las funciones

que tienen encomendadas".

Ahora bien, esta diferenciacién entre 6rganos y actividad de ins-
peccién no presenta en sf mayores problemas. Se trata de una distincién
meramente semfintica, sin dificultad alguna una vez explicitada. La ambi-
giedad fundamental en relacién a la Inspeccifn se refiere a la diversidad
de funciones que los 6rganos llamados de Inspeccién ejercen en nuestro
Derecho (17). Sobre ello conviene adelantar las siguientes ideas:

1¢, Es una idea ampliamente extendida el considerar que dentro del
procedimiento de gestién intervienen ——por un lado—— unos érganos lla-
mados de gestién en sentido estricto y, tradicionalmente, oficinas liqui-
dadoras, encargados de las actuaciones liquidadoras; y unos 8rganos —--por
otra parte—— llamados de Inspeccifn, cuyas funciones consisten en inves-
tigar y comprobar, por lo que tales funciones son consideradas "inspecto-
ras" en sentido estricto.

22, Esta articulacién orgéfinica y funcional de la gestién tributaria
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es una idea méis doctrinal que positiva, haciendo salvedad de periodos
concretos y excepcionales, como el comprendido entre 1926-1927. No puede
hablarse, no ya en el momento presente, sino tradicionalmente en nuestro
Derecho, de una correspondencia perfecta entre érgano inspector y funcién
comprobadora e investigadora, y ello por dos razones: a) Las funciones
inspectoras son mfis amplias que las consignadas como tfpicas, desarro-
llando tales érganos funciones informadoras e inquisitivas y también fun-
ciones liquidadoras; b) Tampoco puede hablarse de una correspondencia per
fecta entre oficinas gestoras y funciones liquidadoras, pues estos 6rga-
nos siempre han ostentado determinadas competencias comprobadoras e in-

vestigadoras.

Ahora bien, una vez que se ha dejado constancia de tales hechos es
necesario formular alguna matizacién respecto a los mismos, de forma que
se aproximan a aquella idea doctrinal. En efecto, es necesario reconocer
que la actividad de inspeccién en sentido propio a cargo de 1los 6érganos
de gestién ha tenido una entidad menor, tanto respecto a las de téi carﬁg
ter desarrolladas por los 6rganos de Inspeccién, como a las deméis ejerci-
das por aquellos 8rganos; asimismo, tal actividad ha solido venir inte-
grada, desde el punto de vista del procedimiento, en el de gestién en
sentido estricto o, si se quiere, en el de liquidacién, de manera ue sus
efectos jurfidicos se han confundido con los de dicho procedimiento (18).
Por otra parte, tampoco las funciones liquidadoras de la Inspeccién pue-
den contemplarse como una actividad auténoma e independiente de la misma,
pues no se han configurado as# en el ordenamiento; esto es, hist8ricamen-

te no se han desarrollado al margen de los 8rganos de gestién.

Es por ello que hemos de admitir, a efectos de este trabajo, aque-
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1la articulacién orgfinica y funcional del procedimiento, que, con las ma-
tizaciones formuladas, es, ciertamente, un instrumento véilido de anfili-

sis.

2.- Cuestiones dogmfticas subyacentes.

Como hemos dicho, la actividad administrativa de inspeccién
tributaria se inserta naturalmente en la mfs amplia actividad administra-
tiva de gestién de los tributos, es decir, en la actividad que formaliza-
da en el correspondiente procedimiento aboca en el acto administrativo

de liquidacibén tributaria (19).

Expresado técnicamente esto quiere decir que cuando la actividad
de inspeccifn se formaliza en un procedimiento --el méis tfpico, el de
1926, como enseguida veremos— tal procedimiento se inserta dentro del
propio procedimiento de gestién. Y as#, nos dice el Preéimbulo del nuevo
Reglamento General de la Inspeccién que v"el procedimiento de inépecci&n
supone una especie o modalidad del procedimiento de gestién tributaria
y constituye un procedimiento éspecial no sujeto estrictamente a la Ley

de Procedimiento Administrativo’.

La idea de un procedimiento inserto en otro procedimiento apunta
directamente la complejidad de tal actuacifin administrativa. No obstante,

la doctrina ha manifestado ciertas diferencias sobre este punto.

Para Pérez de Ayala y Gonz#flez Garcia el procedimiento de gestién
tributaria constituye t8cnicamente un solo procedimiento (20), concibisn-
dolo "como un supuesto de hecho de formacién progresiva y consistente en

varios actos jurfdicos sucesivos dirigidos a una finalidad, serie de ac-
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tos jurfidicos de los cuales cada uno de ellos presupone necesariamente
otro precedente y prepara el subsiguiente" (21). Mantienen estos autores
la tesis de la relativa autonomfa de los actos integrados en el procedi-
miento de gestién, pudiendo ser estos actos a la vez actos de trémite

y definitivos, o sea, que aun siendo actos de trémite, a ciertos efectos

tienen la consideracién de actos definitivos, sin que por ello pierdan
la condicién de actos de carécter instrumental dentro del procedimiento

(22).

Por el contrario, Palao Taboada mantiene que el procedimiento de
gestién tiene una estructura compleja, afirmando, con Gota Losada, que
es posible concebir en el procedimiento diversos actos definitivos de
contenido limitado, subordinados 18gicamente unos a otros, hasta llegar
al acto final, consecuencia de los anteriores (23). Concretamente, escri-
be el citado profesor: "en el caso de que en el procedimiento de liqui—
dacién se dé la presencia de un acto de comprobacién no es plenamente ri-
guroso hablar de un solo procedimiento, sino que es més exacto afirmar
que existen, al menos, dos procedimientos: el de comprobacién y el de li-
quidacién, cada uno de ellos integrado por sus propios actos preparato-
rios o de tréimite, carentes, por tanto, de propia autonomfa y realizados
en vista del acto final del procedimiento concreto en el que se enmar-
can". Por eso Berliri habla en ocasiones de '"procedimiento de procedi-

mientos" (24).

Siguiendo, en parte, esta construccién, Mantero prefiere hablar de
"proceso", como concepto més amplio que abarca o puede abarcar varios

procedimientos, todos ellos con la misma finalidad (25).

Ello no obstante, cualquiera que sea la concepcicén que del proce-
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dimiento de gestién se mantenga, lo mfAs importante a nuestros efectos es

destacar c6mo ese procedimiento ha variado de signo.

En efecto, el procedimiento normal de gestién, esto es, el procedi-
miento aplicable a la generalidad de los tributos estatales, y que puede
ser calificado de tradicional en nuestro sistema, se estructurd sobre la
base de cuatro etapas o fases claramente diferenciadas: iniciacién, 1li-——

quidacién provisional, qomprobacién y liquidacién definitiva (26).

En una primera fase de iniciacién el contribuyente presenta la opor
tuna declaracién tributaria -—-presciendiendo de los otros modos de inicia
cién previstos en el artfculo 101 de la Ley General Tributaria--, propor-
cionando a los érganos de gestién los datos suficientes para proceder a

la liquidacién tributaria.

En la segunda fase, denominada de liquidacién provisional, los 6r-
ganos gestores u oficinas liquidadoras porcedfan a realizar las operacio-

nes de liquidacién, segfin los datos proporcionados por el contribuyente.

En la tercera fase, denominada de comprobacibn, la Inspeccién tri-
butaria procedfa a comprobar la veracidad de los hechos consignados en

las declaraciones y de las valoraciones correspondientes.

En la cuarta fase los 6rganos gestores podfan ya fijar definitiva-
mente el importe de la deuda tributaria, mediante la oportuna liquida-

cién, con el soporte de la realidad comprobada por la Inspeccién.

En esta estructura es posible hablar al menos de dos procedimientos
diferenciados, como hace Palao: un procedimiento de comprobacién y un

procedimiento de liquidacién; advifrtase cémo se trata en cada caso de
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funciones distintas --funcién comprobadora y funcién liquidadora--, cla-
ramente diferenciadas y atribuidas, sustancialmente a 6rganos distintos.
La comprobacién, entendida como la fijacién de un elemento necesario para
la aplicacibn del tributo, puede, por sf misma, arrojar un resultado en
orden a la determinacién y cuantificacién de la deuda tributaria, esto
es, de la liquidacién; pero ello no impide la diferenciacién entre un ti-
po de actividad comprobadora y otro tipo de actividad liquidadora, cada

una de ellas integradas por sus propios actos (27).

Esta concepcién del procedimiento se ve avalada o potenciada, entre
otras consideraciones, por el tipo de 6rganos que intervienen --aunque
no de forma absoluta, como ha quedado indicado— en cada uno de esos 'sub
procedimientos". La situacién ha sido descrita por el profesor Martfn
Delgado (28) en los siguientes términos: en primer lugar, el procedimien-
to de gestién tributaria se traté de configurar alejéindolo lo més posible
de la colaboracibn de los contribuyentes, dada la conviccién de que la
inexsitencia de una '"conciencia" tributaria pondrfa en otro caso éﬁ peli-
gro el buen término de dicho procedimiento. En segundo lugar, y como con-
secuencia de lo anterior, las actividades de liquidacién son realizadas
casi exclusivamente por lo 6rganos gestores de la Administracién, con la
menor participacién posible de los contribuyentes. En tercer lugar, para
la actuacibn del procedimiento de gestién, la Administracién experimenta
un proceso de especializacién orgénica, con la creacién de érganos y cuer
pos de funcionarios, encargados de funciones especfficamente tributarias.
Asf, junto a los érganos gestores, se hace preciso crear un cuerpo espe-
cial encargado de la comprobacién de los hechos imponibles declarados y
de la investigacidn de los no declarados por los contribuyentes. Y estas

funciones, basadas en la prfictica defraudadora de los contribuyentes, van
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a experimentar un proceso de expansién cuantitativa y cualitativa, lo que
ocasiona un ensanchamiento de la competencia de los 6rganos inspectores
frente a los 6rganos gestores. Por (iltimo, todo el procedimiento de ges-
tidén asf entendido esté& fundamentado en las concepciones garantistas que
informaban el principio de legalidad y que trascendfan de modo particu-

lar al llamado Derecho tributario formal.

La revisién de los planteamientos subyacentes en esta concepcién,
en parte, ciertamente, por una evolucibn de la ideologfa, pero también,
y especialmente por la propia y compleja evolucién del sistema tributa-
rio, producen como consecuencia que tanto la actividad comprobadora como
la misma funcién 1liquidadora experimenten modificaciones sustanciales.
La generalizacién de las autoliquidaciones, con el consiguiente vacia-
miento de la funcién tfpica de las oficinas gestoras, la presencia signi-
ficada de los retentores o de los obligados a repercutir, el considera-
ble incremento de las relaciones tributarias, llevan a potenciar y tecni-
ficar la Inspeccién, lo que conduce en filtimo término a la asuncifn de

funciones liquidadoras por parte de esta dltima.

Cuando, como sucede en la actualidad, las liquidaciones tributarias
—-en la generalidad de los casos-- proceden bien directamente de una de-
claracién-liquidacién del propio contribuyente, bien de una actuacién
inspectora, teniendo lugar la liquidacién, en este filtimo caso, dentro
del propio procedimiento inspector, es dfficil diferenciar un procedi-
miento comprobador y un procedimiento liquidador, al menos en el sentido
tradicional (29). En otros términcs, no es posible hablar de una fase de com-
probacién y de una fase de liquidacibn, cada una de ellas integradas por

unas actuaciones propias y especfficas, puesto que el desarrollo de ambas
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funciones tiene lugar dentro de una fase de fijacién de datos, segiin un
mismo cauce formal, donde la Inspeccién Tributaria no sélo comprueba si-

no que ademfs lleva a cabo las tareas administrativas de liquidaciébn.

Todo ello no evidencia, en f(ltima instancia, sino que la gestién
del tributo se estf desenvolviendo conforme a unos criterios diferentes
a los que originaron su ordenacién en la Ley General Tributaria, lo que

conlleva la necesidad de revisar los planteamientos conceptuales al uso.
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IITI. LA INSPECCION DE LOS TRIBUTOS Y SUS FUNCIONES LIQUIDADORAS: VICISITU-

DES HISTORICAS.

Dejando a un lado los casos, verdaderamente excepcionales, en los
que la liquidacién se lleva a cabo bien (Gnicamente por la Administracién
(30), bien Gnicamente por los administrados (31), lo normal es que la li-
quidacién se mueva entre estos dos esquemas contrapuestos y que en ella
intervengan Administracifn y administrados. Aunque el grado de interven-
cién de una y otros ha variado enormemente en las distintas épocas y en
los distintos tributos, se ha dicho reiteradamente que en nuestro ordena-
miento jurfdico el procedimiento tradicional de liquidacién ha venido
configurado, con arreglo a esta doble intervencién, en cuatro etapas (ini
ciacién, liquidacién provisional, comprobacién y 1liquidacién definitiva)
a las que ya nos hemos referido. En este esquema, basado sustancialmente
en el principio de especialidad orgénica, a las Oficinas gestoras corres-
ponde liquidar y a la Inspeccién corresponde comprobar e investigar abs-

teniéndose de toda actividad de calificacién jurfdica.

Tal estructura encuentra su plasmacibén prototfpica en el Real De-
creto de 30 de marzo de 1926, ae Bases de la Inspeccién, pero esa '"puri-
dad", en orden a una perfecta adecuacién del principio de especialidad
orgénica, duré poco més de un afio. En efecto, ya en 1927 las funciones
de la Inspeccién fueron objeto de una importante ampliacién, abandonéndo-
se la anterior concepcién de aquélla y, por ende, del propio procedimien-
to de gestibén. A partir de ese momento vamos a asistir a una serie de
continuas modificaciones que configuran una lfnea evolutiva de la regula-
cién del procedimiento de gestién tributaria caracterizada por la progre-

siva asuncién de compentencias por los 6rganos inspectores.
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Sin embargo, tal evolucién no ha sido precisamente pacffica o in-
contestada. La importancia del tema merece que nos detengamos en su ané-
lisis, pues dada la significacién de la liquidacién tributaria dentro del
procedimiento de gestién --todo el procedimiento se orienta a esa finali-
dad: conseguir una acto de liquidacién-- facilmente se comprende que la
competencia para llevar a cabo funciones liquidadoras es el mejor expo-
nente de la concepcién de tal procedimiento, y toda modificacién en esa
funcién incide sustancialmente en aquél. Asf{ las cosas, en buena medida
puede hacerse una historia de la Inspeccién de los Tributos tomando como
hilo conductor el acontecer de los avateres histéricos en punto a la atri

bucién a la misma de funciones liquidadoras (32).

Aunque, desde luego, el Real Decreto de 1926 no es la primera dis-
posicién de nuestra historia tributaria en la que se encuentre una regu-
lacién sustantiva separada de la Inspeccibn de los Tributos (33), sf pue-
de decirse de ella que es la primera regulacién global de 1la Ingpeccién
con un sentido moderno de ésta. Hasta entonces, la labor de '"inspeccién"
se entiende primordialmente como un servicio interno de la Administracién
y no como el ejercicio de funciones administrativas frente a los particu-
lares (34), lo que se explica por las caracterfsticas del sistema tribu-
tario espariol —--impuestos de carficter real y de cuota fija— asf como por
el sistema de gestién de los triburtos, confiado por regla general a par-—
ticulares en arrendamiento, quienes, a su vez, nombraban los agentes e

inspectores que consideraban necesarios (35).

En esta situacibén incidié de manera fundamental la Contribucién so-
bre las Utilidades de la Riqueza Mobiliaria, en el afio 1900, nficleo bési-

co de la imposicién directa, donde aparecen unos tributos ——las tres ta-



23

rifas que la integran-- en los que se hace patente la necesidad de una
actividad externa de inspeccibn. Simulténeamente, en los primeros afios
de este siglo, la Administracién va asumiendo la éestién de los tributos
por sf misma, como corresponde a una Administracién menos rudimentaria
y mé@s modernizada, pasando a ser cada vez mAs excepcional el sistema de
arrendamiento a particulares y empezando, consiguientemente, a surgir las
funciones gestoras e inspectoras como auténticas funciones administrati-
vas. Por ltimo, es a principios de siglo cuando van creéndose los diver-
s0S cuerpos especiales de Inspeccién (36), cuya mera existencia determi-
na la necesidad de proceder a una regulacibne en buena y debida forma del

ejercicio de su actividad (37).

Esta nueva situacién es la que plasmé en la normativa de 1926, con-
figurfindose en ella la inspeccién como una funcién de 1la Administracién,
pasando a revestir la asuncién de funciones inspectoras por los particu-
lares un carficter excepcional, o al menos residual, frente al carfcter

de norma general anterior (38).

Dentro de este planteamiento, el Real Decreto de 30 de marzo de
1926 (Gaceta de Madrid del 31 de marzo), estableciendo las Bases por las
que ha de regirse la Inspeccién de los Servicios de la Hacienda Péiblica
y la de los Tributos, concibe la Inspeccién como un 6rgano encargado del
descubrimiento de hechos y su puesta en conocimiento de las Oficinas ges-
toras, con abstencién de toda actividad de calificacién jurfdica de las
mismas, tarea &sta de la exclusiva compentencia de los 6rganos de ges-
tién. La Inspeccién de los Tributos era concebida, segfin palabras de Gota

Losada, como una verdadera 'policia tributaria" (39).

Tal "filosoffa" de la Inspeccifn queda verdaderamente plasmada con
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meridiana claridad en unos conocidos pérrafos del Preéimbulo del citado
Real Decreto de 1926 (40): "A lograr la arfionica districuén de las fun-
ciones inspectoras entre las Direcciones Generales del Ministerio de Ha-
cienda llamadas a ejercerlas, se encamina la presente disposicién. Pero
al propio tiempo se abordan y estima el Ministro que suscribe que se re-
suelvan con ella otros puntos esenciales y delicados, de gran trascenden-
cia para las relaciones del contribuyente con el representante del Fisco.
Ese contacto entre dos intereses que, por una mala inteligencia sin fun-
damento, aunque tradicionalmente admitida, se consideran opuestos y en
pugna, requiere ser sometido a reglas que eviten en lo posible los razo-
namientos y malas interpretaciones a que tan ocasionado ha sido siempre
A tal fin, se propone que la accién del inspector quede limitada a lo que
su propio nombre indica, a la actuacién pura y simplemente investigadora,
que debe terminar en el momento de ser presentada el acta de presencia
en que el descubrimiento de la ocultacién de riqueza conste, dejando todos
los trémites ulteriores de recabar la conformidad del intresado, califi-
car su acto y liquidar las cuotas y penalidades que de &1 puedan resultar
a cargo de la Administracién, oficina que por ser ajena a los hechos que
estfd llamada a juzgar, y haber permanecio alejada de ellos, puede reves-
tir su juicio de una serenidad que hacen diffcil la ofuscacién o el apa-
sionamiento, muchas veces inevitable, de los que en los mismos hayan in-
tervenido activamente, y dejando siempre a salvo el derecho del contribu-
yente a reclamar de las decisiones adminsitrativas sin incurrir por ello

en mayor responsabilidad".

La Base 31 de este Real Decreto (incluida dentro del Capftulo
VI: "Ocultaci#n y defraudacién. Actuacién de los inspectores") regula la

actuacién inspectora con el siguiente tenor literal:
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"La actuacifn de los Inspectores se limitarfi al levantamiento del
acta de presencia, con todos los datos y detalles que puedan ilustrar a
la Administracién en su acuerdo; a suministrar al contribuyente, con vis-
ta de la legislacibn aplicable, las explicaciones que desee respecto a
su caso, y a pasar el acta, acompafiada de su informe, a la Administracién
de Rentas P@iblicas. Esta, en el plazo correspondiente, dictarfi el acto
administrativo y notificarf su resolucién al interesado, que, personal-
mente o por medio de escrito, aceptarf o no la nueva clasificacién hecha
por la Administracién.

"En caso de aceptarla, y siempre que se trate de expediente de ocul
tacibn, le serfi condonada ipso facto la parte de la multa correspondiente
al Tesoro. si no la acepta, podré interponer contra ella los recursos re-
glamentarios dentro del plano de quince dfas, a contar desde la notifi-
cacién. La tramitacién de estos expedientes se ajustarf a lo establecido
en el Reglamento de 29 de junio de 1924 para las reclamaciones econémico-
administrativas.

"Los Tribunales y Autoridades llamados a entender en estos recursos
graduarén la imposicién de penalidades que correspondan atendiendo a las
circunstancias que'concurran en los hechos que las hayan motivado, salvo
cuando cuando proceda la absolucién, y siempre con arreglo a los Regla-

mentos respectivos.

Las Bases comenzaron a regir el 1 de abril de 1926, aprobéndose el
Reglamento en desarrollo de las mismas por Real Orden de 13 de julio del
mismo afio. Los artfculos 61 a 67, ambos inclusive, desarrollaron la Base
31, regulando con bastante minuciosidad la actuacién inspectora, hasta
el punto de que, como ha dicho Cervera (41), aun con innegables defectos

y lagunas (por ejemplo, sobre las condiciones de tiempo de la actuacién
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inspectora), en ellas 'cabe encontrar unas normas configuradoras de un
principio de procedimeinto al que debe plegarse la actuacién de la Admi-

nistracién".

Esta actuacifn se centra en torno al acta, en cuanto documento que
recoge el resultado de aquélla. De acuerdo con la misién de la Inspec-
cién, el contenido de las actas deber& limitarse exclusivamente a la cons
tancia de hechos, sin que intervenga operacién alguna que suponga aplica-
cién de normas jurfdicas (42). Asimismo, la actuacién inspectora --si-
guiendo la pauta de las primeras regulaciones sobre la Inspeccibn-- se
concibe coii un carficter marcadamente represivo (43). En la mente del le-
gislador la finalidad bfsica a que debfa abocar la inspeccibn era la in-
coacién del oportuno expediente, que condujera a la imposicién de sancio-
nes, mls que al descubrimiento o comprobacién de hechos necesarios para
girar la lgqiuidacifn correspondiente (44). Es por ello que la regulacién
de infracciones y sanciones tributarias se alojan en la de Inspeccién de
los Tributos, situacién que habré de perdurar hasta la Ley Generai;Tribu-
taria, en la que, como es sabido, los preceptos relativos a las "infrac-
ciones tributarias'" constituyen un capftulo propio -—el VI-— del Tftulo
II, referente a "los tributos", mientras que "la inspeccién de los tribu-
tos" forma parte de un capftulo independiente --el VI-- del T£tulo III,

que regula "la gestién tributaria".

Un punto importante a destacar de esta normativa es que la confor-
midad del contribuyente se presta al acto de liquidacién realizado por
la Administraci8n de Rentas Piéblicas (45). "Esto quiere decir --escribe
Ferreiro (46)-- que la actuacibn isnpectora y liquidadora, por un lado,

y la conformidad del contribuyente por otro son independientes y no pue-
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den influirse recfprocamente. No hay lugar para la transaccién o pacto
sobre una materia, el tributo, que, en principio, debe estar fuera de las
posibilidades de disposicién de Administracién y administrados. No hay
lugar tampoco para que el Inspector o el 6rgano de liquidacién fuercen
en alguna forma la voluntad del contribuyente, puesto que desconocen,
cuando actuan, si éste va a conformarse o no con la liquidacién que se
le practique. La independencia del contribuyente frente a 1la Inspeccién
se mantiene, al menos en las normas, en toda su pureza. Es un 6rgano in-
dependiente, la Administracién de Rentas Pé@blicas, el que ha de decidir
en dltima instancia y tal decisién puede o no conformarse con lo actuado
por la Inspeccién. De hecho, es de presumir que la Administracifn liqui-
dadora se gufe, en la mayorfa de los supuestos, por lo actuado por la Ins
peccién. pero no tiene que ser afii y, en ocasiones, la 1liquidacién prac-
ticada no seguirf los datos contenidos en el acta ni en el informe del

Inspecto, sino las alegaciones del contribuyente" (47).

Efectivamente, la Administracién liquidadora no tiene porqué guiar-
se necesariamente por lo actuado por la Inspeccién. Pero lo que ocurrié
no fué —como con buena l6gica presume Ferreiro-— que en la mayorfa de
los supuestos la Administracién liquidadora se guiara por lo actuado por
la Inspeccién. Antes al contrario, se produjo una disparidad de actuacio-
nes hasta el extremo que se '"colaps8" préicticamente la gestién tributa-

ria.

La situacién ha sido puesta de relieve por Mantero (48), de quien
transcribo los siguientes plrrafos de la Circular de Inspeccibén ndimero
2, de 21 de agosto de 1926, de la Direccién General de Rentas Pfiblicas,

dictando normas para el rfipido despacho de los expedientes de ocultacién
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y defraudacién:

"Ante el nfimero y la importancia de los expedientes de ocultacién
y defraudacibén que en diversas provincias han sido incoados desde el 1
de abril 6ltimo en que comenz8 la vigencia del nuevo régimen de la Ins-
peccibn, y que permanecen estacionados sin haber sido resueltos todav#a,
esta Direccién General se considera en el debe de 1llamar la atencién de
V.S. acerca de la necesidad apremiante de dar a este servicio el debido
impulso, a fin de que la gestibn inspectora no se malogre, con notorio
dafio de los intereses del Tesoro....

",..La paralizacién de los expedientes, su larga permanencia en las
Oficinas, los fallos que tardfamente recaen en ellos, son fuente de mur-
muraciones, acicate de maniobras inconfesables, invitacifn a presiones in-
compatibles con la necesaria libertad de juicio y hasta justificante de
la protesta de quien, casi olvidada su falta por el lapso de tiempo trans
currido desde que se cometié, se encuentra, al cabo, castigado por
ella....

",...La rapidez en la tramitacibn de los expedientes harf desapare-
cer todos estos males, y por ello, a asegurarla se han dirigido las pres-
cripciones contenidas en los artfculos 63 --condonacién automftica— y
66 ——no comparecencia del interesado en las Oficinas, para conocer el ex-
pediente y hacer alegaciones— del Reglamento de la Inspeccibn....

",..Para lograrlo debe tenerse en cuenta que la aceptacién de los
fallos por los interesados puede ser hecha por comparencia personal o por
escrito unido al expediente.... Cuando la comparecencia de aceptacién se
haga por escrito, claro estf que no serél necesaria la presencia del inte-
resado en la Oficina, sino que su escrito podrf ser remitido a ella por

cualquier medio, incluso entregfindolo a los propios Inspectores, cuando
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asf lo desee y lo solicite de los mismos el expedientado...".

Estas lfneas --dice Mantero (49)— son reveladoras de la situacién:
"las Oficinas se inundaron de expedientes y no habfa personal capacitado
para resolverlos, puesto que los Inspectores sf segufan levantando ac-
tas". Existfa una pugna abierta entre la Inspeccién y la Administracién
liquidadora --fsta se oponfa sistemfticamente a las actas inspectoras—,
y de ello es buena prueba otra Circular de Inspeccién, la nidmero 6, de
25 de mayo de 1927 (50), en la que bajo el tftulo de "Disciplina", se
afirma:

"Circunstancias de todos conocidas y que en el #&nimo de todos es-
tan, hacen que la funcién inspectora no encuentre extremada simpatfa,
quizéd por su misma eficacia, dentro y fuera de la Administracién, con 1lo
que se originan a veces diferencias y hasta pugnas, en las que esa unidad
de criterio, tan necesaria y conveniente, suele quedar maltrecha, si no
del todo destruida.

"Nadie mfs que los Delegados de Hacienda y los Jefes de Depéﬁdencia
a sus 6rdenes pueden poner remedio a este mal. Deber suyo es prestar aten
cién vigilante a la situacién que en el pélrrafo anterior se sefiala, y con
una intervencién prudente, serena y educadora, como corresponde a su posi
cién privilegiada dentro de las oficinas, descubrir el dafio y ponerle
pronto remedio, llevando a todos el convencimiento de que las funciones
a cada uno encomendadas conducen al mismo fin; de que el camino para lle-
gar a 61 es (inico, y de que por 61 ha de ir todos, animados por el mismo
propésito de defender el interés del Tesoro Pfiblico, defensa que es la
esencia misma de la labor que tienen encomendada.

"Es preciso combatir tenazmente la idea, en algunos muy firme y

arraigada, de que el funcionario administrativo tiene la misma libertad
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de juzgar que el juzgador. Integran estos @iltimos los diversos organismos
en que se encarna el poder judicial, auténomo entre los que constituyen
el Estado; son, en cambio, los primeros, simples instrumentos del poder
ejecutivo, en la aplicacién de Leyes y Reglamentos que han de ajustarse,
por tanto, a las normas y hasta a las interpretaciones emanadas del mismo
a través de los distintos organismos en que se manifiesta... Es, en cam-
bio, la funcién del administrativo, una funcién subordinada que se carac-
teriza precisamente por la aceptacién obediente de las normas de gobier-
no, sin otra limitacién en esta obediencia que la que la propia Ley im-
ponga....

"...Es seguro que poniendo todos en ello la mejor voluntad, como
es su deber, resultaréin bien poco frecuentes los casos de divergencia o
disparidad de criterios en una aplicacién o interpretacién legal; casos
que quedaréin, ademfis, facilmente resueltos con la debida consulta al or-
ganismo correspondiente. Y tan solo cuando esta buena voluntad no exista
serén posibles las pugnas y:discusiones entre funcionarios de distintas
dependencias, en las que, tras un frfigil disfraz legal, no es diffcil

adivinar la lucha de intereses o pasiones...".

En otros pérrafos de esta Circular, bajo el epfkgrafe de "la conduc-
ta", se pone de manifiesto lo que, dice Mantero (51), ya se imaginaba:
que la reforma de 1926 era una reforma del régimen sancionador, a la que
se subordinaron las demés:

"...La Inspeccién ha ido borrando su caréicter represivo y adquirien
do, en cambio, otro marcadamente educador. Era caracterfistica esencial
de la Inspeccién la penalidad. Casi podrfa decirse que ella constitufa
la base del sistema. En la multa residfa toda la eficiencia de ejemplari-

dad de la actuacién inspectora y en ella estaba también el estfimulo, el
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acicate de trabajo. Nada més opueéto al verdadero concepto actual de 1la
Inspeccifn, al espiritu que ha informado la reforma, al sistema que se
quiere implantar en bien, al propio tiempo, del contribuyente y del Teso-
ro, siguiendo normas y orientaciones de gobierno que a todos nos tocan
obedecer....

"El ideal a perseguir por la Inspeccién es, pues, que nadie d; los
sujetos a tributar deje de hacerlo. Y para ello, 1lo primero, lo impres-
cindible, es que pueda. Donde la cuota a percibir sea notoriamente supe-
rior a la capacidad econémica del contribuyente, la Inspeccién no debe
cerrar los ojos a la realidad atenerse tercamente a la letra escrita de
un solo artficulo, sino, por el contrario, poner a contribucién su inteli-
gencia y su conocimiento de los Reglamentos para encontrar dentro de
ellos mismo clasificacién apropiada a sus medios y circunstancias, y es-
to, tanto por la razén de orden moral, que aconseja no presentar jamés
al Fisco bajo un aspecto inhumano, como por otra puramente econémica; que
mfs conveniente y provechoso es para el Tesoro percibir una cuota baja,
reflejo de una industria pobre, que no percibir ninguna o percibirla sélo
un corto espacio de tiempo, con la consiguiente desaparicién de aquella

industria".

En este contexto se fragué la Real Orden de 23 de septiembre de
1927 que, como se ha puesto de manifiesto reiteradamente, supuso un paso
decisivo para el abandono de la anterior concepcifén de la Inspeccién. En
el Prefimbulo de esta Real Orden, tras sefialar los "halagiiefios" resultados
de la "labor educadora" de la accién inspectora, "encaminada al conven-
cimiento del contribuyente que haya incurrido en defecto en sus relacio-
nes con el Fisco", se afirma:

"No han sido, sin embargo, interpretados con igual acierto por al-
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gunas dependencias administrativas los preceptos del Reglamento de 13 de
julio de 1926 relativos a a actuacién de los Inspectores. EscrGpulos le-
gales dignos de todo respeto han llevado a diversas oficinas a interpretar
aquéllos en un sentido restrictivo y estrictamente literal, entorpeciendo
as{, por la imposicién sistemltica de penalidades o por la resistencia
a aceptar las decalraciones o partes de alta obtenidas por la Inspecciébn,
la marcha normal y rfpida de este servicio, que precisamente en la rapi-
dez encuentra la condicién mis favorable de su éxito.

"A fin de evitar esto, haciendo desaparecer las dificultades de or-
den legal que en algunas provincias han impedido la plena aplicacibén de
los nuevos procedimientos, parece conveniente aclarar los preceptos co-
rrespondientes del vigente Reglamento de la Inspeccifn, estableciendo al
propio tiempo la debida unidad de criterio en servicio de tanta importan-
cia y procurando la mayor rapidez en los trémites del mismo desde el des-

cubrimiento hasta el ingreso de las cantidades debidas al Tesoro...'".

Se instituyen las "actas de invitacién", en las que se eximen de
sancién a los contribuyentes que dieran su conformidad a las propuestas
de la Inspeccibn (52). Esta es la innovacién esencial de la Real Orden
de 23 de septiembre de 1927: la conformidad puede prestarse por el con-
tribuyente ante el Inspector y a invitacién de éste (53). Habida cuenta
de que las actas de invitacién conllevan la no imposicién de sanciones
(art. 22 de la citada Real Orden), no puede extrafiar que la préctica to-
talidad de las actas fuesen de invitacién, lo que provocé el llamado 'pe-~

ligro amarillo" por el color de las mismas (54).

Las actas de invitacién se equiparaban a "declaraciones o partes

de alta" (art. 12 de dicha Orden), por lo que estima Cervera (55) que,
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por su propia naturaleza, no podfan en principio contener sino elementos

de carficter flctico. Entiende este autor que es la posibilidad de confor-
midad —-con los beneficiosos efectos que de ella se siguen a favor del
contribuyente-~ donde se encuentra el germen del desbordamiento del con-
tenido de las actas de invitacién hacia circunstancias no estrictamente
fécticas, a calificaciones jurfdicas, que, con la conformidad del contri-
buyente, eliminen su ulterior oposicién y despejen el camino hacia la fi-

jacién de la deuda tributaria mediante el acto de liquidacién.

Sin embargo, comparto en este punto la posicién del profesor Ferreiro,
quien considera que al establecerse en la Real Orden de 1927 que la invi-
tacién que se somete a la aceptacién del contribuyente se refiere a la
rectificacién de su situacién tributaria, el acta no s6lo comprende ele-
mentos de hecho sino también de derecho (56). Ha de reconocerse, no obs-
tante, que en apoyo de su tesis el profesor Cervera cuenta con una inte-
resante lfnea jurisprudencial, centrada en unos pocos afios (1951 a 1961),
Yy de la que posteriormente no queda rastro, como &l mismo seﬁalé. "Esa
doctrina jurisprudencial consiste en formalizar como principio bé&sico en
punto al contenido de las actas de inspeccién el de que las mismas no de-
ben contener calificaciones jurfdicas, sino dnicamente circunstancias y
datos de hecho; este criterio o principio --cuya infraccién determina la
nulidad de las actas-- se encuentra extensa y claramente formulado en el
siguiente Acuerdo de 19 de octubre de 1951'" (Ar. n® 2407) (57):

"CONSIDERANDO: Que independientemente de la cuestién planteada
por el recurrente, pero fntimamente ligada a ella, existe concre-
tada en este expediente otra que exige un previo y especial pro-
nunciamiento y es la encaminada a esclarecer la validez del acta
de invitacién motivadora de las presentes actuaciones, cuestién

ésta de la competencia del Tribunal conforme al artfculo 20 del
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Reglamento de procedimiento.

"CONSIDERANDO: Que a tenor de lo preceptuado en la base 31 del
Real Decreto de 30 de marzo de 1926 la actuacién de los Inspecto-
res se limitard al levantamiento del acta de presencia con todos
los detalles que puedan ilustrar a la Administracién en su acuer-
do, a suministrar al contribuyente, con vista de la legislacién
aplicable, las explicaciones que desee respecto a su caso y a pa-
sar el acta acompafiada de un informe a la Administracién; y el
Reglamento dictado para el Servicio de Inspeccibén en 13 de julio,
de igual afio, al aplicar y desenvolver las bases establecidas en
el anterior Decreto dispone, en el Gltimo pérrafo del artfculo
62, que el Inspector actuante, en el informe que habré de unir
al acta, propondrf la liquidacién que estime a su juicio deba
practicarse y consignarf todos los datos y razonamientos condu-
centes a ilustrar el juicio de la Administracién; es decir, que
de ambos preceptos se infiere, sin ninglin género de dudas, que
la actuacibén del Inspector debe limitarse a reflejar los hechos
que en el curso de su gestién descrubra y que pudieran dar lugar
a alguna clase de tributacién, absteniéndose, en todo caso, de
hacer calificaciones jurfdicas mfs o menos acertadas de lgs mis-~
mos, que son siempre de la incumbencia de la propia Administra-

cién.

"CONSIDERANDO: Que la Real Orden de 23 de septiembre de 1927 al
establecer en favor de los contribuyentes el acta de invitacién
..+ No s6lo no modifica el principio a que se ha hecho referen-
cia en las anteriores consideraciones, sino que por el contrario,
lo afirma de una manera evidente en su nlimero 22 al disponer que
las actas de invitacién, autorizadas con la firma del contribu-
yente, tendrfin la consideracién de declaraciones o partes de al-
ta, sin que por tanto pueda imponerse penalidad alguna por los
hechos en ellas reflejados, de lo cual se deduce que si los indi-
cados documentos han de ser liquidados por la Administracién como
si de declaracién se tratase, lo primero que esta oficina tiene
que conocer con toda claridad es el origen o fuente del impuesto

aue se trata de aplicar.
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"CONSIDERANDO: Que por otra parte, si las actas levantadas por
la Inspeccién como consecuencia de las funciones de comprobacién
e investigacién que les estén atribuidas, son documentos de 1los
cuales ha de derivarse una posible exaccién fiscal, han de conte-
ner, por ello, inexcusablemente, las garantfas intrfnsecas esta-
blecidas, tanto en beneficio de la Administracién como del propio
contribuyente, una de las cuales es, como se deja dicho, la de
que en ellas se reflejen claramente los hechos acaecidos de los
cuales se prentenda hacer derivar la existencia de 1la obligato-
riedad de un gravamen previamente determinado' (58).

No creo que -—-como, por el contrario se afirma en el tercer Consi-
derando trasncrito— la creacifn de las actas de invitacién dejase inal-
terada la normativa de 1926 en orden a la no inclusién en el acta de ele-
mentos distintos de los puramente ffcticos. No encuentro tampoco un claro
fundamento para ello en la declaracifn segfin la cual las actas de invita-
cibén se asimilan a declaraciones o partes de alta. Como hemos visto, tal
declaracién no tiene otra finalidad que justificar, de una manera més o
menos "objetiva", la no imposicifn de sanciones en caso de conformidad
del contribuyente. Por eso no me parece un sélido apoyo que desvirtfie la

afirmacibn bésica y fundamental de que la "invitacién" se refiere a 1la

conformidad del contribuyente con la rectificacién de su situacién tribu-

taria, lo que evidentemente implica la consideracién de elementos de De-
recho (59). Justamente esta es una de las novedades capitales de las ac-
tas de invitacién, junto con la supresién de la posibilidad de que el
contribuyente formule alegaciones ante la Administracifn de Rentas PGbli-
cas, a fin de agilizar el procedimiento de gestifn. De forma y manera que
la Administracifn gestora ha de dictar la liquidacién contando con sus
propios datos y con los que le suministra la Inspeccibn encargada de la

comprobacién conjunta con el contribuyente.
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Asf las cosas, la "rectificacién" de la situacién tributaria conte-
nida en el acta de invitacién es esencialmente una propuesta de 1liquida-
¢cién (60), ya que debe pasarse "a la Administracién de Rentas Plblicas para
su liquidacifn y tramitacién" (art. 1?2 de la Real Orden de 23 de septiem-
bre de 1927). Asf se explica, ademfs, que el acta no sea impugnable pero
sf la liquidacién que de ella se deriva (61). En efecto, aunque la preci-
citada Orden de 1927 no alude para nada a la impugnabilidad de este tipo de ac-
tas, la conformidad que el contribuyente presta no le priva de recurrir
posteriormente contra el acto de liquidacién, tal como expresamente se
reconocié en la Ley de 28 de marzo de 1941, al disponer en su artfculo
22: "Las actas de invitacién autorizadas con la conformidad del contribu-
yente no podrén ser impugnadas por éste, que, no obstante, podré reclamar
en vfa econémico-administrativa contra los acuerdos dictados por la Admi-
nistracibn como efecto del acta en cuanto no sean consecuencia legal de

dicho documento” (62).

"Este texto -—escribe Cervera-- fijaré& durante un buen tieﬁpo los
términos en que se plantea el tema de la impugnacién de las actas de in-
vitacién; se distingue, segfin se ha visto, entre el contenido de las ac-
tas --inimpugnable dada la conformidad prestada— y los acuerdos poste-
riores --singularmente, el acto administrativo de liquidacién——; este Gl-
timo serf siempre impugnable y el recurso serf o no estimado en funcién

de su concordancia con el contenido del acta" (63).

El problema de-la limitacién del contenido de las actas se plantea
de forma completamente distinta, como es claro, para las actas que no
sean de invitacifn. Ninguna cuestién plantean las actas que hoy llamarfia-

mos de comprobacién conforme, a las que se refiere el apartado a) del ar-
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tfculo 61 de la Orden de 13 de julio de 1926 (acta modelo niimero 8). En

cuanto a las actas de disconformidad o de constancia de hecnos --la deno-
minacién, desde luego, es bien significativa—— a que se refiere el art$-
culo 61, apartado b) de la citada Orden de 1926 y el artfculo 3?2 de 1la
Orden de 23 de septiembre de 1927 (que se remite a aquélla), en este tipo
de actas (modelo niimero 9) el Inspector se limita a hacer constar los he-
chos que originan la discrepancia entre lo declarado por el contribuyente
y lo observado por él, debiendo proponer en un informe en pliego unido
al acta la liquidacién que a su juicio deba practicarse, entre otras cir-

cunstancias (art. 62, del Reglamento de 1926).

Retomando el hilo de nuestro discurso, la ley de 28 de marzo de
1941, ademfs de declarar expresamente el caréicter firme de las actas de
invitacién, ratifica la no limitacién del contenido de las actas a ele-
mentos de hecho al referirse a los casos en que en el "acta se reflejen
bases impositivas" (art. 12?). El sistema de sanciones no se ve ciertamen-
te fortalecido con esta Ley, pues en ella se dispone que "toda éuota a
liquidar en virtud de gestibén inspectora reflejada en el 'acta de invita-
cién', que autorice con su conformidad el contribuyente, sufrird un re-
cargo del 10 por ciento para el Tesoro'". La Ley no se atrevié a hablar
de sanciones y opta por un "recargo" que no es més que un tfmido intento
de que la actuacién infractora del contribuyente no quede impune; timidez
que --dice Ferreiro-- se refleja tanto en el monto de la sancién como en
su propia calificacién, configurfndose m#s bien este recargo 'como una
sancién civil de tipo resarcitorio, quizé teniendo en cuenta que la ac-
tuacién contraria a la ley del contribuyente causa en todo caso un per-
juicio econémico a la Hacienda derivado de la necesidad de actuacién de

los érganos inspectores y del posible retraso en el cobro" (64).
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La Orden Ministerial de 18 de diciembre de 1954 (65) con mayor cla-
ridad afin se refiere a la circunstancia de que el contenido de 1las actas
de invitacién no se limite a elementos estrictamente fhlcticos al dispo-
ner que la conformidad del contribuyente se refiere a '"las bases imposi-
tivas propuestas por la Inspeccibn" (art. 1?2). Es por ello que la Admi-
nistracién gestora practica las liquidaciones "como consecuencia de las
bases aceptadas en las actas de la Inspeccién", admitiéndose la impugna-
bilidad de las liquidaciones "solamente en cuanto a la indebida aplica-
cién a las expresadas bases de la legislacién fiscal vigente" (66). Por
esta raz6n la Orden de 18 de diciembre de 1954 ha sido denominada de fir-

meza de las bases admitidas en conformidad.

Asimismo, la precitada Orden contempla la posibilidad de que la
conformidad prestada por el contribuyente a las actas de invitacién no
se extienda a todo su contenido, sino finicamente a una parte ("conformi-
dad, en todo o en parte"). Tal posibilidad -—-afirma el redactor de la Or-
den en el Preéimbulo-- venfa contemplada en la Ley de 20 de dicieﬁbre de
1952 ——llamada de Inspeccién de los Tributos, pero reformadora en reali-
dad del sistema de sanciones, como hemos dicho ya—— al prever en su ar-
tficulo 12, apartado c), que el contribuyente, en una misma acta de 1la
Inspeccién podré& conformarse con parte de ella y discrepar de la otra,
permitiendo que el expediente que de esta acta se derive sea objeto de
calificacibn distinta para las bases aceptadas por el contribuyente, que

para aquellas otras en que no manifiesté su conformidad (67).

Y as# llegamos a la Ley General Tributaria, de la que se ha dicho
frecuentemente que, aun con todo lo anterior, fuf la que asest$§ el golpe

definitivo al principio subyacente en la normativa de 1926 (68).
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Al sefialar el contenido de las actas de inspeccién la Ley General
Tributaria se refiere en su artfculo 145, 1, c¢) a la '"regularizacién de
las situaciones tributarias que estime procedentes". Tal regularizacién
no puede ser "sino la incorporacién a la misma acta, no ya de los datos
o elementos que permitiera a los 6rganos de gestién girar la liquidacién,
sino que avanza plenamente en la vfa de extender el contenido de las ac-
tas ——es decir, las funciones de los 6rganos de inspeccién-- hasta el ac-

to mismo de liguidacién" (69).

La parquedad y consciente indeterminacién de la normativa de nues-
tra Ley General Tributaria en materia de inspeccién es, desde luego, pal-
maria (70). Asf, mientras el artfculo 144 dispone que las actuaciones de
la Inspeccién de los Tributos se documentarén en diligencias, comunica-
ciones y actas previas y definitivas, el artfculo 145 se refiere sin més
a las actas de inspeccién, y en ningfin otro artfculo nos ofrece una dis-
tincibén entre ambas clases de actas. La pregunta surge por sf sola: la
regularizaciébn de las situaciones tribﬁtarias que el Inspector’estime
procedentes, ¢ puede contenerse tanto en actas previas como definitivas,
o s6lo en las de esta Gltima categoria?. En la Ley General Tributaria lo
que caracteriza al acta de Inspeccién es que en ella se recoge el resul-
tado de la actuacibn inspectora; el contenido del acta (art. 145,1) se
atribuye a ésta genéricamente, siendo comfin, por tanto, a actas previas

y definitivas (71).

La regularizacién de la situacién tributaria que el Inspector es-
time procedente puede dar lugar a una liquidacién provisional o a una li-
quidacién definitiva. Sé tratarf de una liquidacién definitiva cuando me-
die la comprobacién administrativa del hecho imponible y de su valora——

cién, como dispone el artéculo 120, 2, a) de la Ley General Tributaria
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(72). Pero "de ello no debe deducirse que cualquier actuacién inspectora
documentada en acta haya de conducir forzosamente a una liquidacién de-
finitiva. Ni la Inspeccién viene obligada a desarrollar el conjunto de
sus actuaciones --a veces necesariamente complejas-- en unidad de acto,
ni debe renunciar a plasmar documentalemente los resultados parciales a
que puede llegar en cuanto a determinados elementos del hecho imponible.
Hemos de entender, pues, que no cualquier comprobacién, sino sélo la com-
probacién completa y suficiente, que se plasma en acta definitiva, da lu-
gar a liquidacién definitiva" (73). En los demfis casos, las liquidaciones
seréin provisionales, pudiendo tratarse de provisionales a cuenta, comple-
mentarias, caucionales, parciales o totales (art. 120, 3 de la Ley Gene-
ral Tributaria) (74). En definitiva, lo que la Ley Ley General Tributaria
viene a decirnos es que de las actas definitivas se derivaréin normalmente
liquidaciones definitivas, mientras que las actas previas darfin lugar a

liquidaciones provisionales (75).

No obstante, a nuestros efectos, la distincién fundamentai entre
las actas deriva del hecho de que el contribuyente preste o no su confor-
midad. Aunque la cuestifn es discutbile creo que puede asimilarse sustan-
cialmente el acta con conformidad del contribuyente al acta de invitacién
(76). Las actas sin conformidad --de disconformidad, dice la Ley General
Tributaria-— determinaréin la incoacifn del oportuno expediente adminis-
trativo (art. 146, 1). Sin embargo, teniendo en cuenta que la Ley persis-
te en el camino de la condonacifn automética de sanciones (art. 88, en
su redaccién originaria), condicionfindola a la conformidad del contribu-
yente; dado que esa conformidad se presta a la propuesta de liquidacién
o, si se prefiere, a la rectificacién de la situacién tributaria, que el

inspector formula; dado que las propuestas de regularizacién contenidas
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en las actas solfan ser confirmadas por las oficinas gestoras; dado que
estas actas casi nunca eran objeto de impugnacién posterior cuando se no-
tificaba la liquidacién resultante de las mismas y dado que el trémite
de la notificacibn posterior a la incoacién del acta y a la produccién
de la liquidacién o acto administrativo podfa incluirse en el mismo mo-
mento en que el sujeto pasivo o su representante estaba en contacto con
la Administracién en la persona del Inspector (esto es, en el momento de
incoarse y firmarse el acta), se acudié a un procedimiento abreviado, se-
gin el cual, en el mismo documento (acta de Inspeccién) y en un solo ac-
to, se hacian constar hechos, se hacian propuestas de regularizacién, se
calificaban las infracciones, se aceptaban liquidaciones y se notifica-

ban las mismas (77).

Nace asfi el procedimiento simplificado de liquidacién, cuya primera
regulacién la encontramos en el Decreto de 8 de julio de 1965, posterior-
mente modificado por el Decreto de 24 de julio de 1969 —por el que se
aprueba la Instruccién General de Recaudacién y Contabilidad--, ﬁéro s6-
lo para acortar los plazos que en aquél se fijaban, sin alterar las dis-

posiciones sustantivas de su régimen.

Seglin dispuso la Orden Ministerial de 16 de agosto de 1965, el ré-
gimen procedimental previsto en el Decreto de 8 de julio sb6lo era de
aplicacién al Impuesto General sobre el Tréfico de las Empresas y al Im-
puesto sobre el Lujo. De manera que, en tanto no se verificara su exten-
sién a los demfis tributos del sistema, subsistfa el acta de invitacién

(78).

Tal procedimiento, previsto para las actas definitivas, consistfa

esquemlticamente en lo siguiente:
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- El1 Inspector actuario debfa consignar en las actas definitivas
las liquidaciones que estimara procedentes para regular la situacién tri-
butaria objeto de investigacién o comprobacién, con expresién de la cuan-
tfa total de la deuda tributaria y de la conformidad o disconformidad del
contribuyente, especificfindose en su caso si la conformidad prestada se
extiende a la regularizacién de la situacién tributaria y a las liquida-

cioens en ella practicadas.

- Si el sujeto pasivo prestaba su conformidad a la liquidacién pro-
puesta por la Inspeccifn, esta debfa notificarle formalmente que si no
le fueren comunicados por la Administracién reparos a la liquidacién pro-
puesta en el plazo de un mes (cuarenta y cinco dias en el texto del ar-
tfculo 22, 1, del Decreto de referencia), "se entenderf que dicha Admi-
nistracién gerstora confirma £ntegramente la propuesta de referencia y
que esta dltima tiene el carficter de liquidacién definitiva", procediendo,

en consecuencia, el correspondiente ingreso.

- La Administracién gestora podfa modificar la propuesta de liqui-
dacién contenida en el acta definitiva y notificarlo asé al particular,
"si apreciara error aritmético o aplicacién indebida de las normas lega-
les". Antes esta "nueva liquidacién" (art. 2%, 4 del Decreto de 1965),
el sujeto pasivo podfa manifestar su conformidad --ingresando el importe
de la deuda tributaria-- o su disconformidad. En este caso, debfa iniciar
se el expediente al que se refiere el artfculo 146 de la Ley General Tri-
butaria, con el fin de que ambas partes aleguen y prueben los argumentos

que apoyan sus derechos.

- Contra la liquidacién que finalmente se acuerde cabe recurso de

reposicién, econémico-administrativo y, finalmente, contencioso. Pero se
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establece que '"no podréin ser objeto de impugnacién por parte del sujeto
pasivo las circunstancias de hecho a las que hubiera prestado su confor-
midad en el acta de Inspeccién, salvo prueba de que al hacerlo incurrié
en error de hecho'". Se establece también que la conformidad prestada por
el sujeto pasivo tendré la eficacia probatoria prevenida en el artéculo

117 de la Ley General Tributaria.

La innovacifn sustancial de este procedimiento es la previsién del

acto presunto de liquidacién (79). En efecto, utilizando la técnica del

"silencio positivo", se dispone que la no actuacién de la oficina liqui-
dadora en un plazo deerminado suple al acto administrativo de liquidacién
expreso de la propia oficina. Ademfs, ello supone una '"confirmacién", ju-
rfdicamente importante, por parte de la oficina gestora, que indica que
el acto de liquidacién en sentido propio (80) emana de los 6rganos de

gestién, no de la Inspeccién (81).

La simplificacién fundamental del procedimeinto regulado en - el De-
creto de 1965 es esta confirmacién por silencio de la propuesta de liqui-
dacién aceptada por el contribuyente, a la que obviamente debe 'seguir
el correspondiente ingreso. Por lo dem#s, tal régimen no es sino el desa-
rrollo del acta definitiva a que se refiere la Ley General Tributaria

(82).

Asg las cosas, el Decreto de 8 de julio de 1965 no hizo més que
confirmar y desarrollar unas funciones de la Inspeccifn que ya se encon-
traban previstas en la Ley General Tributaria (83). Cuestién distinta es
que de la normativa descrita se derive --como hace Clavijo-- que "este
procedimiento no atenta en nada contra el principio de especialidad orgf-

nica... ni rompe sustancialmente el esquema en cuatro fases del procedi-




miento normal de liquidacién: existe una fase de comprobacién y otra de

liquidacién, con la caracterfstica de que el acto es presunto" (84).

A mi juicio, la trascendencia de la confirmacién por silencio de
la propuesta de liquidacién formulada por la Iﬁspecci6n --que otorga al
acto de liquidacién un carficter esencialmente "formal"— es mayor que 1la
que el profesor Clavijo le atribuye (85). En el esquema descrito es dif$-
cil separar fase de comprobacién de la fase de liquidacién, que aparecen
en la prflctica desarrolladas en una sola actuacién administrativa: la del
Inspector actuario. Por otro lado, no s8 hasta qué punto puede entenderse
que la atribucién de funciones liquidadoras a la Insepccién --aunque se
trate de una propuesta—— no rompe la especialidad orgénica. Por el con-
trario, como ha sefialado el profesor Martfn Delgado, cuya opinién en este
punto comparto, "me parece que puede afirmarse que esta ruptura estaba
en la mente del propio legislador. Una buena prueba de ello es cémo el
artfculo 22, 4 del propio Real Decreto habla de una 'nueva liquidacién"
para referirse a la que realiza la Administracién gestora como distinta
de la "propuesta" por la Inspeccién. Aunque se trate de un error formal
(86), se da carficter de liquidacién a ambas (87). Por lo deméis, aunque
esta asuncién de funciones liquidadoras por parte de la Inspeccién de los
Tributos no es sino la continuacién de una tendencia ya iniciada en el
afilo 1927, es importante y jurfidicamente significativo el que expresamente
se aluda a la "propuesta de liquidacién formulada por la Inspeccifn del

Tributo".

Ahora bien, es posible encontrar un punto de las nuevas disposicio-
nes en el que, a mi entender, cabe apreciar una "ampliacifn'" de tales

funciones, o, mfis exactamente, un "recorte" de las competencias de las
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oficinas gestoras. Me refiero a la facé¢ultad de la Administracién ges-
tora de modificar la propuesta de liquidacién (88), que se limita a la
apreciacibn en fsta de "error aritmético o aplicacibn indebida de 1las
normas legales". Aunque tales supuestos coinciden sustancialmente con los
motivos en base a los cuales se permite al sujeto pasivo impugnar la 1li-
quidacién derivada del acta de invitacién a la que dié su conformidad,
ya dijimos en otro lugar que este aspecto (que mira al contribuyente, que
puede conformarse o no con la liquidacién practicada por la oficina ges-
tora, pero que sbélo puede oponerse a ella por unos motivos determinados)
debfa diferenciarse de lo que eran las competencias de la Administracién
gestora en orden a la aceptaciéno rectificacién del contenido del acta,
aspecto sobre el cual ninguna limitacién o restriccifn encontramos en la

legislacién predente ((89).

Este procedimiento de liquidacién —--previsto, como quedé indicado,
para las actas definitivas y concretado al é&mbito del Impuesto General
sobre el Tr&fico de las Empresas y el Imbuesto sobre el Lujo--, se ex-
tendié "a las actas previas y a las consiguientes liquidaciones a cuenta
o complementarias", por el Real Decreto de 24 de febrero de 1976 (art.
1¢2)., "Con este Real Decreto, pues, el procedimiento anteriormente descri-
to serfl de aplicacifn no sélo a las actas definitivas formalizadas por
la Inspeccién, sino también a las previas, cuando su 'propuesta de liqui-
dacién' determine ingresos a cuenta o complementarios en el Tesoro por
aceptar parcialmente el sujeto pasivo la ‘'propuesta' de regularizacién
de su situacién tributaria o por limitarse la comprobacién inspectora a

determinados elementos del hecho imponible" (90).

En el mismo afio se dicté el Real Decreto 1920/1976, de 16 de julio,
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en cuyo Prefimbulo se afirma que "ha llegado el momento de coronar la sim-
plificacién del procedimiento de gestién tributaria" iniciado por el De-
creto 2037/1965, de 8 de julio, apliclndose ya el procedimiento simplifi-
cado de liquidacifn a todos los tributos, salvo a los Impuestos Generales
sobre las Sucesiones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurfdicos Docu-
mentados (Disposicién final primera del citado Real Decreto). Las normas
sobre formalizacién de actas de Inspeccibn previstas en este Real Decreto
tampoco eran aplicables a las formalizadas en los recintos aduaneros (art

22, 3 del Real Decreto 1920/1976).

Aunque es indudable que el precedente inmediato del Real Decreto
1920/1976 se encuentra en el Decreto de 1965, entre ambas disposiciones
existen importantes diferencias, que han sido puestas de relieve por el
profesor Clavijo (91). Siguiendo a este autor, el procedimiento simplifi-
cado configurado en este Real Decreto consiste esencialmente en lo si-

guiente (92):

- En los supuestos de autoliquidacién por parte del sujeto pasivo

se prescinde de la liquidaci8n provisional, y las oficinas gestoras se

limitan a realizar un examen de las liquidaciones presentadas con el éni-
co fin de corregir los posibles errores materiales o de hecho padecidos
al practicarse la autoliquidacifn. Si no se aprecian "errores materiales"
se procede a la anotacién en los ficheros y registros del control de las

declaraciones y, sin mfis trfimite, se remiten a la Inspeccifn de los Tributos.

- E1 Inspector actuario debe consignar en las actas previas o defi-
nitivas las liquidaciones -—-no las propuestas de liquidacién-- que estime
procedentes para regularizar la situacién tributaria objeto de comproba-

cibn o investigacifn, con expresifn, claro estfl, de la cuantfa de la obli
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gacién tributaria, asf€ como de la conformidad o disconformidad del sujeto
pasivo, tal como previene el artfculo 145, 1, d) de la Ley General Tribu-
taria, especificfindose en su caso si la conformidad prestada se extiende
a la regularizacién de la situacién tributaria y a las 1liquidaciones en

ellas practicadas.

~ Si el sujeto pasivo presta su conformidad a la liquidacién prac-

ticada por la Inspeccién (93) "se daré por notificado de su obligacién

de ingresar en el Teosoro PGblico el total importe de la deuda tributaria

liquidada en la propia acta, en los plazos que previene el artfculo 20,

2 del Reglamento General de Recaudacién, bajo apercibimiento de su exac-
cién por la vfa de apremio y disfrutando, en su caso, de la condonacién
automfitica de las multas seglin establecen las disposiones vigentes" (art.

32, 1 del Real Decreto 1920/1976).

- Las actas previas o definitivas formalizadas con expresa confor-
midad del sujeto pasivo serén entregadas dentro de los tres dias siguien-
tes al Servicio Provincial de InformAtica para el procesamiento de la In-
formacién. En igual plazo de tres dias el Servicio de InformAtica remiti-
ré& los documentos a la oficina gestora, Seccién de Caja de la Delegacién

de Hacienda y a la Intervencién a efectos contables.

- Las oficinas gestoras, en el plazo de ocho dfas naturales siguien
tes a la recepcién de los expedientes, proceden a su examen, remitiéndo-
los a la Intervencién si los encontrara conformes, la cual procederf a
la fiscalizacifn de la liquidacién practicada por el Inspector en el ac--
ta, pudiendo poner en conocimiento de la Administracién, en el caso de

que existan, los reparos que estime oportunos dentro de los cinco dias
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siguientes al de recepcién de los expedientes.

- Si la Administracién gestora, por su propia actuacién o como con-
secuencia de los reparos formulados por la Intervencién, apreciare en 1la
liquidacién practicada en el acta de Inspeccién error material o aplica-
cién indebida de las disposiciones vigentes, deber& modificar dicha 1li-
quidacién y procederf, dentro del plazo de un mes, a partir de 1los diez
dias hébiles siguientes al de la fecha de instruccién del acta de que se
trate, a notificar su acuerdo al sujeto pasivo, para que en el plazo de
quince dfas exprese su conformidad con la nueva liquidacién o bien formu-

le su disconformidad.

- Si transcurre el plazo de un mes sin que la oficina gestora haya
acordado la iniciacién del expediente, la liquidacién practicada en el

acta de Inspeccibn de los Tributos tendré el carfcter de definitiva (94).

- Por dltimo, contra las liquidaciones practicadas por la Inspec-
cién de los tributos o por la oficina gestora, cabe la impugancién’por los
medios reconocidos en los artfculos 160 y siguientes de la Ley General
Tributaria. Pero, siguiendo el criterio tradicional, ''no podrén ser obje-
to de impugnacién por parte del sujeto pasivo los elementos y demls cir-
cunstancias integrantes del respectivo hecho imponible a que hubiere pres
tado su conformidad en el acta de la Inspeccién de los Tributos, salvo
prueba de que al hacerlo incurrid en error de hecho" (art. 32, 6 del Real

Decreto).

Con este procedimiento las facultades liquidadoras de la Inspeccién
aumentan considerablemente, al tiempo que desaparece la fase de liquida-

cién provisional, como tal fase, dentro del procedimiento de gestién (95).
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La Inspeccién de los Tributos no formula ya propuestas de liquida-
cién, sino que practica auténticas liquidaciones, cuya conformidad por el
sujeto pasivo suple ademlds a la notificacién de aquéllas ('se dari por
notificado", dice el artfculo 32, 1 del Real Decreto), lo que constituye
una importante diferencia con el Real Decreto de 1965 (96), en el que la
Inspeccién notificaba "formalmente" que si '"no le fueran comunicados por
la oficina gestora reparos a la liquidacién propuesta en el plazo de un
mes, se entenderf que dicha oficina gestora confirma la propuesta de re-

ferencia...".

Las oficinas gestoras se limitan a fiscalizar los posibles errores
materiales en que haya podido incurrir el sujeto pasivo al realizar la
declaracién-liquidacién y --al igual que en el Decreto de 1965-- a fisca-
lizar las liquidaciones (antes, propuestas, ahora ahora verdaderas liqui-
daciones) de la Inspeccién, en orden a la apreciacién de error material
o aplicacién indebida de las disposicones vigentes; si bien en estos ca-
sos ha de instruir expediente administrativo con audiencia del iﬂteresa—
do, mientras que el Decreto de 1965 podfa rechazar la propuesta de liqui-
dacién contenida en el acta y dictar acto de liquidacién no acomodado a

ella, sin necesidad de instruir nuevo expediente (97).

Es de resaltar que aunque del tenor literal del artfculo 192 del
Real Decreto de 1976 pudiera desprenderse otra cosa ('"se prescindiré de
la préctica de la liquidacién provisional"), de lo que se prescinde es
de la liquidacién provisional como tal fase auténoma, con sustantividad
propia, pero no del acto de liquidacién provisional, esto es, de la préfic-
tica de una liquidacién que puede ser modificada por la Administracién

sin necesidad de recurrir a los medios extraordinarios de revisién. Asf
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se desprende de manera inequfvoca del artfculo 3¢, 4 al disponer que
transcurrido el plazo de un mes sin que la oficina gestora haya acordado
la iniciativa del expediente "rectificador" de la liquidacién practicada
en el acta de Inspeccién, ésta "tendr& el carlcter de definitiva", 1luego
hasta entonces no puede ser sino una liquidacién provisional (98). Asi-
mismo, si el acta se extiende con el carficter de previa o es "impugnada"
por el sujeto pasi;o (99), la liquidacién contenida en el acta es una li-
quidacién provisional, ya si no es asf ;qué otra cosa puede ser esta ex-
cepcién al carfcter de liquidacién definitiva por el transcurso de un
plazo de tiempo?. En definitiva, las liquidaciones practicadas por el Ins
pector actuario, en el procedimiento previsto en el Real Decreto 1920/

1976 son verdaderas liquidaciones, pero liquidaciones provisionales, que

devienen definitivas, como norma general, por el transcurso de un mes.

La legalidad del Decreto de 16 de julio de 1976 fué combatida por
un sector de la doctrina (100), en base, sustancialmente, a una "extrali-
mitacibén sustancial de la potestad reglamentaria de la Administraéién fi-
nanciera, al prescindir de la liquidacién provisional sin autorizacién
expresa", en contra del artfculo 120, 2, a) de la Ley General Tributaria,
Yy por atentar contra el principio de jerarqufa normativa, al ir contra
el procedimiento de liquidacién previsto en los Textos Refundidos de los
Impuestos y en la Ley General Tributaria, a los que, sin embargo, '"desa-

rrolla" (101).

No obstante, esta acusacién de ilegalidad no pasarfa de ser una ma-
nifestacién doctrinal, aunque sin duda marcé lo que habrfa de ocurrir des
pués. En efecto, como es sabido, el Real Decreto 412/1982, de 12 de fe-

brero, que regul$ un nuevo procedimiento de la gestién tributaria, fue
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declarado nulo por el Tribunal Supremo en su Sentencia de 24 de abril de

1984.

E1l Real Decreto 412/1982, de 12 de febrero, sobre régimen de deter-
minadas liquidaciones tributarias (102), junto con las disposiciones que
lo desarrollaron --la Orden de 26 de mayo de 1982, y la Resolucién de 30
de julio del mismo afio, por la que se daban instrucciones para la aplica-
cién de dicha Orden y se aprobaban los modelos de actas de Inspeccién--
configuraban un procedimiento de 1liquidacién cuya principal diferencia
~-a los efectos que aquf consideramos— respecto al regulado en el Real
Decreto 1920/1976, estriba en que las funciones que antes realizaban las
oficinas gestoras (Dependencia de Relaciones con los Contribuyentes, se-
gin el Real Decreto de 20 de febrero de 1979, que reorganizé la Adminis-
tracién Territorial de la Hacienda Pfiblica) se encomiendan a la Depen-
dencia de Inspeccibén (103). E1 citado Real Decreto de 20 de febrero de
1979 habfa creado esta Dependencia de Inspeccién de Hacienda (art. 14,
1), como un érgano de las Delegaciones de Hacienda, que ejerce: entre
otras facultades, 'las previstas en el artfculo 140 de la Ley General Tri
butaria" y '"cualesquiera otras-atribuidas por disposiciones legales o re-
glamentarias" (art, 18 del Real Decreto de 20 de febrero de 1979). Ele-
mentos personales de este 6rgano son: el Inspector Jefe de la Dependen-
cia y los Inspectores de Hacienda adscritos a la Delegacién con funciones

de tales.

Pues bien, como digo, la innovacién fundamental del procedimiento
de liquidacibn previsto en el Real Decreto 412/1982 radica en la atribu-
cién a la Dependencia de Inspeccién y, méAs concretamente, al Inspector

Jefe de la misma, de competencias que hasta entonces desarrollaban las
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Dependencia de Relaciones con los Contribuyentes.

En lo esencial, el procedimiento configurado en este Real Decreto
y en las disposiciones que lo desarrollaron se puede reconducir a los si-

guientes extremos (104):

- Actas de conformidad. Si el sujeto pasivo prestaba su conformi-

dad a la liquidacién practicada en el acta, el Inspector actuario lo ha-
cfa constar en ella y le entregaba un ejemplar de la misma, d&ndose el
contribuyente asf por notificado de su contenido, y entendiéndose que la
conformidad se extendfa no s6lo a los hechos recogidos en el acta, sino
también a todos los demfs elementos determinantes de la cuantfa de 1la
deuda tributaria. En este caso, el sujeto pasivo debfa ingresar el impor-
te de la deuda liquidada en el acta, salvo que se produjera la impugna-
cibén de la misma, conforme a lo pevenido en el artfculo 792, 1 del Real

Decreto.

La Dependencia de Inspeccibén, en el plazo de un mes, podfa iniciar
expediente administrativo, oyendo al interesado, si apreciara en el acta
error material o aplicacién indebida de las disposiciones vigentes, o si

el acta tuviere defectos de forma o se hallase incompleta.

Transcurrido el plazo de un mes sin que se hubiera acardado la inicia-
cién del expediente, la liquidacién practicada en el acta adquiere el ca-
rlcter de definitiva, salvo que en ella se haga constar que el acta tiene

carficter de previa.

- Actas de disconformidad. En estas actas se expresaban, con el de-

talle preciso, los hechos y, sucintamente, los fundamentos de derecho

en los que se basaba la liquidacién que se proponfa, sin perjuicio de que
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en el informe ampliatorio que posteriormente habfa de evacuar el Inspec-
tor, se desarrollasen dichos fundamentos. Incoada el acta, se hacfa en-
trega de un ejemplar al contribuyente, haciéndole saber que en el plazo
de ocho dfas, a partir del décimo siguiente a la fecha en que se hubiera ex-
tendido el acta, podfa formular por escrito sus alegaciones ante la De-

pendencia de Inspeccién. E1 Inspector actuario temitfa también, por su

parte, al Inspector Jefe, un ejemplar del acta, con su informe, en los

diez dfas siguientes a la fecha de aquélla.

Recibidos el acta e informe y el escrito del particular, el Inspec-
tor Jefe, a propuesta de la Oficina Técnica de la Inspeccién --unidad fun
cional sin nivel orgénico, integrada en la Dependencia de Inspecciébn, y

creada por el Real Decreto 412/1982, en su artfculo 10—, dictaba el co-

rrespondiente acto de liquidacién (105).

- Acta con prueba preconstituida. En este tipo de acta se expresaba

en qué consistfa tal prueba, a la vez que se acompafiaba el informe del
Inspector que la extendfa. Esta acta, junto con el informe, asf como la
iniciacién del expediente, se notificaba al sujeto pasivo, para que ale-

gase lo que estimara oportuno ante la Dependencia de Inspecciébn.

El Inspector Jefe, a la vista de las alegaciones efectuadas, dicta-

ba el correspondiente acto de liquidacién.

- Actas previas. Las actas previas.determinaban siempre liquidacio-

nes de carficter provisional, a cuenta, parciales o complementarias.

Procedfa la incoacifn de acta previa en los casos en que el sujeto
pasivo aceptara parcialmente la propuesta de regularizacién que le formu-

laba la Inspeccifn, asfi como en los supuestos en que el hecho imponible
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del impuesto objeto de la comprobacién estuviese comprendido en alguno
de los supuestos sefialados en el artfculo 62, 3 (106). Tanto en caso de
conformidad como de disconformidad podfa impugnarse el acta ante la De-
pendencia de Inspeccién, y finalizado el expediente '"se propondré al Ins-
pector Jefe la resolucién que proceda' y éste 'dictarf el correspondiente

acto administrativo de liquidacién".

- Estimacibn indirecta. E1 acto de liquidacién lo dictaba el Inspe-

tor Jefe, previa propuesta de la oficina técnica sobre la correspondiente

regularizacién de la situacién tributaria.

Como ha sefialado Palao (107), "si comparamos el RD con la situacién
anterior a su promulgacién, advertiremos que sus disposiciones no repre-
snetan una innovacién tan profunda como a primera vista pudiera parecer".
Lo que el Real Decreto hace es transferir "a la Inspeccién las facultades
que todavfa conservaban las oficinas gestoras: 12, La de incoar un expe-
diente en el plazo de un mes cuando advirtiesen en la liquidacién. conte-
nida en el acta error material o aplicacién indebida de las disposiciones
vigentes, y 22. La de resolver los expedientes incoados por actas de dis-

conformidad" (108).

La legalidad de estas disposiciones fué puesta en duda por Palao,
quien si bien no advierte en ella vicios fundados de legalidad desde 1la
perspectiva de estar en contradiccién con alguna otra norma de rango su-
perior, entiende que la acusacibébn de ilegalidad puede realizarse desde
las dos perspectivas siguientes: primera, desde la inexistencia de una
habilitacién legal para la promulgacién del Real Decreto; y, segunda,
desde la compatibilidad con el principio de legalidad tributaria de las

facultades de disposicién sobre la obligacién tributaria que se otorgan
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a la Inspeccién (109).

Sobre la justificacién material de las nuevas normas, el profesor
Palao emite un juicio negativo por dos razones: la primera, por lo que
considera una merma de las garantfas del contribuyente, pues "la atribu-
cibn de las competencias que antes pertenecfan a las oficinas gestoras,
al Inspector Jefe de la correspondiente Dependencia" supone una separa-
cién de personas '"que no es equiparable... a la anterior separacién de
6rganos. Quien dicta el acto administrativo sigue siendo la Inspeccién
de los Tributos, ya lo haga materialmente el Inspector Jefe o un inferior
de éste. Pero aun admitiendo que la garantfa residiera en la separacién
personal, no cabe duda de que resulta debilitada al pertenecer el Inspec-
tor actuario y el liquidador a un mismo 6rgano administrativo y existir
entre aquéllos relaciones de jerarqufa. Cabe presumir con algiin fundamen-
to que pocas veces discreparf el Inspector Jefe de las liquidaciones prac

ticadas por sus subordinados" (110).

Con todo, la objecién fundamental --continfia el citado profesor--
es si los Inspectores deben realizar funciones liquidadoras en sentido
amplio, "cosa que ya sucedfa en amplfsima medida bajo la vigencia de las

normas anteriores al RD" (111).

La Sala quinta del Tribunal Supremo, en la Sentencia de 24 de abril
de 1984, fall8 estimar el recurso interpuesto por la Asociacién de Técni-
cos de Hacienda, contra el reiteradamente citado Real Decreto 412/1982,
de 12 de febrero, y los artfculos 15 y 17 y la Disposicién Adicional del
Real Decreto 1547/1982, de 9 de julio, por el que se desarrollé parcial-

mente la Ley 34/1980, de Reforma del Procedimiento Tributario.
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En esta Sentencia se sienta criterio sobre la distincién y distri-
bucién de las finciones de inspeccién y liquidacién en la Ley General Tri-
butaria, que, en opinién del Tribunal Supremo, 'no queda sometida a la
libre discrecionalidad de la potestad organizatoria de la Administracién,
y ello ni invocando necesidades de conveniencias del servicio, ni sobre
la base de la eficacia y celeridad de la accibn administrativa, salvo que
por otra disposicién con rango se ley se alteren aquellos principios que,
como de orden ptiblico, han de ser respetados". Los principales consideran-

dos de la citada Sentencia son del siguiente tenor (112).

"CONSIDERANDO (segundo): Que para determinar la naturaleza del
Real Decreto 412/1982, objeto de impugnacibn, preciso serf exami-
nar si en la Ley General Tributaria se ha establecido un mecanis-
mo acabado de rango normativo en relacifn con el procedimiento
de gestifn tributaria, que exija en este supuesto llegar a un ca-
so de '"reserva de Ley en sentido formal", o si por el contrario,
se contienen en la Ley claiisulas de autorizacifn o delegacién que
permitan a la Administracién regular por sf dicha materia; y como
en dicha Ley General Tributaria y en sus artfculos 101 y éiguien—
tes se regula precisa y minuciosamente el procedimiento de ges-
tién tributaria y, en los artfculos 9.1l.c) y 17.a) del mismo tex-
to legal se alude a un Reglamento general de gestién, puede afir-
marse fundadamente qu el Decreto impugnado es un Reglamento eje-
cutivo de la Ley, con cuyo carficter hay que entender el artfculo
91 de ésta, cuando establece que '"la competencia por razén de la
materia de los distintos 6rganos, sean de liquidacién y recauda-
cibn o de resolucién de recursos, se determinar& en sus respecti-
vos Reglamentos", artfculo éste que no puede entenderse como una
delegacién legislativa, ni tampoco como una deslegalizacibn de
la materia organizativa, sino simplemente como indica la parte
recurrente, como simple manifestacién de una remisién normativa
especfifica, a aquellas reglas que con carficter subordinado y de
mero desarrollo ejecutivo --y, por tanto, sin introducir innova-

ciones en el sistema—— dicte la Administracién.
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"CONSIDERANDO (tercero): Que, por tanto, el principio que decidi-
ré la legalidad o no del Decreto impugnado seré el de "“contrarius
actus", segin el cual una materia regulada por la Ley con carfic-
ter imperativo no puede ser regulada reglamentariamente sin 1la
oportuna deslegalizacifn de aquélla, pues la naturaleza puramente
ejecutiva del Decreto lleva como exigencia que la reglamentacién
de la materia en 61 establecida no afecte al acontenido sustan-
cial de la Ley que pretende desarrollar, por ser principio funda-
mental que la potestad reglamentaria de la Administracién tiene
unos lfmites fntimamente ligados al principio de legalidad, con-
secuencia del cual no puede nunca disponer sobre materias reser-
vadas a las leyes, sin autorizacién del poder legislativo (reser-
va de Ley), ni tampoco dictar normas que infrinjan lo establecido
en otras de rango superior (primacfa de la Ley o de jerarqufa de
normas), por lo que para determinar si el Real Decreto 412/1982,
incide en vicio de ilegalidad deber& procederse a un examen Yy
anflisis de su exposicién de motivos y articulado, poniendo és-
te en contraste con el de la Ley General Tributaria, al presen-
tarse el del Real Decreto objeto de referencia como de mero desa-

rrollo ejecutivo del de la Ley mencionada.

"CONSIDERANDO (sexto): Que sin dﬁda también conscientes los re-
dactores del Decreto de las duras crfticas dirigidas por la doc-
trina al deterioro que respecto de la separacién entre los 6rga-
nos de inspeccién y liquidacién se habfa venido estableciendo,
sefialan igualmente en su preémbulo que nada sufren con ello (con
la asuncién por la inspeccibn de las funciones de gestién) las
garantfas del administrado, pues aparte de la subsistencia de los
procedimientos de revisién a que se refieren los artfculos 153
a 159 de la Ley General Tributaria, asf como la actuacién de 1la
Intervencién en la esfera que le es propia, el hecho de que el
acto admnistrativo se dicte por el superior jerfirquico del I nsp-
pector actuario supone la eliminacién de cualquier riesgo de uni-
lateralidad de juicio; respecto de ello es de hacer notar que la

referencia a los procedimientos de revisién de oficio y a la In-
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tervencién cabe considerarla més aparente, que con efectividad
real, habida cuenta en los primeros del carflcter esporfddico de
su empleo y de las limitaciones formales y materiales de éste,
y en cuanto a la -segunda, ya que se trata de vu'n control de lega-
lidad que en la mayorfa de los supuestos devendr& imposible de
ejecucibn, por la insuficiente distincién en el acta de los as-
pectos flcticos y jurfdicos; si a esto se afiade que debe tenderse
a organizar la gestién interna de los asuntos fiscales, de tal
manera que se consiga el grado mayor de posibilidad de acierto
en la aplicacién de las leyes desde "ab initio", sin fiarlo todo
a la vfa administrativa o jurisdiccional, un correcto funciona-
miento de la Administracién exige la diversidad de funciones y
la especializacién, por lo que la separacién inspeccibn-liquida-
cién supondré una garantfa para el contribuyente al encomendar-
se a un 6rgano neutral, la oficina liquidadora, la resolucién del
procedimiento de gestién tributaria, teniendo presente los datos
aportados por la Inspeccién y por dichos contribuyentes; garantfa
no equiparable a la establecida en tan aludido Decreto, en que
la separacién de personas sustituye a la antigua separacibén de
érganos, al resultar que quien dicta el acto administrativo sigue
siendo la Inspeccién de Tributos, ya lo haga materialmente el
Inspector Jefe o un inferior de éste; y, aun admitiendo que la
garantfa residiese en la separacién personal, no habr& lugar a
dudas que resultaré debilitada al pertenecer el Inspector actua-
rio y el liquidador a un mismo érgano administrativo y existir

entre ellos relaciones de jerarqufa.

"CONSIDERANDO (octavo): Que al analizar si en el Decreto impugna-
do se han resbasado o no los lf{mites materiales establecidos en
la Ley General Tributaria, habré de partirse de las funciones que
la misma atribuye a la Inspeccién de los Tributos, y si las fun-
ciones de gestién en sentido estricto también le corresponden,
o, por el contrario, han de ser llevadas a cabo por 6rganos dis-
tintos; problema sobre el que es de sefialar, que dicha Ley Gene-
ral Tributaria, vino a restablecer en su pureza el esquema de

funciones ortodoxo en el procedimiento de gestién tributaria, al
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al determinar que las actividades de comprobacién e investigacién
constituyen, b&sica y exclusivaemente, el contenido de la funcién
inspectora, en tanto que las de liquidacién constituyen una fase
separada que se encomienda a las oficinas técnicas liquidadoras
o de relacién con los contribuyentes; principio funcional recogi-
do en el artfculo 109 de la Ley General Tributaria y precisado
en el artfculo 140 de la misma, al establecer que corresponde a
la Inspeccién de los Tributos: a) la investigacién de los hechos
imponibles para el descubrimiento de los que sean ignorados por
la Administracién; b) la integracibn definitiva de las bases tri-
butarias mediante la actuacién de comprobacién en los supuestos
de estimacién directa, y a través de las actividades inspectoras
y de los estudios generales de actividades o profesiones, en los
supuestos de estimacién objetiva o por Jurados, y c) realizar por
propia iniciativa o a solicitud de los demls 6rganos de la Admi-
nistracién aquellas actuaciones inquisitivas o de informacién que
deban llevarse a cabo acerca de los particulares o de otros 6rga-
nos y que directa o indirectamente conduzcan a la aplicacién de
los tributos; resultando claro, por ello, que dicha Ley General
Tributaria atribuye a la Inspeccién funciones exclusivamente ins-
pectoras: comprobacién o investigacién de los hechos imponibles,
nunca de liquidacién, sin que proceda objetar a esta interpreta-
cién que el artfculo 145 de la propia Ley permite incluir en el
acta '"calificaciones jurfdicas" al preceptuar que "en las actas
de inspeccién que documenten el resultado de las actuaciones, se
consigne... ¢) la regularizacién de las situaciones tributarias
que estimen procedentes", ciertamente, porque tal regulacién en
lo que consiste ——como pone de manifiesto una interpretacifn sis-
temAtica de la tan referida Ley General Tributaria-—, es que en
la propia acta se puede incluir una rectificacién o propuesta de
liquidacién por parte del Inspector actuario, pero nunca el acto
de liquidacién o liquidacién en sentido estricto, entendida como
una declaracién de voluntad de la Administracién financiera sobre
el "an" y el "quantum" de la obligacién tributaria que correspon-

de a 6rganos distintos de la Inspeccién.
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"CONSIDERANDO (noveno): Que de lo anterior deriva que al precep-
tuar --como ya se ha sefialado-- el Real Decreto objeto de impug-
nacién y las disposiciones que lo desarrollaron (Orden Ministe-
rial de 26 de mayo de 1982 y Resolucibn del Ministerio de Hacien-
da de 30 de julio siguiente), que la Inspeccién tiene, ademés de
sus funciones propias, las de liquidacifén, se est& atentando a
lo establecidec en la Ley General Tributaria y normas concordantes
(Ley General Presupuestaria, artfculos 26,2¢ y 93,2?), conculcan-
do la misma ——-pues al estar regulada la materia por una disposi-
cién con rango de Ley, en atencién al rango normativo de 1la mis-
ma, las innovaciones por vi{a de Decreto resultan inadecuadas, al
ser s6lo la Ley la que puede intervenir en ese &mbito material--,
como también incluso lo ponen de manifiesto, tanto a) el fallido
intento de reforma legal en el Proyecto de Ley de Reforma del
Procedimiento Tributario, como b) principios procedimentales de
orden piblico, el primero, porque en el proceso parlamentario de
la que hoy es Ley 34/1980, de 21 de junio, cuando se intentaba
dar base legal en el Proyecto que se envié a las Cortes a las
funciones liquidadoras de 1los Inspectores tributarios, y para
ello se consignaba un artfculo --el 8¢9,12--, concebido en los
términos de que "la'Inspeccién de los Tributos, en relacién con
los impuestos que tengan establecidos el régimen de autoliquida-
cibn, podrél dictar en el desempefio de sus funciones los actos ac-
ministrativos de liquidacién que procedan', al ser el mismo obje-
to de enmiendas por diversos grupos parlamentarios, que invoca-
ban, en sfntesis y fundamentalmente, aludiendo a principios de
legalidad y seguridad jurfdica, la necesidad de que la Inspeccién
y la gestibn contin@en separadas por se funciones diferentes y
para una mejor garantfa jurfdica de los contribuyentes determiné
que dicho artfculo fuese eliminado en el dictamen de la Comisién
de Hacienda del Congreso, por lo que es 1l8gico que si no prosperé8
a través de esa norma con rango de Ley --cuya misién no era otra
que reformar el procedimiento tributario establecido en 1la Ley
General Tributaria--, esta asuncién de normas 1liquidadoras por

parte de la Inspeccién no se puede por la vfa de Reglamento atri-
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bufrselas, porque tal medida supondré una violacién del principio
de jerarqufa normativa --a lo que se pudiera afiadir una contra-
diccién a la voluntad legislativa, que se manifesté negativamente
sobre la aludida asuncién en el proceso parlamentario de 1la Ley

de Reforma del Procedimiento Tributario.

"CONSIDERANDO (décimo): Que esto es asf{ también se desprende de
principios procedimentales de orden pfiblico, en cuanto que en el
procedimiento de gestifn tributaria la Ley reguladora del mismo
ha querido configurar no una estructura simple, sino compleja,
con dos fases perfectamente diferenciadas, encomendadas a 6rganos
distintos, pues ello se desprende tanto del artfculo 90 de 1la
misma como de la sistemética legal empleada, en la que en su Tf-
tulo III dedica el Capftulo I a los 6rganos administrativos de
gestién tributaria y, por el contrario, en el Capftulo VI se re-
gula la actuacién de los inspectores, precisando sus funciones
privativas o peculiares, en el que ni una sola vez siquiera se
emplea la palabra liquidacién entre sus cometidos, por lo que 1la
distribucién de funciones que la Ley consagra, al repercutir di-
rectamente sobre los contribuyentes, configurando normas de pro-
cedimiento, que tienen también un aspecto garantizador, no puede
estimarse sea una estructura que quede sometida a la lib}e dis-
crecionalidad de la potestad organizatoria de la Administracién,
y ello ni invocando necesidades y conveniencias del servicio, ni
en base a la eficacia y calidad de la accibn administrativa, sal-
vo que por otra disposicién con rango de Ley se alteren aquellos
principios, que como de orden pliblico, y que hasta que esto lti-
mo no suceda han de ser respetados, como estd establecido por es-
te Supremo Tribunal en sus Sentencias de 24 de mayo y 30 de octu-

bre de 1978.

"CONSIDERANDO (undécimo): Que, por lo expuesto, como el Real De-
creto 412/1982, de 12 de febrero, sobre régimen de determinadas
liquidaciones tributarias, atribuye a la Inspeccién funciones li-
quidadoras en una amplia medida, lo cual entrafia una ilegalidad,

por violacién de norma superior --Ley General Tributaria, y de
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sus principios inspiradores--, en aplicacién del artfculo 92,2¢
de nuestro Texto Constitucional (principio de jerarqufa normati-
va), de los artfculos 26 y 28 de la Ley de Régimen Jurfdico de
la Administracién del Estado y artfculo 47,2 de la Ley de Proce-
dimiento Administrativo, procede declarar la nulidad de pleno de-
recho del referido Decreto impugnado, ya que la Administracién
al ejercer la potestad reglamentaria no puede dictar disposicio-
nes de tal fndole que supongan infraccién de otras establecidas
en normas de superior jerarqufa, por ser natural limitacién de
aquella potestad, la de no poderse contener en sus Reglamentos

preceptos '"contra legem".

La reaccién de la doctrina, naturalmente, no se hizo esperar, man-
teniendo en ocasiones una postura crftica frente a los criterios susten-

tados en la Sentencia (113).

En realidad, la oposicién al Real Decreto 412/1982, por parte de
la doctrina, no se basa tanto en razones estrictamente "positivas", como
"sustanciales". Asf lo expresa con claridad el profesor Clavijo al escri-
bir: "Es cierto que desde una concepcién estrictamente positivis&a —-—en
el sentido técnico y preciso de este vocablo—— se puede mantener lo que
han escrito Banacloche y Mantero: no existe en la Ley General Tributaria

ni un solo precepto que impida que la Dependencia de Inspeccién y la Ins-

peccién de los Tributos puedan dictar actos administrativos como consecuen-
cia de actuaciones inspectoras". Pero, continda el citado autor, el texto
de la ley no es el criterio Gnico y exclusivo de decisién jurfdica; antes
al contrario, superado el positivismo y el formalismo jurfdico, una con-
cepcién sustancial del Derecho supone la invocacién de los principios ge-
nerales del Derecho que constituyen la expresién de unos principios obje-

tivados en la l6gica misma de las instituciones, en nuestro caso del pro-
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cedimiento de liquidacién como institucién jurfdica. Para Clavijo esta
Sentencia se sitfia en la lfnea de concepcién sustancial del Derecho fi-
nanciero, y aborda con gran precisién "el compleo tema -——eje de la Sen-
tencia-- de la distribucién-concentracién de funciones (liquidacién-ins-
peccién) en el procedimiento de liquidacién, y més alin, si la Administra-
cién tiene discrecionalidad a la hora de organizar esta materia. La res-
puesta que da la Sentencia a esta cuestién, adoptando una postura princi-
pialista es que no; que en la L. G. T. se mantiene como principio del
procedimiento la distribucién de funciones 1liquidacifn e inspeccién, y

que como tal, tiene un aspecto garantizador al repercutir directamente

sobre los contribuyentes"; por consiguiente, no puede estimarse que sea

una estructura que quede sometida a la libre discrecionalidad de la po-

testad organizatoria de la Administracién (114).

He aquf el nudo gordiano de la cuestién: las garantfas del contri-
buyente en el procedimiento liquidatorio y la presuncién de que tales ga-
rantfas s6lo se salvaguardan mediante la doble separacién funcion;l y or-
gfnica, que es en realidad como se entiende el principio de especialidad

orgénica en esta materia (115).

Verdaderamenfe no acierto a comprender por qué razén hay que acep-
tar ex neccesse que el control de la legalidad de la actuacién inspectora
por parte del Inspector Jefe prive de garantfas al contribuyente o supone
para éste menos garantfa que si tal control lo ejerce la Dependencia de
Relaciones con los Contribuyentes. ;jAcaso es éste el finico érgano de la
Administracién financiera con garantfas de imparcialidad y objetividad?.
JPor qué razén objetiva hay que presumir que el Inspector Jefe discreparé

de las liquidaciones practicadas "por sus subordinados" menos que aque-
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lla Dependencia?. Serfa interesante ——y seguramente revelador-- el com-
probar cufintas actas de Inspeccién habfan sido rectificadas par la Dependencia
de Relaciones con los Contribuyentes y cufintas lo fueron por el Inspector
Jefe durante la vigencia del Real Decreto 412/1982, Aunque no cuento con
datos en este sentido, Mantero afirma que los dos afios de aplicacibn de
este Decreto significaron una actuacifn de los superiores mucho més seve-
ra -—-en cuanto a anulacién o modificacién de actas-- que cuando existfa
una oficina liquidadora situada en Dependencia distinta. Asimismo, afirma
este autor que "el triste argumento" de que las relaciones de jerarqufa
entre el Jefe de la Dependencia de Inspeccién --el Inspector Jefe, que
no tiene necesariamente que ser un Inspector de los Tributos-- y el actua
rio --que serf un Inspector o un Subinspector—— impiden o debilitan la
independencia del primero en el cumplimiento de sus funciones, es lo mis-
mo que dudar dentro de cualquier relacién jerfirquica, administrativa o

no, de cualquier Jefe o de cualquier subordinado (116).

Tampoco se comprende bien por qué razén el ejercicio de fdhciones
comprobadoras y liquidadoras por parte de la Inspeccién priva de garan-
tfas al contribuyente y no ocurre lo propio cuando tal dualidad de fun-
ciones es ejercida por la Dependencia de Relaciones con los Contribuyen-
tes. En efecto, tal Dependencia --en la fecha de la Sentencia-- no sélo
llevaba a cabo funciones liquidadoras, sino también comprobadoras; v.gr.,
comprobacién de valores en los Impuestos de Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurfdicos Documentados. Ademés, esta Dependencia (véase el artfcu
lo 17 del Real Decreto de 20 de febrero de 1979) recibe y examina docu-
mentos, resuelve recursos, realiza notificaciones, efectia requerimien-
tos, presta asistencia al contribuyente en el cumplimiento de sus obliga-

ciones fiscales..., y, sin embargo, aquf no se invoca el principio de es-
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pecialidad. Es evidente que si la Ley General Tributaria consagra --como
se afirma en la Setencia y por algunos autores—-- la separacifn entre fun-
ciones inspectoras y funciones liquidadoras, sustrayendo la organizacién
de esta materia a la potestad reglamentaria de la Administracién por su
incidencia en los derechos subjetivos del contribuyente, ello es tan vé-
lido y tan aplicable a la Dependencia de Inspeccién como a cualquier otra
Dependencia. Por quej entonces, se ataca la legalidad en el caso d ela
Inspeccién y no en los demés? ;Por qué en un caso se atenta al principio
de especialidad y no en el otro? '";Cufll es esa sospecha de parcialidad

que en nuestro Derecho sélo cabe imputar al Inspector de Hacienda? (117).

Por otra parte, y a la vista de la evolucién que hemos descrito,
cabe preguntarse si alguna vez en nuestro Derecho --aparte de en la mente
del redactor de las Bases de 1926 y de parte de la doctrina— 1la Inspec-
cién de los Tributos ha limitado sus funciones a las de comprobar e in-
vestigar. En realidad, nunca la Inspeccién ha cefiido su actuacién a 1la
de ser meros '"veedores" de la Hacienda. Ya en el Reglamento desarféllador
de las Bases de 1926 (art. 62 de la Orden de 13 de julio) el Inspector
actuante informa a la Administracifn de Rentas Pdblicas, en pliego unido
al acta, de los hechos en la misma consignados, proponiendo en su informe
"la liquidacién que a su juicio deba practicarse" y consignando '"todos
los datos y razonamientos conducentes a ilustrar el juicio de la Adminis-
tracién". Luego si proponen '"liquidaciones" y consignan "razonamientos"
no se confina a los Inspectores a constatar hechos y datos, aunque sea
de cara a la propia Administracién, y al margen de su relacifn con el

contribuyente.

Igualmente, es necesario poner de manifiesto que la ordenacién del
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procedimiento de gestién en nuestro ordenamiento tributario no se ha ba-
sado en el principio de especialidad funcional. Antes al contrario, 1la
atribucién de funciones comprobadoras de los tributos a érganos ajenos
a la Inspeccién ha sido tradicional en nuestro Derecho (118). Incluso en
el Real Decreto de 30 de marzo de 1926 se concedfan facultades de compro-
bacién a las oficinas liquidadoras, "lo que demuestra -—-ha escrito Pueyo
Masé-—- que las grandes lfneas del procedimiento tributario, igual que
acontece con el procedimiento administrativo general, han huido siempre
en nuestro Derecho de la especializacién funcional para basarse en la es-
pecializacién orgénica. Es decir, no se han atribuido funciones especia-
lizadas a cada uno de los 8rganos administrativos, en nuestro caso, fun-
ciones comprobadoras e investigadoras en exclusiva a la Inspeccién Tribu-
taria, funciones liquidadoras en exclusiva a los 6rganos liquidadores,
sino que, por el contrario, se han atribuido funciones diversas, més o
menos amplias, a los 6rganos administrativos. También es ésta la filoso-
cfa organizativa del procedimiento administrativo regulado en 1la ~Ley de
Procedimiento Administrativo, en el que las tareas probatorias no se en-
comiendan por regla general a 8rganos distintos de los encargados de re-
solverlo (una de las pocas excepciones lo constituye el procedimiento

disciplinario de los funcionarios)" (119).

Por lo demfs, es claro que la complejidad del sistema tributario,
el incremento de relaciones tributarias, la generalizacién de las autoli-
quidaciones, entre otras circunstancias --entre las que se encuentran la
propia formacién y configuracién de los cuerpos de funcionarios que in-
tervienen en el procedimiento—, impiden afirmar en la actualidad la vir-

tualidad de un esquema "ideado" en 1926. La ordenacién y configuracién
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del procedimiento de gestién, en orden a una racional y eficaz aplicacién
de los tributos exige respuestas adecuadas al momento presente. La situa-
cién ha sido descrita por el profesor Martfn Delgado, cuya posicién al

respecto comparto sustancialmente:

"El llamado principio de la especializacién orgéinica --escribe el
citado profesor—— ha discurrido por dos instancias que no siempre han si-
do concurrentes; de un lado, la mayor eficacia que la especializacién ha-
cfa predicar de los 6rganos administrativos, y de otro, la excesiva vin-
culacién a los principios garantistas. De la evolucién experimentada por
los 6rganos de la Administracién tributaria creo que puede decirse que
la acumulacién de funciones por parte de los 6rganos de la Inspecciébn,
con la consiguiente y paulatina disminucién de las funciones de la Admi-
nistracién gestora (oficina de 1liquidacién), respeta ambos principios.
Creo que puede afirmarse que los 6rganos de la Inspeccién estén hoy muy
lejos de ser exclusivamente fiscalizadores e investigadores y la cualifi-
cada preparacién técnica de los funcionarios permite asegurar ei satis-
factorio desempefio de las funciones. Por otra parte, la separacién de 1lo
gue conocemos como comprobacifén e investigacién, por un lado, y liquida-
cién en sentido estricto por otro, no es ya demasiado légica en el estado
actual de complejidad de las operaciones de cuantificacién de la deuda
y de proliferacién de los conceptos jurfdicos indeterminados. Para los
contribuyentes siempre es preferible la unificacién en los 6rganos de
la Inspeccién con los lo que ha tenido relacién en la fase de comproba-
cifn que no esperar a que otro 6rgano, con el que no tiene relacién algu-
na, verifique su liquidacién tributaria. Por otra parte, también serf més
féacil que la componente de equidad que debe tener toda liquidacién --a

pesar de su vinculacién estricta a la legalidad-- sea apreciada por el
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inspector que ha conocido fntegramente las circunstancias del supuesto de
hecho que por otro funcionario a la vista de una propuesta y de un in—
forme". Llama el autor la atencién sobre la progresiva cualificacién de
los 6rganos inspectores y una correlativa degradacién del nivel técnico
de las oficinas gestoras (120), mientras que el esquema de 1926 se funda-
mentaba en una alta cualificacién técnica de los funcionarios encargados
de las tareas gestoras. Por ello, considera conveniente la asuncién de

tareas liquidadoras por parte de los érganos de la Inspeccién.

Respecto al aseguramiento y garantfa del administrado --continda
Martfn Delgado— en el actual procedimiento se siguen manteniendo. Es
cierto que la doctrina se ha pronunciado en sentido contrario, pero no
se ofrecen demasiadas razones que abonen tal opinién (121). La {nica que
parece sostenerse es la incluida en el PreAmbulo del Real Decreto de 13
de julio de 1926: la circunstancia de no ser el Inspector ajeno a lo he-
chos, por encontrarse cera de ellos, que es la propia de la pérdidad de
la pérdida de la serenidad, la ofuscacién o el apasionamien£o; por
ello, se conffa a otra oficina que, en principio, parece mAs ecuéinime.
Sin embargo, debe revisarse este concepto con que el legislador de 1926
quiso condicionar a la Inspeccidn (122). Se trata de una pura apreciacién

que carece, como es claro, de base jurfdica concreta.

A todo ello hay que afiadir que el Derecho financiero —no 1lo olvi-
demos-~ no es sé6lo un instrumento de garantfas para el contribuyente. Es-
te aspecto es, obviamente ineludible en un Estado de Derecho. Pero, igual
mente, en el marco de un Estado social y democréltico de Derecho ha de pro
tegerse el aspecto garantista para la Administracién financiera. Por de-

cirlo gréficamente, del hecho de que los tributos hayan de gravar la capa-
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cidad econémica de los ciudadanos no se desprende que la finalidad del
sistema tributario sea gravar esa capacidad econémica; la finalidad del
sistema tributario es allegar al Fisco los medios econémicos necesarios
para el sostenimiento de las necesidades p(iblicas. Y en esta lfnea resul-
ta interesante observar c6mo el Derecho tributario, de ser concebido como
una rama del ordenamiento eminentemente garantista de los derechos del
contribuyente frente a posibles abusos del actuar administrativo, va en-
tendiéndose como una ordenacién del tributo que, en primera instancia,
persigue la mejor y més effcaz aplicacién de aquél, en el entendimiento
de que con su exigencia lo que se intenta es la proteccién de los intere-
ses colectivos, y su falta de cumplimiento en los términos previstos en
la ley constituye un atentado contra los criterios de la solidaridad. En
consecuencia, la ordenacién del instituto jurfdico del tributo y de las
actuaciones que hacen posible su actuacién ha ido alterando su esencia,
y, mateniendo la salvarguarda de 1los intereses del administrado, se ha
ido construyendo un Derecho tributario garantista de los intereses: colec-

tivos a los que debe de dar proteccidn esta rama del ordenamiento.

En conclusién, no encuentro base sélida, desde una concepcién sus-
tancialista del Derecho financiero, para sostener que las funciones de
comprobacién y las funciones de liquidacién que han de desarrollarse en
el procedimiento de aplicacién de los tributos hayan de ser ejercidas por
érganos diferentes, y, por ende, no encuentro desde esta perspectiva mo-

tivos de ilegalidad en las disposiciones de referencia.

La conclusién tampoco es distinta si nos situamos en un plano 'po-

sitivo".,

En su redaccién originaria la Ley General Tributaria describe y re-
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gula funciones, pero no las atribuye a 6rganos o funcionarios concretos,
materia dejada a la potestad reglamentaria y organizativa de 1la Adminis-

tracién (123).

En este sentido, pone de relieve Mantero la necesidad de distinguir
entre lo que es la funcién inspectora y lo que son las funciones que rea-
liza la Inspeccién (124). El artfculo 140 de la Ley General Tributaria
—argumenta lMantero en contra de la Sentencia-— se limita a describir en
qué consiste la funcién inspectora, aludiendo a la inspeccién de los tri-
butos, con minilisculas, constando ya asf en el Anteproyecto de Ley. Sin
embargo, la Sentencia alude al artfculo 140 de la Ley General Tributaria
afirmando que en ella se regulan las funciones de la Inspeccién de los
Tributos, con mayfisculas. Esto es, se confunde lo que es una descripcién
de las funciones inspectoras, que pueden llevar a cabo la Inspeccibn de
los Tributos u otros 6rganos distintos, con lo que son las funciones de
la Inspeccifn, en cuanto 6rgano (125). Por ello ocurre que en ningfin pre-
cepto de la Ley General Tributaria se atribuyen, expresa o impliditamen-
te, las funciones liquidadoras a 6rganos distintos de la Inspeccién, ni
mucho menos, como se afirma en el Considerando octavo de la Sentencia,
"a las oficinas técnicas liquidadoras o de relaciones con los contribu-
yentes". En todo caso, entiendo, lo que de la Ley General Tributaria se
deriva es el reconocimiento de funciones liquidadoras a la Inspeccién,
en cuanto 8rgano que desarrolla funciones inspectoras, pues inequfvoca-
mente el artfculo 145,1,c) preceptlia que en las actas de inspeccién se
consignarfin "la regularizacibn de las situaciones tributarias que estime
procedentes". ":;En qué artfculo de la misma (Ley General Tributaria) esté
dicho que en el acta no puede haber un acto administrativo de liquida-

cién, o que tal acto no puede ser dictado por el Inspecto Jefe no actua-
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rio, o que la produccién del mismo esté reservada a un 6érgano distinto,
o que corresponda a oficinas técnicas liquidadoras o de relacién con los

contribuyentes?'" (126).

Tampoco configura la Ley General Tributaria --aunque 1la Sentencia
afirma lo contrario en su Considerando décimo-- un procedimiento de 1li-
quidacién de estructura "compleja, con dos fases perfectamente diferen-
ciadas, encomendadas a 8rganos distintos", desprendiéndose ello tanto del
artfculo 90 de la misma, como de la sistemfitica legal empleada, en la
que, en su Tftulo III, dedica el Capftulo I a los 6rganos administrativos
de gestién tributaria, y, por el contrario, en el Capftulo VI se regula
la actuacibén de los Inspectores, precisando sus funciones privativas o
peculiares.... Se habla aquf de "dos fases 'perfectamente' diferenciadas
en el procedimiento de gestién y trae en su apoyo el artfculo 90 de 1la
Ley General Tributaria; que sepamos, aquf se distinguen funciones de ges-
tién y de resolucién de reclamaciones que contra la gestién se susciten,
y se distingue mls: dos 6rdenes de gestibn, para la liquidacién  y para
la recaudacién... (En dbénde estén las dos fases, dentro de la liquida-

cién?" (127).

Y ¢(qué se puede deducir del hecho de que el Capftulo I del Tftulo
IIT se dedique '"a los 6rganos administrativos de gestién tributaria, y,

por el contrario, en el Capftulo VI se regule "la inspeccién de los tri-

butos"?;Qué quiere decir el término utilizado --"contrario'-- para'"con-
traponer"érganos de gestién e inspeccién de los tributos, o, si se quie-
re, como dice la Sentencia, '"actuacibén de los Inspectores"?. ;Es que la
actuacién de los Inspectores no se sitfia en el procedimiento de gestién?

(Es qué la Inspeccifn no es un 6rgano de gestién tributaria porque no
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aparece mencionada en el Capftulo I del Tftulo III?. Con razén afirma
Mantero que si no se lee mal el Considerando "parece que la funcién ins-
pectora queda fuera del procedimiento de gestién tributaria. Habré que

averiguar en dénde queda" (128).

Igualmente se afirma ——coadyuvando en la premisa segiin la cual la
Ley General Tributaria consagra un procedimiento de gestién en dos fases
perfectamente diferenciadas, que se encomiendan a 6rganos distintos— que
cuando la Ley destina el Capftulo VI a la actuacién de los Inspectores,
ni una sola vez se menciona la liquidacién entre sus cometidos. '"Pero se
olvida que antes, al hablarse de la iniciacién del procedimiento de ges-
tibén, se estfl permitiendo que se haga por 'actuacibén investigadora de los
érganos administrativos', es decir, los del artfculo 90, por ejemplo, los
liquidadores..., y cuando se habla en la Ley de comprobacién e investiga-
cién (artfculos 109 a 112), jamAs se refiere a la Inspeccibn, sf a la Ad-
ministracién; cuando se redacté la Ley General Tributaria, se quiso dejar
muchas cosas en la ambigiiedad, que concretaria la reglamentacién,’bor mu-
chas razones, algunas de oportunidad, como es que existfan 6rganos liqui-
dadores (las oficinas liquidadoras de Derechos Reales), que llevaban a
cabo todas las posibles funciones: de iniciacién, comprobacién, liquida-

cién" (129).

Como consecuencia de la Sentencia del Tribunal Supremo fué necesa-
ria la promulgacién de una norma que regulara las actuaciones de la Ins-
peccién de los Tributos (130). Se aprob§ asf el Real Decreto 2077/1984,
de 31 de octubre, sobre régimen de determinadas actuaciones la Inspeccién
de los Tributos y de las liquidaciones tributarias derivadas de la misma,

¥y la Resolucién de 2 de noviembre de 1984, de la Secretarfa General de
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Hacienda, dictando normas provisionales para el cumplimiento de lo dis-
puesto en el citado Real Decreto. Con estas normas se volvié al sistema
previsto en el Real Decreto de 1976, 'restituyendo" a la Dependencia de
Relaciones con los Contribuyentes las funciones y competencias que 1las
disposiciones declaradas nulas asignaban al Jefe de la Dependencia de

Inspeccién (131).

Pero en el afio 1985, como es bien sabido, se modificé parcialmente
la Ley General Tributaria, por Ley 10/1985, de 26 de abril. Y en ella se
dibé nueva redaccién al artfculo 140 de dicho texto legal, que dispone
ahora: "Corresponde a la Inspeccién de los Tributos:... ¢) Practicar las
liquidaciones tributarias resultantes de las actuaciones de comprobacién

e investigacién, en los términos que reglamentariamente se establezcan'.

La primera innovacién de este precepto consiste en citar a la "Ins-
peccién de los Tributos", con mayilisculas, cuando la anterior redaccién
lo hacfa con minfdisculas. Esta diferencia gramatical encierra un. cambio
de técnica legislativa del artfculo (132), pues de describir funciones
inspectoras se pasa a .regular las competencias asignadas al conjunto de
6rganos que componen la Inspeccién de los Tributos, cuyas tareas se desa-
rrollan fundamentalmente por funcionarios encuadrados en el Cuerpo Supe-
rior de Finanzas del Estado, creado por la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
en el que se integran los funcionarios pertenecientes a los Cuerpos Téc-
nicos de Inspeccién de Seguros y Ahorro, Inspectores de Aduanas e Impues~
tos Especiales, Intervencifn yContabilidad de la Administracién Civil del
Estado e Inspectores Financieros y Tributarios; as# como por los técni-
cos de Aduanas e Inspeccién auxiliar, encuadrada ésta en el Cuerpo espe-

cial de Gestién de la Hacienda Pdblica.
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Esta técnica supone algunos desajustes l6gicos en el esquema de la
Ley General Tributaria, que, como hemos dicho, no asignaba funciones a
6rganos concretos. Asimismo, se reconocen expresamente funciones liquida-
doras a la Inspeccién, produciéndose una deslegalizacién expresa de la
materia, con lo que se da respuesta a las dudas planteadas por parte de.
doctrina (133), y en el Considerando noveno de la Sentencia de 24 de
abril, que decfa que '"la asuncién de funciones liquidadoras por parte de
la Inspeccibén no se puede por la via de Reglamento atribufrselas'", esti-
mando en el Considerando décimo que la distribucién de funciones en el
procedimiento liquidatorio es una estructura que no puede entenderse so-
metida a la libre discrecionalidad de la potestad organizadora de la Ad-
ministracién, "salvo que por otra disposicién con rango de Ley se alteren

aquellos princpios...".

En este orden de cosas, la modificacién parcial de la Ley General
Tributaria suprime la debatida condonacién autématica de sanciones por
las infracciones de omisién y defraudacibén, que prevefa el artfculo 88
de la misma Ley para el supuesto de que el sujeto pasivo o responsable
prestase su conformidad a la propuesta de liquidacién que se 1le formula-
ra, con los problemas que de ello se derivaban en relacién con el caréc-
ter "ex lege" de la obligacién tributaria, y la virtualidad del sistema
de sanciones. En la actualidad, "la conformidad del sujeto pasivo,
del retenedor o del responsable a la propuesta de liquidacién que se le
formule", se configura como un criterio de graduacién de las sanciones,

segiin dispone el artfculo 82, h) de nuestra Ley General (134).
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En esta lfnea innovadora se procede a la reorganizacién de la Admi-
nistracién Territorial de ha Hacienda Pilblica, por Orden de 12 de agosto
de 1985 (BOE de 29 de agosto), disposicién que deroga la Orden de 23 de
mayo de 1980, que habfa desarrollado el Real Decreto 489/1979, de 20 de
febrero, sobre la materia. Con la nueva ordenacién se pretende adecuar
la estructura y funciones de los tres niveles (Delegaciones Hacienda es-
peciales, Delegaciones de Hacienda y Administraciones de Hacienda) de 1la
Administracidn periférica de la Hacienda Publica, a las nuevas exigen-
cias y, dice el Pre&mbulo de la citada Orden, al papel que deben desarro-

llar en el futuro.

A nuestros efectos, lo mAs destacable es la "sustitucién" de la De-
pendencia de Relaciones con los Contribuyentes por la denominada Depen-
dencia de Gestién Tributaria, integrada por diversas Unidades, entre las
que se encuentra la Unidad de Informacién y Asistencia al Contribuyente
(135). Dentro de la Dependencia de Inspeqcién de Hacienda aparece nueva-
mente la llamada Oficina Técnica, unidad funcional que habfa sido creada
por el Real Decreto 412/1982. Segiin el artfculo 38, apartado 4 de la Or-
den de 12 de agosto de 1985, fales Oficinas "tendr&n como funciones la
emisién de informes y dictémenes, la realizacién de valoraciones, la ela-
boracidén de estudios econbémico-tributarios y las demls actividades que
les encomiende el Inspector Jefe". A ellas pueden adscribirse Inspectores
en los términos que acuerde la Direccién General de Inspecciédn Financiera

y Tributaria (136).

Con todo ello se preparaba el camino para una nueva regulacibén de
la Inspeccién de los Tributos y del régimen de las liquidaciones tributa-

rias, que no se ha hecho esperar. El Reglamento General de 1la Inspec-



76

cién de los Tributos, aprobado por el Real Decreto 939/1986, de 25 de
abril, modifica nuevamente el procedimiento de liquidacién, atribuyendo

funciones liquidadoras en sentido amplio al Inspector actuario y otorgan-
do la competencia para dictar el acto administrativo de 1liquidacién al
Inspector Jefe de la Dependencia de Inspeccibn, esto es, sustancialmente,
el retorno al procedimiento del Real Decreto 412/1982. A la vez, se parte
de una nueva concepcién de las actas como documento, no ya genéricamente
abocado a recoger el resultado de la actuacién inspectora. sino especf{-
ficamente concebido "como un documento que se caracteriza por cuanto va
a suponer una acto administrativo cuyo contenido consista en una liquida-
cién tributaria", segiln se afirma en el Preémbulo del citado Real Decre-

to.

A tales cuestiones habremos de dedicar el resto de nuestro trabajo.
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IV. LA NUEVA NORMATIVA: ASPECTOS GENERALES.

Como es sabido, la Ley General Tributaria prev&€ en su artfculo 9¢
la aprobacién de una serie de Reglamentos ejecutivos, entre los que se
encuentra el de inspeccién. Sin embargo, esta previsién no ha tenido cum-
plimiento hasta fecha reciente, en que por el Real Decreto 939/1986, de
25 de abril ha sido aprobado el Reglamento General de la Inspeccifn de

los Tributos (137).

Este cumplimiento tardfo, seg@in sefiala el Prefimbulo del citado Real
Decreto, habfa agravado la relativa parquedad de la Ley General Tributa-
ria al abordar la regulacibn de esta materia, pues la ausencia de un Re-
glamento de inspeccién no habfa podido subsanarse mediante el manteni-
miento de la vigencia, mfs formal que de otra fndole, del viejo Reglamen-
to de 1926. Tampoco ha sido suficiente la aprobacién sucesiva de las dis-
tintas normas que han abordado parcialmente la regulacién de la documen-
tacién de las actuaciones ihspectoras y el régimen de las liquidaciones
tributarias derivadas de las mismas, la Giltima de las cuales, como hemos
visto, es el Real Decreto 2077/1984, de 31 de octubre. Dar debida satis-
faccibn a aquella exigencia y colmar esta laguna normativa es el propdsi-

to del Real Decreto.

En principio, pues, el Reglamento General de la Inspeccién de los
Tributos es un reglamento ejecutivo, dictado en desarrollo de la Ley Ge-
neral Tributaria, y, mfs concretamente, de sus artfculos 140 a 146, modi-

ficados parcialmente por la Ley 10/1985, de 26 de abril.

Ahora bien, como dijimos al principio de este trabajo, la inspec-

cién de los tributos puede ser entendida desde una doble perspectiva: co-
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mo actividad encuadrada en la gestién tributaria y como conjunto de érga-
nos de la Administracién de la Hacienda Pé&blica, que desarrollan una se-
rie de actuaciones, como consecuencia de las funciones que tienen enco-
mendadas; funciones y actuaciones que no se cifien y limitan necesariamen-

te a las de inspeccién.

La Ley General Tributaria, al regular la inspeccién de los tribu-
tos, lo hace en el primero de los indicados sentidos, esto es, se refiere
a la inspeccién en cuanto funcién inspectora, pues la regulacién de 1los
érganos administrativos y sus competencias es normalmente, en nuestro De-
recho, de carficter reglamentario. Y, en este sentido, el artfculo 91 de
la Ley General Tributaria remite a los respectivos Reglamentos la compe-
tencia por razén de la materia de los distintos 6rganos administrativos

que intervienen en la gestifn tributaria.

En el Prefimbulo del Real Decreto se afirma que el Reglamento conci-
be la inspeccién fundamentalmente desde una perspectiva orghnica, pero,
sin olvidar aquella dualidad conceptual, "y tratando precisamente de es-
tablecer el procedimiento a observar por la Inspeccién de los Tributos
al desarrollar las funciones tfpicas de inspeccién tributaria que tienen
atribuidas". Estas afirmaciones requieren alguna matizacién para dar una

idea exacta del verdadero carficter de la disposicién de que tratamos.

En primer lugar se afirma que el Reglamento concibe la inspeccién

fundamentalmente desde una perspectiva orgénica. La consideracién ante-

rior, en orden al carficter de reglamento ejecutivo del Real Decreto, debe
por tanto completarse: estamos ante un Reglamento tanto de carfcter ejec-

tivo como orglinico, o sea, tanto de desarrollo de la Ley, como indepen-
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diente. Tal situacién no es, ni mucho menos, excepcional en nuestro orde-
namiento, pues nada obsta a que la Administracién pueda ejercer los pode-
res reglamentarios que de suyo le corresponden, con ocasién del ejercicio

de la habilitacién contenida en una Ley para su desarrollo (138).

A la regulacibn orgénica de la Inspeccibén se dedica el Tftulo Pre-
liminar que, en palabras de Banacloche, contiene un verdadero Estatuto
de la Inspeccibn (139), dedicéndose los dos Tftulos restantes a las ac-
tuaciones inspectoras y a la documentacién de las mismas, respectivamen-
te. De manera que, aunque el Reglamento parte de una concepcibén orgénica
de la Inspeccién, la mayor parte de su contenido se dedica a regular el
procedimiento de actuacifn de los 6rganos en aquélla integrados, esto es,
el procedimiento a que debe ajustarse el desarrollo de las funciones que

la Inspeccién tiene encomendadas.

Sin embargo, el Reglamento General de la Inspeccibn de los Tributos
es algo mfs que un Reglamento inspector, es algo més que un Reglamento
dedicado a regular el aspecto orglinico de la Inspeccién y el procedimien-
to de desarrollo de sus funciones. Y ello es asf porque, precisamente,
y en contra de lo que parece afirmarse en el Prefimbulo, tales funciones
no vienen constituidas f@inicamente por la funcién tfpica de inspeccién o
el desarrollo de la actividad inspectora, sino que se atribuyen a la Ins-
peccién de los Tributos las funciones liquidadoras, tanto en sentido am-
plio como en sentido estricto, que tienen lugar dentro del procedimiento

de gestién tributaria.

En consecuencia, el llamado Reglamento de la Inspeccién, no sélo

regula el procedimiento inspector sino que contiene el procedimiento de
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liquidacién de los tributos; se trata, por tanto, de un verdadero Regla-

mento de gestién.

El Prefimbulo denota un cierto temor, un indudable recelo a recono-
cer este hecho. Ello es plausible al sefialar, como hemos dicho, que se
encomienda a la Inspeccién las funciones tfpicas de inspeccién tributa-
ria, sin aludir en ningfin sentido a las funciones liquidadoras que se le
atribuyen. Pero es que, ademfis, a lo largo de todo el Prefimbulo en ningfn
momento se mencionan tales funciones liquidadoras. Be aborda, ciertamen-
te, una justificacién del hecho de que la Inspeccibén lleve a cabo las ta-
reas liquidatorias, pero se trata de una justificacién solapada, encu--
bierta. Ask, se afirma lo siguiente: '"Al tratar de las funciones de la
Inspeccifn de los Tributos es preciso analizar el artficulo 140 de la Ley
General Tributaria a la luz de la evolucién experimentada por la gestién
de los tributos en los dltimos afios. Todavfa la Ley General Tributaria
concebka la gestién tributaria baséindola en liquidaciones practicadas en
todo caso por la Administracién y notificadas al sujeto pasivo. La evolu-
cién posterior de dicha gestién ha estado presidida por una expansién del
sistema de declaraciones-liquiéaciones, de modo que es el propio adminis-
trado quien materialmente realiza las operaciones de liquidacién tributa-
ria, asumiendo no s6lo las tareas de cflculo, sino especialmente las de
calificacién jurfdica que ello supone. Esta situacién de la gestifn tri-
butaria es la que debe ser afrontada por la Inspeccién de 1los Tributos,
diversificando sus funciones, que ya no pueden comprender simplemente la
investigacién de hechos imponibles desconocidos para la Administracién
y de sencilla configuracién". Tras estas consideraciones lo l8gico serfa

que el Prefimbulo concluyera aludiendo abiertamente a la atribucién de
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funciones liquidadoras y al papel que, en consecuencia, desempefia la Ins-
peccién dentro de la gestién tributaria. Sin embargo, y parad§jicamente,
se concluye lo siguiente: "La Inspecci8n de los Tributos supone una acti-
vidad esencialmente de comprobacién o verificacibn del carfcter exacto
y completo de las declaraciones-liquidaciones practicadas por los admi-

nistrados".

Uno de los aspectos mds relevantes de la nueva reglamentacibén lo
constituye la unificacién de la normativa aplicable a todos los tributos
estatales (140). Tradicionalmente, el procedimiento inspector y liquida-
dor resultaba fragmentado, ya que el Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurfdicos Documentados, el Impuesto sobre las Sucesio-
nes, los tributos comprendidos en la Renta de Aduanas y los Impuestos Es-
peciales, han venido rigiéndose por normas particulares, al margen del
procedimiento aplicable al resto de los tributos del sistema. Esta dispa-
ridad normativa no siempre ha obedecido a razones objetivas visibles
(141), si bien habfa desaparecido ya con relacién al Impuesto sobre Trans
misiones Patrimoniales y Actos Jurfdicos Documentados y al Impuesto sobre

Sucesiones, previamente a la promulgacién del Real Decreto de 1986.

Los Reales Decretos 412/1982 y 2077/1984, sobre régimen de las ac-
tuaciones de la Inspeccién de los Tributos y las liquidaciones tributa-
rias resultantes de las mismas, eran de aplicacién a todos 1los tributos
cuya gestibén estuviese atribuida a la Dependencia de Relaciones con los
Contribuyentes de las Delegaciones de Hacienda (arts. 11 y 13, respecti-
vamente, de los citados Reales Decretos). Y esta Dependencia tenfa 1la
competencia general y residual para la gestifén de los tributos, salvo que

aquélla correspondiese a otros 6rganos, lo que, efectivamente, ocurrfa
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respecto del Impuesto sucesorio, cuya gestién a nivel territorial corres-
pondfa a las Abogacfas del Estado, y respecto de la Renta de Aduanas y
los Impuestos Especiales, cuya gestibén ha estado siempre confiada a los
6rganos de Aduanas. Asf{, en las Delegaciones de Hacienda, segiin el Real

Decreto de 20 de febrero de 1979 (art. 14, 2), se constituye la Inspec-
cién y Administracién de Aduanas e Impuestos Especiales, con el nivel or-

génico de dependencias.

En cuanto al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rfdicos Documentados, cuya gestidén también se encontraba tradicionalmente
atribuida a las Abogacfas del Estado, fué conferida a la Dependencia de
Relaciones con los Contribuyentes por el Reglamento del Impuesto, aproba-
do por el Real Decreto 3494/1981, de 29 de diciembre (art. 76), siéndole

de aplicacién, por tanto, el procedimiento general.

Al Impuesto sobre las Sucesiones le era de aplicacién la Orden de
28 de febrero de 1976 y sus disposiciones complementarias, haciéndo
salvedad expresa en tal sentido los Reales Decretos de 1982 y 1984 (Dis-
posicién transitoria segunda y Disposicién final tercera, respectivamen-
te). Sin embargo, su integracién en el procedimiento general se contemplé
en el Real Decreto 850/1985, de 5 de junio, sobre organizacién de los
Servicios Jurfdicos del Estado, al ordenar en su disposicién transitoria
tercera que '"Las competencias de la Direccibén General de lo Contencioso
del Estado en materia de gestifn e inspeccién del Impuesto sobre 1las Su-
cesiones se ejercerfin, en lo sucesivo, por las Direcciones Generales de
Tributos y de Inspeccién Financiera y Tributaria, respectivamente". No
obstante se prevenfa en la propia disposicién que hasta el 31 de diciem-

bre de 1985 los Letrados del Estado podfan seguir desempefiando las fun-
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ciones de gestién, seglin su régimen particular. Por su parte, la Orden
de 12 de agosto de 1985, sobre reorganizacién de la Administracién Terri-
torial de la Hacienda Piiblica, previé la existencia de una Seccibén de
gestién del Impuesto sobre Sucesiones en la Dependencia de Gestién Tribu-
taria, en tanto no se produjera el referido traspaso de servicios (dispo-
sicibén transitoria segunda). E1 Reglamento General de la Inspeccién dero-
ga expresamente las normas por las que se regfa la inspeccién y documen-
tacién de las actuaciones inspectoras del referido Impuesto, y en su dis-
posicién adicional octava declara que '"Las actuaciones inspectoras rela-
tivas al Impuesto sobre Sucesiones se regirén por lo dispuesto en este

Reglamento".

En cuanto a los tributos integrados en la Renta de Aduanas y los
Impuestos Especiales, se regfan por el procedimiento de 1liquidacién pre-
visto en el Real Decreto 1920/1976, de 16 de julio, ya que la Orden de
22 de noviembre del mismo afio dispuso (art. 22, 2) que el procedimiento
en aquél previsto era de aplicacién a todos los tributos cuya inspeccién
correspondiese a la Direccién General de Inspeccién Tributaria (142). No
obstante, la Inspeccién de Aduanas venfa regulada por el Decreto 2062/
1974, de 4 de julio, y la Orden de 10 de abril de 1975. Todas estas dis-
posiciones (el Real Decreto de 1976, la Orden de 22 de noviembre, el De-
creto de 1974 y la Orden de 1975) son derogadas expresamente por el Re-
glamento General de la Inspeccién de los Tributos, de manera que también
desaparecen las especialidades en estos Impuestos. Asimismo, hay que te-
ner en cuenta que la citada Orden de 12 de agosto de 1985 dispone la exis
tencia de una Dependencia Regional de Aduanas e Impuestos Especiales, en

las Delegaciones de Hacienda Especiales, asf como de la llamada Adminis-
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tracién Principal de Aduanas e Impuestos Especiales, Intervencién de Te-
rritorio Franco o Administracién Principal del Puerto Franco, también con

el nivel orglnico de dependencia, en las Delegaciones de Hacienda.

Con todo, la formalizacién de las actas de inspeccién en materia
de Aduanas sigue rigiéndose por sus normas particulares, como diremos
después. Esta es la finica especialidad por razén de los distintos tribu-
tos que cabe destacar en la actualidad, aunque es necesario insistir que
se reduce a la sefialada formalizacién de las actas, si bien a los tribu-
tos integrados en la Renta de Aduanas les es de aplicacién las normas del

Reglamento General de la Inspeccién de los Tributos.

En esta lfnea de unificacifn es necesario poner de manifiesto que
el Reglamento contempla la regulacién de un solo procedimiento, para el
que se prevén determinadas especialidades en los supuestos de estimacién
indirecta de bases, de delitos contra la Hacienda Pidblica, o para la im-

posicibn de sanciones no consistentes en multas, entre otros (143).

Asf las cosas, no puede seguir manteniéndose la tradicional distin-
cién entre un procedimiento normal y unos procedimientos especiales de
liquidacién, en funcién del régimen de determinacién de la base imponi-
ble. La r@brica "procedimientos especiales de liquidacién" se encontraba
plenamente justificada mientras perviv{an en nuestro ordenamiento tribu-
tario procedimientos en los que la deuda tributaria se cuantificaba no
respecto de un contribuyente determinado sino respecto de una pluralidad
de contribuyentes. Estos procedimientos, como es sabido, fueron potencia-
dos fundamentalmente por la Ley de Reforma Tributaria de 26 de diciembre

de 1957, y con diferentes nombres y matices, seglin los impuestos --asf,
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"convenios con agrupaciones de contribuyentes'", '"evaluaciones globales",
"estimaciones objetivas de bases'"-- 1llegaron a aplicarse a la casi totali-

dad de los tributos del sistema.

En este sentido, con claridad se afirma en las '"Notas de Derecho
financiero" que '"calificamos como normal al procedimiento de liquidacién
que afecta a una sola persona y como especial al que se produce respecto
a una agrupacién de contribuyentes" (144). Desaparecidas las estimaciones
globales, definitivamente y con car&cter general, a través de la Ley 34/
1980, de 21 de junio, de Reforma del Procedimiento Tributario, no puede
seguir manteniéndose aquella dicotomfa conceptual, puesto que falta la
situacién base, sustantiva a la que aludfa la calificacién de 'procedi-

mientos especiales de liquidacién" (145).

La existencia de los diferentes regimenes de determinacibén de 1la
base previstos en el articulo 47 de la Ley General Tributaria --estima-
cibén directa, estimacién objetiva singular y estimacién indirecta-- no
obsta la consideracibn sefialada. Como han puesto de manifiesto los auto-
res que mls recientemente se han ocupado del tema, los distintos regime-
nes de determinacién de bases imponibles se sitflan en el plano del Dere-
cho tributario material y no en el plano del Derecho tributario formal,
aunque presenten especialidades también en este aspecto (146). En otros
términos, una cosa es el régimen de determinacién de la base, que designa
al instrumento técnico plasmado en normas jurfdicas que permite el trén-
sito de la base normativa a la base flctica (147), y otra cosa distinta
es el cauce procedimental, formal, a través del cual se desarrollan y

aplican aquellos regfmenes. Este procedimiento es inico en la actualidad,
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aunque, como hemos dicho, presente especialidades segin cufil sea el régimen
de determinacién de la base; especialidades que, en f{ltima instancia,
pueden concretarse en la utilizacién de diferentes medios de comproba-

cién. Pero, insisto, ello tiene lugar dentro de un finico procedimiento

Por tltimo, dentro de estas consideraciones generales sobre el nue-
vo Reglamento no puede dejar de sefialarse el hecho de que en él1 se perfi-
le la figura del "obligado tributario". En el artfculo 24 del Reglamen-
to se utiliza esta denominacién para designar unitariamente a todos los
que estéin obligados a atender a la Inspeccién de los Tributos e interve-
nir en el procedimiento de inspeccién (148). La expresién "obligado tri-
butario" ha sido acufiada entre nosotros por el profesor Palao, en su tra-
duccién de la Ordenanza Tributaria Alemana de 1977, para designar al tér-
mino alemén "Steuerpflichtiger". "Steuerpflichtiger" en el Derecho tribu-
tario alemfln es toda persona obligada al cumplimiento de las prestaciones
tributarias, tanto materiales como formales. La construccién dogmética
de los sujetos pasivos se realiza asf atendiendo "exclusivamente a la po-
sicién de éstos frente a la Hacienda Péblica, no a la diversa naturaleza
de los hechos que dan origen a’'esta posicién, ni por tanto a la distinta
relacidén que aquéllos guardan con el hecho imponible" (149). Ello supone
una configuracifn omnicomprensiva y sistemftica de las diversas situacio-
nes jurfdicas subjetivas que se desarrollan en el fenémeno tributario,
a diferencia de lo que ocurre en nuestra Ley General Tributaria que, im-
buida por el protagonismo --ciertamente indudable-- de la obligacién tri-
butaria principal, procede a una configuracién y clasificacién de los su-

jetos pasivos en funcién de su relacién con el hecho imponible (150).
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La equiparacién entre el obligado tributario del Derecho alemén y
el obligado tributario a que se refiere el Reglamento General de 1la Ins-
peccibén no es, sin embargo, posible, mas que en cierto sentido, pues es
evidente el distinto alcance y significacién de tales figuras. En la Or-
denanza Tributaria Alemana el obligado tributario ostenta siempre la ti-
tularidad pasiva de una relacién jurfdico-tributaria, razén por la cual
no se considera como tal a quien simplemente se encuentra sometido al
ejercicio de potestades administrativas. Y, en este sentido, el parégrafo
33 de la Ordenanza, dispone en su pérrafo segundo que '"No es obligado
tributario quien, en un asunto tributario ajeno, debe dar informacién,
exhibir documentos, emitir un dictamente pericial o permitir 1la entrada
en fincas o locales comerciales e industriales" (151). Por contra, el Re-
glamento General de la Inspeccifn, como hemos dicho, lo finico que persi-
gue al referirse al "obligado tributario" es una designacién unitaria de
todos aquellos que pueden intervenir en el procedimiento de gestién, pero
no, como es obvio, tipificar la titularidad pasiva de las relaciones ju-
rfdico-tributarias. Por ello, se incluyen entre los obligados tributarios
a "Quienes estén obligados por las normas vigentes a proporcionar a la
Administracién cualesquiera datos, informes o antecedentes con trascen-

dencia tributaria" (art. 24, 1, f) del Reglamento).

De cualquier forma, el hecho es impartante —y por ello lo hemos traido @ cola-
cién--, en cuanto denota un criterio nuevo y distinto del imperante en
nuestra Ley General Tributaria y en las mfiltiples disposiciones que has-
ta ahora habfan regulado el procedimiento de gestién en nuestro ordena-

miento.
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V. EXAMEN DE ALGUNAS CUESTIONES EN PARTICULAR.

1.~ Funciones de la Inspeccién y documentacién de las actuaciones.

Seglin dispone el articulo 144 de la Ley General Tributaria,
"Las actuaciones de la Inspeccién de los Tributos, en cuanto hayan de te-
ner alguna trascendencia econémica para los sujetos pasivos, se documen-

tarén en diligencias, comunicaciones y actas previas o definitivas".

El mandato fundamental que esta norma incorpora es justamente 1la
obligacién genérica de que la Inspeccién de los Tributos documente su ac-
tuacién, esto es, que haga constar par escrito sus actos, repudiando en
este fmbito la existencia de comunicaciones verbales, lo que viene a
constituir una garantfa para los particulares. El1 precepto como tal ca
rece de antecedentes en nuestro Derecho, pues no figuraba en ninguno de
los textos anteriores referentes de modo general a la actividad de ins-

peccién (152),

La mencién que aquf se hace a las formas de documentacidn --dili-
gencias, comunicaciones y actas— no recoge todas las posibles modalida-
des de la misma, ni se contiene en la Ley General una diferenciacién b#-
sica sobre tales tipos de documentos. En cuanto a lo primero, hay que te-
ner en cuenta que el artfculo 144 debe situarse en la perspectiva de las
relaciones entre Administracién y particulares, en la que se inscribe por
su misma naturaleza la Ley General Tributaria, de manera que esa obliga-
cién de documentar sus actuaciones lo es en las relaciones de la Adminis-
tracién con los administrados, teniendo la Inspeccién ——en el seno de la
Administracién-- una mayor libertad de formas. Ello explica la ausencia

de mencifn, ya puesta de relieve por la doctrina (153), a los informes,
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que son sin duda una importante documento, de frecuente uso, pero de ca-
rflcter generalmente interno. En cuanto a lo segundo, en la Ley General
Tributaria no se contienen ulteriores precisiones sobre lo que debe en-
tenderse por las referidas modalidades de documentacién, habl&ndonos fni-
camente de las actas, como documento genéricamente concebido para docu-
mentar el resultado de la actuacifn inspectora, por lo que se configuran

las actas como el documento fundamental de la Inspeccibén de los Tributos.

La modificacién parcial de la Ley General Tributaria llevada a cabo
en abril de 1985, no alterd el contenido del atfculo 144. La reforma s
afect8 al artféculo 145, no para introducir algfin tipo de diferencia entre
las distintas clases de documentos, sino para disponer que "Las actas y
diligencias extendidas por la Inspeccibn de los Tributos tienen naturale-
za de documentos pfiblicos y hacen prueba de los hechos que motiven su for

malizacibén, salvo que se acredite lo contrario" (art. 145, 3) (154).

Asimismo, como ya ha quedado indicado, en la Ley 10/1985, de 26 de
abril, se di6 nueva redaccién al artfculo 140 de este texto legal. Origi-
nariamente, este precepto se limitaba a describir y regular la funcién
inspectora, esto es, aquello en lo que consisten las funciones de compro-
bacién e investigacién de hechos imponibles en el procedimiento de apli-
cacién de los tributos, o, si se quiere, las funciones tfpicas de la Ins-
peccién de los Tributos. En la actualidad, el artfculo 140 ha pasado a
regular las funciones de la Inspeccién de los Tributos en cuanto 6rgano.
Y asf, se incluyen entre aquéllas la prfictica de las liquidaciones tribu-
tarias resultantes de las actuaciones de comprobacién e investigacién,
siendo claro que tal funcién no es una funcibén inspectora, aunque s& pue-

de llevarla a cabo el 6rgano Inspeccién de los Tributos.
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Es importante resaltar que mientras el artfculo 140 de la Ley Gene-
ral Tributaria antes de la reforma de 1985 se referfa a la inspeccién de
los tributos, con minfisculas, el artfculo 144 aludfa --y alude-- a la
Inspeccifn de los Tributos, con mayfisculas. Esto es, el artfculo 144 no
se dedica a regular la documentacién de la actuacibén inspectora en senti-
do estricto, o sea, como desarrollo de la funcién del mismo nombre, sino
que se dedica a los documentos que puede extender la Inspeccién de 1los
Tributos en el désarrollo de sus funciones --inspectoras y no inspecto-
ras-- que les sean atribuidas. Es por ello que al ordenar el contenido
de las actas se dispone que en las mismas se consignarf la regularizacién
de las situaciones tributarias que la inspeccién estime procedente

(155}, lo que sin duda conlleva el ejercicio de funciones liquidadoras.

Aparece asf una relacibn entre funciones de la Inspeccibn y docu-
mentacién de sus actuaciones, que es importante constatar, por cuanto en
buena medida a partir de esta relacifn se configura la ordenacién del
procedimiento de la Inspeccifn en el nuevo Reglamento General, entendien-
do de acuerdo con el Seminario de Derecho Financiero de la Universidad
de Madrid, por procedimiento de la Inspeccién "el cauce formal de la se-

rie de actos en que se concreta la accibn inspectora" (156).

Hasta la promulgacién del Real Decreto 939/1986, de 25 de abril,
la documentacién de las actuaciones de la Inspeccién venfa contenida en
el Real Decreto 2077/1984. A su vez, hasta la vigencia de este Real De~
creto en la normativa de la Inspeccibn s6lo se regulaban las actas, por
lo que el significado, tanto de comunicaciones y diligencias, como de in-
formes, debfia remitirse a su sentido usual en la préictica administrativa,

El Real Decreto 2077/1984, como digo, alteré esa situacibn, al regular
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expresamente no sélo las actas sino también los restantes documentos de
la actuaci#n inspectora, incluidos los informes. En efecto, conforme al
artfculo 12, 2 del citado Real Decreto, "lLas actuaciones de la Inspeccién
de los Tributos se documentarén en diligencias, comunicaciones, informes
y actas previas o definitivas". Tal como se desprende del contenido de
esta disposicibn, las distintas formas de documentacién se configuran del

siguiente modo (157):

- Las comunicaciones son documentos unilaterales de la Inspeccién,
mediante los cuales &sta pone algo en conocimiento del sujeto pasivo de
la actuacibn inspectora --por ejemplo, el anuncio de una préxima visi-
ta--. La esencia de la comunicacién es la de ser expresién documental de

un acto unilateral.

- En las diligencias se hace constar la realizacién de algfin acto
preparatorio de una actuacién tfpica o de un acto derivado de ella. El
posible contenido de las diligencias es muy amplio, si bien se encuentra
delimitado por una importante circunstancia de carficter negativo: en las
diligencias no pueden contenerse propuestas de liquidaciones tributarias

(art. 32, 3 del Real Decreto 2077/1984).

— En cuanto a los informes pueden distinguirse dos categorfas sus-
tanciales: los que se emiten en el marco del procedimiento de inspeccién,
Yy aquellos que tienen lugar fuera de este procedimiento, como son los que
la Inspeccién emite a solicitud de otros 8rganos y Servicios de la Admi-
nistraci8n o de los poderes legislativo y judicial. Los primeros se en-
cuentran siempre incorporados al conjunto de documentos que conforman,
en cada caso concreto, las actuaciones de la Inspecciln. En particular,

el informe es un documento éntimamente unido al acta de inspeccién, com-
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plementario, aclaratorio, ampliatorio y hasta jutificativo del acta.

Por su parte, el Reglamento de 25 de abril de 1986, dedica el Tf-
tulo II a la documentacién de las actuaciones inspectoras --expresién que
debe entenderse en el sentido de actuaciones de la Inspeccién, en cuanto
érgano--, disponiendo en su artfculo 44, de modo anfilogo al artfculo 19,
2 del Real Decreto de 1984, que '"Las actuaciones de la Inspeccién de los
Tributos se documentarfin en diligencias, comunicaciones, informes y actas

previas o definitivas".

Respecto de las comunicaciones y de los informes, el Real Decreto
no contiene modificaciones sustanciales, si bien se lleva a cabo una re-
gulacifn mfés amplia y minuciosa que la contenida en la legislacién prece-
dente. SE cabe encontrar, sin embargo, una diferencia importante en punto
a la configuracifn de las actas y, como como consecuencia de ello, tam-

bién las diligencias adquieren una connotacién especffica.

En efecto, ya en el Prefimbulo del ﬁeal Decreto de referencia se nos
dice que aunque el Reglamento pretende observar los principios inspirado-
res de la tradicibn reglamentaria precedente en punto a documentacién de
actuaciones inspectoras, ello '"no obstante, se parte del objetivo de es-
tablecer una nftida diferencia entre el acta y la diligencia como docu-
mentos principales que debe formalizar la Inspeccibn. E1l acta se concibe
ask como un documento que se caracteriza por cuanto va a suponer necesa-
riamente un acto administrativo cuyo contenido consista en una liquida-
cifén tributaria. No existiendo tal vocacién en un documento, &ste ha de

consistir en una diligencia".
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Por un lado, la circunstancia de que las actas sean documentos des-
tinados a una liquidacién tributaria constituye una novedad relativa, pu-
diendo entenderse implicitamente concebidas con ese destino en la Ley Ge-
neral Tributaria, a tenor del apartado c¢) del artfculo 145, y con més
claridad en el Real Decreto 2077/1984, en el que al igual que en el vi-
gente Reglamento expresamente se declara, como hemos visto, que las dili-
gencias no pueden contener propuestas de liquidaciones tributarias. Asi-
mismo, en la prictica inspectora habfa sido constatada una tendencia a
no documentar en acta "ad hoc'", sino en diligencia seguida de comunica-
cibén al particular, el resultado de las actuaciones que no dieran lugar
a rectificacién de la situacién tributaria; ello, en virtud de un proceso
de agilizacibn y simplificacién del procedimiento (158 ). Pero, por otra

parte, la declaracién expresa de que el acta se caracteriza, a contrario sensu de las

diligencias, por suponer necesariamente una liquidacién tributaria es una
importante novedad en nuestro Derecho, que ciertamente puede considerarse
exponente significativo de la evolucibn experimentada por la Inspeccién
de los Tributos desde 1926 al momento presente. Las actas han sido siem-
pre el documento inspector por antonomasia, y este protagonismo no ha
perdido su vigencia, pero sf se ha dado un giro de ciento ochenta grados
en la concepcién y funcién de las actas. Asf, en la base 31 del Real De-
creto de 30 de marzo de 1926, comc se recordarfi, el acta se concibe como
un documento destinado a constatar hechos y, segfin el artfculo 62 del Re-
glamento desarrollador de aquellas bases, el Inspector actuante propone
a la Administracién de Rentas Pfiblicas, en un informe en pliego unido al
acta, la liquidacién que a su juicio deba practicarse. Si comparamos esta
situacién con la presente puede decirse que, en cierto modo, las actas

cumplen ahora la funcifn que entonces desempefiaba el informe, por cuanto
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lo que era parte del contenido tfpico de &ste es lo que en nuestros dfas
identifica al acta; mientras que las diligencias han pasado a ocupar el
papel de las actas, como documento en el que se hacen constar hechos, sin

contener liquidacién tributaria alguna.

Otra novedad del Reglamento General de Inspeccibén en materia de
formas documentales es el incorporar una definicién o concepto general
de las actas. Ni en 1926, ni con posterioridad, el legislador sintié 1la
necesidad de precisar en qué consisten las actas de inspeccibn, siendo
una de tantas categorfas a las que el Derecho alude constantemente, sin
que se encuentre en la legislacién correspondiente una nocién més o menos
perfilada de la misma. Las normas se llimitaban, de una forma realista
y operativa, a tipificar los supuestos de hecho en que procedfa extender
una u otra clase de actas, sefialando al mismo tiempo --cada vez de forma
més completa-—- los requisitos y condiciones de su extensién, asf como los
diversos efectos que de ella se segufan (159). No obstante, se habfa ge-
neralizado en nuestra doctrina el concepto de acta de inspeccién acufiado
en las "Notas de Derecho financiero", en las que se dice que el acta es
la manifestacién escrita de algo que atafie directamente a una determinada
situacibn tributaria y sobre la que, en acuerdo o en desacuerdo, se pro-
nuncian conjuntamente el funcionario y el sujeto pasivo a quien se gi-

ra la visita (160).

Frente a esta situacién, el artfculo 49,1 del Reglamento de 25
de abril, nos dice que "Son actas aquellos documentos que extiende la
Inspeccién de los Tributos con el fén de recoger los resultados de sus
actuaciones de comprobacién e investigacién, proponiendo, en todo caso,

la regularizacibn que estime procedente de la situacién tributaria del
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sujeto pasivo o retenedor o bien declarando correcta la misma. Las actas
son documentos directamente preparatorios de las liquidaciones tributa-
rias derivadas de las actuaciones inspectoras de comprobacién e investi-

gacién, incorporando una propuesta de tales liquidaciones".

En otro orden de consideraciones, a tenor del artfculo 92 del Regla
mento, las actuaciones inspectoras podrén ser: de comprobacién e inves-
tigacifn, de obtencién de informacién con trascendencia tributaria, de
valoracién y de informe y asesoramiento. Y el artfculo 10,2 precisa que
con ocasién de las actuaciones de comprobacién e investigacifén, la Ins-
peccién de los Tributos 'determinaré, en su caso, la exactitud de las
operaciones de liquidacién tributaria practicadas por los sujetos pasivos
o retenedores y establecerf la regularizacién que estime procedente de
la situacién tributaria de aquéllos". Pues bien, si relacionamos las ac-
tuaciones inspectoras con los distintos tipos de documentos resulta lo
siguiente:

- Las actuaciones de comprobacifn e investigacién que conlleven una
regularizacién de la situacién tributaria del sujeto pasivo, concretada
en una propuesta de liquidacién, o de las que se derive que aquella si-
tuacién es correcta, habréin de documentarse en acta.

- Las actuaciones de comprobacién e investigacién que no conduzcan
a una liquidacién tributaria habréin de documentarse en diligencia.

Iguaimente se documentarfin mediante diligencias las actuaciones de
obtencién de informacién y las de valoracién, tanto si se desarrollan por
la Inspecci8n de los Tributos por su propia iniciativa como si lo es a
instancia de otros 8#rganos de la Administraciéin tributaria.

- Las actuaciones de informe y asesoramiento se documentarfin en in-

formes. Los informes, ademfis, son documentos que cumplen una importante
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funcién complementaria respecto de las actas y diligencias.

- Las comunicaciones, por su parte, son los medios documentales a
travfs de los cuales la Inspeccifn de los Tributos se relaciona unilate-
ralmente con cualquier persona en el ejercicio de sus funciones (art. 45,

1 del Reglamento).

2. Clasificacibn de las actas de Inspecciébn.

El Real Decreto no es esencialmente innovador en punto a las
clases de actas que regula, pues 68stas se encontraban ya definidas por
las normas precedentes y la terminologfa habfa sido unificada por el Real

Decreto 412/1982 (161).

No obstante, cabe serialar dos novedades al respecto. En primer lu-
gar, el cambio de denominacién de las actas sin descubrimiento de cuota
(art. 6% del Real Decreto de 1982), que pasan a llamarse --méis correcta-
mente, a tenor de lo preceptuado en el artfculo 58 de la Ley General Tri-
butaria--, actas sin descubrimiento de deuda (art. 51 del Reglamento Ge-
neral), reguléindose mfs explficitamente las dos clases de las mismas pre-
vistas en la anterior normativa: las actas de comprobado y conforme y las
ahora denominadas actas sin descubrimiento de deuda con regularizacién
de la situacién tributaria del sujeto pasivo o retenedor (art. 51,2). En
segundo lugar, el Reglamento prevé la posibilidad de que el interesado
manifieste su disconformidad con los resultado de la actuacién inspectora
en las actas sin descubrimiento de deuda, si bien tal posibilidad, res-
pecto de las actas de comprobado y conforme, se contempla con carficter

excepcional.
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El Prefimbulo del Reglamento General nos dice que "las actas se cla-
sifican atendiendo a diferentes criterios que se superponen de modo que
las actas pueden ser previas o definitivas atendiendo a la naturaleza de
la liquidaci8n consiguiente; con o sin descubrimiento de deuda, en aten-
cién al nacimiento o no de un débito tributario a cargo del obligado; de
conformidad o de disconformidad, por razén de la actitud del obligado
tributario. Y, asimismo, las actas pueden ser, en su caso, de prueba pre-

constituida".

Los "criterios clasificatorios'" de las actas que aquf se enuncian
no son totalmente coincidentes con los que en el articulardo se expresan
a estos mismos efectos. Ask, las actas de conformidad o de disconformidad
se incluyen, en el artfculo 54, como modalidades de actas a efectos de

su tramitacién.

La transcrita explicacién del Prefimbulo adolece, ademfis, de noto-
rios defectos: a ningiin criterio parecen responder 1las actas con prueba
preconstituida, que se '"adosan" sin m#is a las anteriores; tampoco parece
correcto distinguir las actas previas y definitivas en atencifén a la na-
turaleza de la liquidaci8n consiguiente, puesto que, al menos en princi-
pio, este es justamente un efecto o consecuencia de la clase de acta de
que se trate, pero que, por eso mismo, no la identifica conceptualmente
como tal; anfiloga observacién cabe formular respecto a la clasificacién
de las actas en con o sin descubrimiento de deuda segfin el "nacimiento"
o no de un débito tributario a cargo del obligado, pues es obvio que se
trata de una reiteracién del propio concepto y no de criterio clasifica-
torio alguno. Adviértase, por lo demfis, la expresién utilizada --"en

atencién al nacimiento o no de un débito tributario"--, expresién que no



98

parece muy afortunada habida cuenta del carficter declarativo de la liqui-

dacién.

No obstante, basfindonos en los preceptos del Real Decreto podemos

formular la siguiente clasificacifn de las actas de Inspeccibn (162):

12, Segfin el resultado de la actuacifn inspectora que reflejen, ca-
be distinguir:

A) Actas con descubrimiento de deuda.

B) Actas sin descubrimiento de deuda que, atendiendo a su vez

al resultado de la actuacién inspectora, se diferencian en:

a) Actas de comprobado y conforme, y

b) Actas sin descubrimiento de deuda con regglarizaci&n de

la situacién tributaria.

22, Segfin la actitud del obligado tributario las actas se subdivi-
den en:

A) Actas de conformidad, y

B) Actas de disconformidad.

Esta es la clasificaci&n.fundamental de las actas, por cuanto de
ella depende la tramitacién de las mismas y, consiguientemente, a ella
se reconducen en filtima instancia las demfis categorfias de estos documen-
tos; en otros términos, la distincién entre actas de conformidad y actas

de disconformidad se superpone a las restantes clasificaciones.,

32, La distincién entre actas definitivas y actas previas no res-

ponde a un finico criterio de ordenacién, combinfindose aqufi, fundamental-
mente, tres elementos distintos: a) el hecho de que en ellas se refleje

0 no una comprobacién completa y suficiente; b) el carficter total o par-
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cial de la conformidad del contribuyente, y c¢) el carficter ordinario o

abreviado de la comprobacién.

42, Seglin la naturaleza de las pruebas que documenten, se diferen-

cian: actas con y sin prueba preconstituida.

Los nuevos modelos de actas fueron aprobados por la Resolucién de
la Secretarfa General de Hacienda de 27 de mayo de 1986 (BOE de 31 de ma-
yo), si bien los dispuesto en ella no es de aplicacibn, segin su apartado
séptimo, a las actas que se formalicen para recoger los resultados de ac-
tuaciones inspectoras desarrolladas en los recintos de Aduanas, que con-
tinuaréin formalizéndose con arreglo a lo dispuesto en la Resolucién de
la Subsecretarfa de Hacienda de 2 de mayo de 1975, por la que igualmente
continuarén formalizéndose las actas que se incoen en relacién con la
desgravacibn fiscal a la exportacién. Hubiera sido deseable que se hicie-
ra mencibn de esta excepcibn en el Reglamento General, lo que evitarfa las

dudas que el silencio por parte del mismo origina.

Los nuevos modelos de actas comenzaron a utilizarse el 1 de sep-
tiembre, formalizfindose entre tanto las actuaciones de la Inspeccién en
los modelos aprobados por la Resolucién de la Subsecretarfa de Hacienda
de 30 de julio de 1982, segfin previene el apartado sexto de la Resolucién
de 27 de mayo de 1986, y la Resolucién de la Direccifén General de Inspec-
cién Financiera y Tributaria de 28 de mayo del mismo afio. Por su parte,
la Resolucién de la Secretarfia General de Haciendaa de 10 de julio de
1986 (BOE de 16 de julio) ha modificado la de 27 de mayo, rectificando

el modelo de acta con prueba preconstituida.
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La clasificacién fundamental de las actas, como hemos dicho, es 1la
que distingue entre actas de conformidad y actas de disconformidad, por
los diferentes efectos que de ellas se derivan. No ha cambiado, pues, en
este punto, la orientacibn de nuestro Derecho, ya que el acta de confor-
midad no es sino el trasunto actualizado del acta de invitacién creada

en 1927.

Nos referiremos a continuacién a los diversos tipos de actas, si
bien habremos de ocuparnos més extensamente de las actas de conformidad

y disconformidad, por la razén sefialada.

3. Actas previas.

La regulacién de las actas previas en la nueva reglamentacién
incorpora la disciplina de esta clase de actas contenida, de una parte,
en el Real Decreto 2077/1984 (art. 10) y, de otra, en la Orden de 26 de

mayo de 1982 (arts. 32 y 72), afiadiendo algunas novedades.

Del artfculo SO del Reglamento resulta que la calificacién de
previa se aplica a las actas inspectoras en tres supuestos distintos: 1)
cuando la comprobacién inspectora no haya sido completa y suficiente y,
por tanto, la Inspeccién no d€ su actuacién por terminada; 2) cuando 1las
actuaciones de comprobacién e investigacién se hayan efectuado con carac-
ter abreviado; y 3) cuando siendo total la comprobacién llevada a cabo
por la Inspeccién, el interesado s6lo acepte parcialmente la liquidacién

que ésta le proponga.

1) E1 primer supuesto --comprobacién incompleta— tiene 1lugar en




101

los siguientes casos:

- En primer lugar, los de comprobacién incompleta en relacién con
un solo tributo. En este apartado estéin comprendidos los supuestos con-
templados en las letras b) y c¢) del nfimero 2 del artficulo 50 del Real De-
creto, a saber: b) cuando el hecho imponible pueda ser desagregado a efec
tos de las correspondientes actuaciones de comprobacién e investigaci®én
o cuando por su fraccionamiento territorial deba serlo en 1los distintos
lugares en que se materialice; c¢) cuando la Inspeccién no haya podido ul-
timar la comprobacién o investigacién de los hechos o bases imponibles
y sea necesario suspender las actuaciones, siendo posible la liquidacién

provisional (163).

- En segundo lugar, la comprobacién puede ser incompleta como con-
secuencia de la necesidad de comprobacién conjunta de més de un tributo,
supuesto al que se refiere el artfculo 122 de la Ley General Tributaria,
segfin el cual, "Cuando en una liquidacién de un tributo la base se deter-
mine en funcifn de lo establecido para otros, aquélla no serfi definitiva
hasta tanto estas filtimas no adquieran firmeza". A esta regla responden
los casos prevenidos en las letras a), b) y c¢) del apartado 3 del citado
artficulo 50, que son los siguientes: a) Las actas que se incoen por el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Ffisicas o por el Impuesto Extraor
dinario sobre el Patrimonio, en tanto no se hayan comprobado las declara-
ciones-liquidaciones del mismo afio natural por ambos impuestos. Aunque
en este caso no puede hablarse de una aplicacién en sentido estricto del
artfculo 122 de la Ley General Tributaria --puesto que no se trata de la
base de un tributo determinada en funcién de lo establecido para otros--,

el precepto viene a integrarse en lo que hemos llamado genéricamente com-
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probacién conjunta de m&s de un tributo, en razén del carficter complemen-
tario del Impuesto sobre el Patrimonio y de su configuracin como impues-
to-control del de la Renta de las Personas Ffsicas. La letra b) se refie-
re a "Las actas que se extiendan cuando la base dle tributo objeto de
comprobacifn se determine en funcién de las bases establecidas para
otros, o en ella se computen rendimientos objeto de rentencién, :y unas y
otros no hayan sido comprobados con carficter definitivo, salvo que dichos
rendimientos se consideren debidamente acreditados". Este caso se encon-
traba ya previsto en la Orden Ministerial de 26 de mayo de 1982 (art. 39,
2), mientras que el carficter de previas de las actas incoadas por razén
de la comprobacién conjunta del Impuesto sobre la Renta y del Impuesto
sobre el Patrimonio, y el contemplado en la letra c), constituyen una no-
vedad en la materia. Frente a la rzdaccién del artfculo 122 de la Ley Ge-
neral Tributaria, el precepto no se refiere a bases "firmes", sino a ba-
ses comprobadas con carficter definitivo, con lo que se acogen las obser-
vaciones formuladas por la doctrina en tal sentido (164). La posibilidad
de que las bases previas o los rendimientos objeto de rentencién se con-
sideren "debidamente acreditados'", en rigor, queda comprendida en la com-
probacibn definitiva (165); la salvedad hay que entenderla, como es cla-
ro, en el sentido de que entonces lo que procede es la incoacifn de acta
definitiva. Por su parte, la letra c) de este apartado 3 del artfculo 50
determina que tendréin el carficter de previas "Las actas que se formali-
cen en relacién con los socios de una Sociedad o Entidad en régimen de
transparencia fiscal, en tanto no se ultime la comprobacién de 1la situa-
cién tributaria de la Entidad". En este caso la comprobacifn conjunta
—o0 quizfis aqufi, mfis exactamente, dependiente—- deriva del hecho de que

los rendimientos en régimen de transparencia fiscal en el &mbito del Im-
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puesto sobre la Renta de las Personas Ffsicas, se determinan conforme a
las normas establecidas para la determinacién de la base en el Impuesto

sobre Sociedades (art. 12,3 de la Ley del Impuesto sobre la Renta).

Las actas previas a las que hasta ahora nos hemos referido pueden

ser designadas, siguiendo la denominacién de Mantero, como actas parcia-

les (166). No se recogen, en cambio, en la nueva normativa, las llamadas
por el citado autor "actas provisionales", que diferencia de las anterio-
res porque no dan lugar a una liquidacién tributaria (167). en la actua-
lidad, todas las actas previas dan lugar a una liquidacién provisional,
a cuenta de la definitiva que posteriormente se practique, lo que no es
sino una manifestacién de la configuracién general de las actas, como ha

quedado sefialado.

2) Al segundo supuesto --comprobacién abreviada— se refiere el ar-

tfculo 50 en la letra d) de su apartado 2), disponiendo que procederf la
incoacién de acta previa "En los supuestos de comprobacién abreviada pre-
vistos en el artficulo 34 de este Reglamento, salvo que a juicio de la

Inspeccifn pueda practicarse liquidacién definitiva".

Segéin el artficulo 34 del Reglamento las actuaciones de comproba-
cién e investigacién podréin efectuarse con carficter abreviado en los si-
guientes casos: cuando la Inspeccién de los Tributos estime justificado
realizar la comprobacién utilizando #@nicamente los datos y antecedentes
que obren ya en poder de la Administracifn tributaria, y cuando simple-
mente se constate la existencia de un débito tributario vencido y no auto-
liquidado e ingresado en su totalidad en los plazos reglamentarios, dedu-

cido de la contabilidad, registros o documentos contables o extraconta-
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bles del sujeto pasivo o retenedor, sin perjuicio de la posterior compro-

bacifn completa de la situacién tributaria de aquél.

3) E1 tercer supuesto en que procede la incoacién de acta previa

viene constituido por la conformidad parcial del obligado tributario, se-

gln previe el artficulo 50, en su apartado 2, letra a): cuando en relacién
con un mismo tributo e idéntico periodo, el sujeto pasivo, retenedor o
resposanble, acepte sélo parcialmente la propuesta de regularizacién de
su situacién tributaria, efectuada por la Inspeccién de los Tributos, se
documentaré en primer lugar y en un acta previa el resultado de las ac-
tuaciones a las que el interesado preste conformidad expresa, instruyén-

dose acta de disconformidad por los deméis conceptos.

Aunque de lo dicho no se desprende con claridad la calificacién como
definitiva o como previa del acta de disconformidad, el citado precepto
sefiala a continuacién que la liquidacién derivada del acta previa tendré
el carficter de a cuenta de la que como complementaria o definitiva se de-
rive del acta de conformidad que simulténeamente se incoe, refiriéndose
igualmente a continuacién a la'utilizacién de "acta previa de conformi-
dad simultfineamente con la definitiva de disconformidad". De manera que
en los casos de cohformidad parcial nos encontramos con dos actas: una,
de carficter previo, por los elementos aceptados, que determina una liqui-
dacién a cuenta; otra, acta definitiva de disconformidad, "por los deméis

conceptos'", esto es, por los no aceptados.

Asfi las cosas, del tenor literal de la norma parece derivarse que
tanto el acta previa como la definitiva son actas "parciales", puesto que

cada una se refiere a una parte de los elementos del supuesto de hecho:
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los aceptados y los no aceptados, respectivamente. Pero ello serfa una
contradiccién "in terminis" por lo que se refiere a la calificacién como
definitiva de un acta parcial. Nétese que el concepto légico de acta de-
finitiva como aquella que recoge el resultado final --o comprobacién to-
tal, esto es, completa y suficiente-- de la actividad inspectora, se en-
cuentra '"superado" por las normas positivas, en el sentido de una revi-
sién de lo que serfa el concepto de acta previa derivado de esa nocibn,
por cuanto la comprobacifn total puede dar lugar aun acta previa --y no
definitiva— en razén de la conformidad parcial del contribuyente. Pero
lo que me resulta diffcilmente aceptable es una revisién del propio con-
cepto de acta definitiva, en el sentido de adminitir como tal una acta
"parcial', pues las actas definitivas siempre dan lugar a liquidaciones
definitivas y una liquidacién de esta naturaleza no puede basarse sélo

en una parte de los elementos del supuesto de hecho.

En realidad lo que ocurre es que el acta aceptada parcialmente es
un acta definitiva de disconformidad, es decir, un acta de constancia de
hechos comprensiva de todos los relevantes en el supuesto tributario, que
seguirf sus propios trfimites; al tiempo que los elementos aceptados se
hacen constar en un acta previa a efectos de la liquidacién a cuenta
(168). En este sentido, el apartado 5 del artficulo 50 nos dice que "Las
actas previas se tramitarfin atendiendo a que el sujeto pasivo, retenedor
o responsable haya o no manifestado su conformidad a la propuesta de 1li-
quidacién contenida en el acta", lo que es aplicable al acta de conformi-
dad parcial y a los casos de conformidad o disconformidad total con la

propuesta de liquidacién provisional.

A la vista de las consideraciones anteriores siguen siendo perfec-
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tamente vAlidas las siguientes conclusiones que el profesor Palao formu-
lara con relacién al Real Decreto 412/1982: "La distincién entre actas
previas y definitivas, tal como se entiende por las normas positivas, no
depende s6lo del hecho de que en ellas se recoja o no el resultado final
(comprobacién total) de la actividad inspectora. Para dichas normas, la
caracterfstica definitoria del acta previa es que da lugar a una liquida-
cién provisional, concretamente a una liquidacién a cuenta... Dicho con-
cepto, como el correspondiente de acta definitiva, se ha vaciado de con-
tenido sustantivo para convertirse en una nocién formal. Es curioso ob-
servar, en este sentido, que un acta que documente el resultado final
de la Inspeccién (y por tanto, con el mismo contenido material) seré de-
finitiva tanto si el contribuyente la acepta in toto como si la rechaza
por completo, ya que en ambos casos la liquidacién que se practique serf
definitiva; serf, en cambio, previa, si el sujeto pasivo no le presta més
que una conformidad parcial. Para las normas positivas, pues, la corres-
pondencia entre los dos pares de conceptos: acta previa-acta definitiva

y liquidacién provisional-liquidacién definitiva es completa" (169).

El propio artfculo 50,2,a) dispone que "también podré utilizarse
el acta previa de conformidad simultfineamente con la definitiva de dis-
conformidad en los casos en que el interesado se muestre conforme con la
cuota regularizada y disconforme con la liquidacién de alguno o de todos
los demfis elementos determinantes de la deuda tributaria". El1 precepto
no presenta en fii mayores problemas, pues se trata @nicamente de un su-

puesto concreto de conformidad parcial.

El dltimo supuesto de acta previa es el de las actas formalizadas

para recoger separadamente los resultados de actuaciones de comprobacién
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e investigacién motivadas por una denuncia pfiblica, cuando esta pieza se-
parada deba servir en su caso para iniciar el expediente de reconocimien-
to al denunciante de derechos que la normativa vigente le reconozca (art.
50,3,d). Sobre ello hay que tener en cuenta que la denuncia pfiblica con-
tinfia rigiéndose por las normas respectivas de la Real Orden de 13 de ju-
lio de 1926 --concretamente, por los artfculos 73, 74, 88 y 89—, por la
que se aprob8 el Reglamento de la Inspeccibn, con las modificaciones in-
troducidas por la Real Orden de 19 de noviembre del mismo afio (Disposi-

cibn derogatoria, apartado 2, letra A) del Real Decreto 939/1986).

Por otra parte, el Reglamento se limita a sefialar que las actas
que extiende la Inspeccién de los Tributos pueden ser previas o definiti-
vas, pero no contiene una definicién de las mismas, circunstancia, por

lo deméis, tradicional en nuestro Derecho (170).

Desde otra perspectiva cabe destacar que la distincién entre acta
previa y acta definitiva es, en la préictica, enormemente insegura, en el
sentido de que la calificacién depende en buena medida de la discreciona-
lidad del Inspector actuario, que siempre tiene la posibilidad de estimar
insuficiente la comprobacién llevada a cabo (véase el artfculo 52,2,c),
incoando, por tanto, acta previa. La normativa se limita a ordenar que
"Cuando la Inspeccién extienda un acta con el carficter de previa deberé
hacerlo constar asf expresamente, sefialando las circunstancias determi-
nantes de su incoacibn con tal carficter y los elementos del hecho imponi-
ble y de su valoracién a que que se haya extendido ya la comprobacién

inspectora" (art. 52,4 del Reglamento).

Con todo, hay que reconocer que la nocién de acta previa se ha vis-
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to concretada en la reglamentacibén actual, en relacién a la anteriormente
vigente. En efecto, se ha suprimido la norma que prevenfa la posibilidad
de extender acta previa en supuestos anllogos a los expresamente regula-
dos (171), de manera que al menos en la actualidad los casos en que pro-
cede acta previa se encuentran tasados, y tampoco es potestativa, sino

obligatoria, la incoacién del acta de tal car&cter.

4, Actas sin descubrimiento de deuda.

Hasta el Real Decreto de 12 de febrero de 1982, las actuacio-
nes inspectoras de las que no se derivaba diferencia entre 1lo declarado
por el contribuyente y el resultado de la comprobacién se documentaba
de muy diversas formas. Aunque el Reglamento de 1926 disponfa (art. 61,
A) que tal situacién debfa documentarse en acta --la niimero 8, que des-
pués se denominarfa "acta de comprobacién'"—— en la préctica inspectora
¥y en la propia reglamentacién de los distintos tributos, no s6lo se uti-
lizaba este tipo de acta sino que se contemplaba la posibilidad de docu-
mentacién en diligencias y comunicaciones, es decir, la triple versién

documental del artfculo 144 de la Ley General Tributaria (172).

El precitado Real Decreto de 1982 puso fin a esta diversidad de
criterios, tipificardo la figura de las "actas sin descubrimiento de cuo-
ta", que la Orden de 26 de mayo de 1982 denominé "actas de comprobado y
conforme", nombre que --seglin habfa sefialado Mantero (173 )— era el que

debfa adoptar este documento.

El Real Decreto de 31 de octubre de 1984 (en su artfculo 62), afia-

dié al acta de comprobado y conforme otra modalidad de acta sin descubri-
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miento de cuota, para los casos en que procediendo la regularizacién de
la situacién tributaria del sujeto pasivo no resultase deuda tributaria
alguna en favor del Tesoro. La situacién sustantiva que aquf subyace es
la compensacibén de deudas tributarias como modo de extincién de las mis-
mas, prevista, como es sabido, en el artfculo 68 de la Ley General Tribu-
taria, y cuyas normas generales se contienen en el artfculo 65 del Regla-~
mento General de Recaudacién. Este nuevo tipo de acta venfa a responder
a la actual configuracién del sistema tributario, en el que son frecuen-
tes —-Impuesto sobre la Renta de las Personas FfIsicas, sobre Sociedades,
a los que ha venido a afiadirse el Impuesto sobre el Valor Afiadido--, los
casos de devolucién de ingresos por parte de la Hacienda P@blica, supues-
tos que en la doctrina italiana se denominan de '"restitucién", para con-

troponerlos a los de reembolso de sumas indebidamente pagadas (174),

El nuevo Reglamento General de la Inspeccién, en su artfculo 51,
recoge ambos tipos de actas, que configura como modalidades de "actas sin
descubrimiento de deuda'", definiendo &stas como "aquellas de las que se
deriva una liquidacién sin deuda a ingresar por el sujeto pasivo o rete-

nedor'.

El acta de comprobado y conforme (art. 52), expresa la conformidad
de la Inspeccibn con la situacibén tributaria del sujeto pasivo, situacién
que, dice el Real Decreto, se estima correcta. Como norma general, estas
actas se tramitan como las de conformidad, pero también se prevé que el
interesado pueda manifestar su disconformidad con el resultado de la ac-
tuacién inspectora, "por entender que no era correcta la liquidacién por
€1 formulada. En este caso, el acta de comprobado y conforme, excepcional-

mente, se tramitarf como un acta de disconformidad" (art. 52, 3). Segura-
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mente, el origen de esta situacién, aparentemente paradfjica, debe ha-
llarse en el nuevo régimen de infracciones y sanciones tributarias. En
efecto, la reforma de la Ley General Tributaria en esta materia y, més
concretamente, la tipificacién de las conductas que constituyen infrac-
cién grave segln el artfculo 79 de dicho texto legal, puede dar origen
en muchos casos --y de manera importante respecto de exenciones y bonifi-
caciones--, a situaciones conflictivas, habida cuenta de que la interpre-
tacibén de las normas no es nunca una operacién, si se nos permite la ex-
presién, matemfticamente exacta. Quiere decirse que el contribuyente, an-
te la eventualidad de ver calificada su conducta como infraccifn grave,
puede verse compelido a efectuar su declaracifn-liquidacién segfin una de-
terminada interpretacién de las normas, que, sin embargo, &1 no estima
correcta. Creo que es esta situacién la que refleja la prevista discon-
formidad del contribuyente con el acta de comprobado y conforme, discon-
formidad que se concreta en considerar incorrecta la declaracién por &l
formulada. La consiguiente tramitacién de las actas de comprobado y con-
forme como actas de disconformidad o, mAs exactamente, la doble calificacién
de estas actas como actas de cqnformidad y actas de disconformidad, cons-

tituye una novedad en nuestro Derecho.

E1l Reglamento dispone, como norma general para todas las actas, que
respecto de los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio de las Personas
Ffsicas y del Impuesto sobre Sociedades, deberf incoarse un acta por cada
periodo impositivo a que se extienda ;a comprobacién (art. 49, 4). Esta
regla sufre una excepcién en las actas de comprobado y conforme, que se
extenderfin, respecto de cada tributo, por todos los periodos impositivos

o declaraciones a los que se extiende la conformidad (art. 52, 1). En
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cuanto a los demés tributos distintos de los sefialados el principio gene-
ral es que la Inspeccifn puede extender una finica acta respecto de todo

el periodo objeto de comprobacién (art. 49, 4).

Por lo que se refiere al acta sin descubrimiento de deuda con regu-
larizacién !de la situacién tributaria del sujeto pasivo o retenedor, igual
mente puede &ste manifestar su conformidad o disconformidad, tramiténdose
el acta conforme a dicha manifestacién (art. 53, 1). Cuando de esta regu-
larizacién resulte una cantidad a devolver al interesado, la liquidacién
derivada del acta que se incoe serviré para que la Administracién inicie
de inmediato el correspondiente expediente de devolucibn de ingresos, te-
niendo el crédito a favor del interesado la consideracién de reconocido,
liquidado y notificado, a los efectos previstos en el Reglamento General
de Recaudacifn, en punto a compensacién de deudas tributarias (art. 53,

2 del Reglamento General de la Inspeccién).

S. Actas de conformidad.

A tenor del artfculo 54 del Reglamento General de la Inspec-
cifn el acta de conformidad puede definirse como aquella en la que el in-
teresado acepta fntegramente la propuesta de liquidacién practicada en
la propia acta. Son varios los problemas que estas actas plantean, pro-
blemas que pueden estructurarse en torno al objeto, la naturaleza y los

efectos de la conformidad del contribuyente.

A) Objeto de la conformidad.

La determinacién del é&mbito objetivo de la conformidad del
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contribuyente no es un problema precisamente nuevo en nuestro Derecho.

La Ley General Tributaria, en su artfculo 145,1,d), no contiene
ninguna regla especffica dirigida a acotar las materias a las que se re-
fiere la conformidad del sujeto pasivo, prevista en aquel precepto como
contenido del acta. No obstante, pudiera entenderse, a la vista del cita-
do artfculo 145, que la conformidad se refiere a todos los extremos con-
signados en el acta. Resultarfa asf que el objeto de la conformidad es
doble: por una parte, los datos flcticos recogidos en el acta, esto es:
"los elementos esenciales del hecho imponible y de su atribucién al suje-
to pasivo (art. 145,1,b) de la Ley General Tributaria); por otro lado,
las consecuencias jurfdico-tributarias de aquellos datos propuestas por
la Inspeccién, o sea, ''la regularizacién de las situaciones tributarias"
que la Inspeccidn estime procedente (art. 145,1,c) del mismo cuerpo le-

gal) (175).

Por otra parte, el artfculo 146,1 de la propia Ley General Tributa-

ria refiere la conformidad del contribuyente a las circunstancias consig-

nadas en el acta, lo que parece excluir del objeto de la misma la regula-
rizacién de las situaciones tributarias propuesta por el Inspector actua-

rio.

Esta falta de claridad con que la conformidad ha sido disefiada en
nuestro Derecho no hace més que confirmarse en las sucesivas disposiones
sobre la materia. Asf, el Real Decreto 1920/1976, en términos semejantes
al Decreto de 8 de julio de 1965 (176), disponfa en su artfculo 22, 2 que
en el acta se especificarfi, en su caso "si la conformidad prestada se ex~-

tiende a la regularizacifn de la situacién tributaria y a las liquidacio-
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nes en ella practicadas"; y el artfculo 32, apartados 1 y 2 de este mismo
Real Decreto referfa la conformidad a la "liquidacién formulada por 1la
Inspeccién" o practicada en el acta, en tanto que el apartado 6 de este
mismo artfculo exclufa de impugnacién "los elementos y demfs circunstan-
cias integrantes del respectivo hecho imponible a que hubiere prestado
su conformidad el sujeto pasivo'". Por su parte, tanto el Real Decreto de
12 de febrero de 1982 (art. 32), como el Real Decreto de 31 de octubre
de 1984 (art. 72), referfan la conformicdad del sujeto pasivo a la pro-

puesta de liquidacién practicada en el acta por la Inspeccién, "enten-

diéndose --afiadfan a continuacién los citados preceptos—— que la confor-
midad se extiende no s8lo a los hechos recogidos en el acta, sino también
a todos los elementos determinantes de la cuantfa de la deuda tributa-
ria". Ademls, en ambos Decretos se disponfa que "en ningln caso podrén
impugnarse por el sujeo pasivo los hechos y las bases a los que dié su
conformidad, salvo que pruebe haber incurrido en error de hecho" (art.

72,1 del Real Decreto de 1982, y art. 11,5 del Real Decreto de 1984).

El problema continfia plantefindose en el nuevo Reglamento General,
aunque en una interpretacién apesurada de su artfculo 54 pudiera pensarse
otra cosa. En efecto, el citado precepto, como hemos dicho, distingue en-
tre actas de conformidad y actas de disconformidad, segén que el intere-
sado haya aceptado fntegramente o no la propuesta de liquidacién formula-
da en el acta por la Inspeccién. Igualmente, los artfculos 55 y 56, rela-
tivos a las actas de conformidad y a las de disconformidad, respectiva-
mente, refieren la conformidad a la "propuesta de liquidacién contenida

en el acta" (art. 55) y a la "propuesta de regularizacién contenida en

la misma" (art. 56).
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A primera vista, pues, la cuestibén parece clara. Sin embargo, con-
cluir que el objeto de la conformidad lo constituye propiamente 1la pro-
puesta de liquidacién serfia, en todo caso, una conclusién apresurada.
Primero, porque la legalidad tributaria impide que la aplicacién de nor-
mas jurfdicas que toda liquidacién o propuesta de regularizacién conlleva
pueda ser objeto de la "conformidad" del contribuyente. Segundo, proque
"si la conformidad produce algfin efecto, su objeto jurfidicamente relevan-
te tiene forzosamente que coincidir con el éimbito material de dicho efec-
to" (177). Asf las cosas hay que tener en cuenta que el contribuyente
puede impugnar en todo caso la liquidacién paracticada conforme a la pro-
puesta formulada por el Inspector actuario y aceptada, inicialmente, por
aquél (178). Ademéis, es significativo el que la vigente normativa se re-
fiera a los "elementos determinantes de las bases tributarias', en orden
a su inimpugnabilidad por el obligado tributario, frente a las anteriores
disposiciones que referfan tal inimpugnabilidad a las bases mismas. De
este fmbito material del efecto de la conformidad se deduce que la con-
formidad Gnicamente se extiende a los elementos o supuestos de hecho con-

signados en el acta.

Ahora bien, si la conformidad no puede extenderse a la “aplicacién
de normas jurfdicas, ;qué sentido tiene la aceptacién por el contribuyen-
te de la propuesta de liuqidacién practicada en el acta y a la que las
normas se refieren?. Adviéirtase que esta aceptacibn es jurf#dicamente re-
levante, puesto que las normas hacen depender de ella la calificacién del
acta y su consiguiente tramitacién, esto es, el curso mismo del procedi-
miento. A mi juicio s6lo puede hablarse aquf de una conformidad en senti-

do impropio, en cuanto la conformidad con las circunstancias consignadas
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en el acta --segfin los términos del arté&culo 146,1 de la Ley General Tri-

butaria--, conlleva legalmente como consecuencia una aceptacibn inicial

y no vinculante de la liquidacién que, a partir de esos hechos reconoci-

dos, formule el Inspector actuario (179). Esta aceptacién no vinculante
o conformidad impropia es la circunstancia normativamente relevante para
la calificacién de las actas, pero sflo respecto de la aceptacibébn por el
obligado tributario de los elementos de hecho consignados en el acta pue-

de hablarse de conformidad propiamente dicha.

B) Naturaleza jurfdica.

Estrechamente vinculado con el fmbito objetivo de 1la confor-
midad del contribuyente aparece el problema de la naturaleza jurfdica de
dicha conformidad. Se trata, como es sabido, de uno de los temas més po-

lefiicos del procedimiento de la Inspeccifn de los Tributos.

La posicifn tradicional en nuestra doctrina concibe la llamada con-
formidad del contribuyente como una confesién extrajudicial, es decir,
un reconocimiento de la exactitud de los hechos recogidos en el acta. La
conformidad constituye asf una manifestacién de conocimiento o declara-
cién de ciencia y, por consiguiente, es un verdadero medio de prueba que
no da origen a acto negocial alguno. Tal es la posicifn, entre otros, de
los autores de las "Notas de Derecho financiero", de Pérez de Ayala, Ca-

rretero Pérez, Mantero Saenz, Arias Velasco y Carral Larrauri (180).

La naturaleza transaccional de la conformidad es ampliamente recha-
zada por el carficter legal de la obligacién tributaria, aunque 1la nocién

de transaccifn no ha sido completamente desterrada. En este sentido, el
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profesor Albifiana (181) habla de una transaccién sui generis, matizacién
suficientemente representativa de que el supuesto acuerdo transaccional
entre el sujeto pasivo y la Inspeccién implica una disponibilidad del ob-
jeto que ciertamente no concurre en la materia jurfdico tributaria. Como
ha puesto de relieve el profesor Palao, la afirmacién de que el acta de
conformidad encierra una transaccibn es insostenible en el plano dogméti-
co, por razones que se resumen en que la transaccién no pretende introdu-
cir certeza sobre una relacién jurfdica, sino suprimir un litigio median-

te el aliquid datum et retentum, prescindiendo de eliminar la incertidum-

bre anterior. Por ello la transaccién es incompatible con el principio
de legalidad tributaria, que excluye todo poder de disposicién sobre la
obligacibén e impone, por el contrario, que &sta resulte de la aplicacién
de la Ley a la situacién realmente existente, que es la que debe aspirar-

se a fijar (182),

Frente a estas dos alternativas --confesién extrajudicial o negocio
transaccional-—— se ha sostenido una tercera posibilidad, concretamente
por el profesor Palao, cuya tesis al respecto ha sido sustacialmente acep

tada por Calero Rodriguez (183).

Parte el profesor Palao de una delimitacién de la figura de la con-
fesién extrajudicial, a la que, siguiendo a Dfez-Picazo (184), asigna las
dos notas definitorias siguientes: 12, el que '"se refiere siempre a he-
chos y consiste... en un admitir la certidumbre de un hecho, en conside-
rarlo como verdadero. Si el objeto de la confesifn --dice Dfez-Picazo——
es siempre un hecho, debe negarse naturaleza confesoria a los actos de

reconocimiento o de admisi8n de situaciones jurfdicas. Cuando el recono-

cimiento recae sobre una situacién de derecho nos encontramos en presen-
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cia de un negocio jurfdico de fijacién y, por tanto, deben producirse los
efectos tfipicos de este tipo de negocios". Aunque la figura de la confe-
sién extrajudicial no presenta precisamente perfiles nftidos, es comfin-
mente admitido el que sélo se refiere a datos de hecho. Como escribe
Guasp, no puede haber '"una confesién que recaiga sobre datos de derecho,
los cuales se hallan normalmente exceptuados del &mbito probatorio; ni
siquiera cuando los puntos de derecho vienen combinados con los de hecho,
como ocurre en la confesién de una relacién jurfdica, la cual, por tal

razén fundamental, debe ser rechazada" (185).

Como segunda nota de la confesifn sefiala Palao que su efecto tfpico
es "hacer prueba contra su autor (artfculo 1232 del Cédio Civil), es de-
cir, que la confesién de hechos desfavorables para el confesante hace

prueba de ellos, pero no asf la de hechos favorables" (186).

A juicio del citado profesor la conformidad del contribuyente no
reune estas notas esenciales, ya que entiende que tal conformidad se pres
ta a la regularizacién de las situaciones tributarias, lo que comprende
no sélo elementos de hecho sino también de derecho, y porque la conformi-
dad hace prueba no finicamente en lo desfavorable para el contribuyente,
sino también en lo favorable para el mismo. Consiguientemente, Palao re-
chaza la concepcibn probatoria de la conformidad, a la que asigna caréfic-
ter negocial, en el sentido de que la manifestacién del contribuyente
es de voluntad y que en unién con la de la Administracién genera un acto
administrativo de carficter también negocial. E1l acta que ha recibido 1la
conformidad del contribuyente se configura asf como un acto administrati-

vo de fijacién ("accertamento") de los datos y elementos necesarios para
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la liquidacién del tributo, de manera similar a la construccién dominante

en la doctrina italiana sobre el "concorda tributario" (187).

Por otra parte, esta tesis encuentra apoyo en la jurisprudencia del
Tribunal Econémico Administrativo Central y del Tribunal Supremo, que ha
sostenido en diversas ocasiones, frente a la concepcién probatoria de 1la
conformidad, su carfcter de manifestacién de voluntad e incluso la natu-

raleza de pacto o convenio de dicha clase de actas (188).

Desde la perspectiva de las normas vigentes, a la tesis expuesta
pueden formuléirsele dos observaciones. En primer 1lugar, no parece tan
claro que la aceptacién del sujeto pasivo se extienda propiamente a 1la
regularizacién de las situaciones tributarias, comprendiendo elementos
de derecho. Particular importancia reviste en este punto el artfculo 61,3
del Reglamento General, al disponer, como hemos visto, que en ningin caso

podrén impugnarse por el obligado tributario los hechos y los elementos

determinantes de las bases tributarias respecto de los que dié su confor-

midad..., lo que limita el é&mbito objetivo de la misma a cuestiones de
hecho, pues sélo en cuanto a &stos la conformidad produce efectos vincu-
lantes para el interesado (189), En segundo lugar, los efectos de la con-
formidad respecto de la Administracién son hoy sensiblemente distintos
a los previstos en la anterior reglamentacién. En efecto, sefiala Palao
la vinculacién de la Administracién, al menos al contenido féictico del
acta, tanto en lo desfavorable como en lo favorable al contribuyente, ya
que aquélla no podfa revisar los hechos aceptados, limitfindose finicamente
a coregir la indebida aplicacién de las normas a tales supuestos ( 190 ),
En la actualidad, sin embargo, no existe esa vinculacién de la Adminis-

tracién al contenido féictico del acta. Antes al contrario, segin previene
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seglin previene el aertfculo 60, 3 del Reglamento General, el Inspector
Jefe acordarfi la iniciacién del correspondiente expediente administrati-
vo, si observase en la propuesta de liquidacién formulada en el acta

error en la apreciacién de los hechos en que se funda o indebida aplica-

cién de las normas jurfdicas.

Asf las cosas no parece haber base suficiente en nuestro Derecho
para trasladar la construccifn del acta de conformidad como negocio de
fijacién (191), A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta la supresién
de la condonacién automftica de sanciones, con la broblemética que de
ella se derivaba sobre el carficter ex lege de la obligacién tributaria
lo que, por ende, constitufa un importante aspecto para hablar de un con-
tenido negocial del acta de conformidad. Cierto es que la conformidad del
contribuyente es uno de los criterios previstos en punto a la graduacién
de sanciones (art. 82, h) de la Ley General Tributaria), pero es evidente
la diferencia sustancial que existe entre este efecto de atenuacién y el
instituto de la condonacifn automfitica de sanciones. Tal como se declara
en el Prefimbulo del Real Decreto de 25 de abril, "Esta circunstancia de
graduacién vendrfa justificada por la actitud del obligado tributario que
la conformidad revela y que supone un cierto arrepentimiento de la infra-

ccién cometida.

En mi opinién, es perfectamene véilida la posicién tradicional en
nuestra doctrina. La conformidad prestada por el obligado tributario, en
cuanto recae sobre hechos, constituye una declaracifin de conocimiento,
de la que no se derivan efectos vinculantes para la Administraciéin, que
en todo caso puede rectificar los hechos a los que tal conformidad se

presté. No obstante, no puede silenciarse que en el Preéimbulo del Real
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Decreto, de acuerdo con el criterio positivo determinante de la califica-
cibén de las actas a efectos de su tramitacifn, parece considerarse la
conformidad no sélo como una aceptacién de los hechos, sino también de
los elementos de derecho. Efectivamente, tras afirmarse que el acta de
conformidad no puede en absoluto - concebirse como el resultado de una
transaccién —concepcién que, se afirma, se ve impedida no ya finicamente
por el carécter ex lege de la obligacién tributaria, sino por la propia
razén de ser de las actuaciones inspectoras--, se declara: "La conformi-
dad del obligado tributario constituye un pronunciamiento procesal acerca
de la certeza de los hechos imputados por la Inspeccién, pudiendo compren
der en cierto modo una confesién, y de la correccién de la propuesta de
liquidacién. A la conformidad llega el interesado como consecuencia de
las pruebas aportadas por la Inspeccién y del juicio que le merece la ca-
lificacién jurfdica que la Inspeccién efect@a...". A mi entender, el pro-
blema estriba en configurar como "conformidad", ni considerfindola como
manifestacién de conocimiento, ni entendiéndola como manifestacién de vo-
luntad, la aceptacién de algo —una propuesta de liquidacién-- que, sin
embargo, puede ser impugnada, se supone que, precisamente, por no merecer

un juicio positivo la calificacién jurfdica que la Inspeccién efectéa.

Tal vez el hecho de que se siga utilizando aqu# el término "confor-
midad", asf& como el que sea eéa. supuesta conformidad, no a 1los hechos,
sino a la calificacién jurfdica de los mismos apreciada por el Inspector
actuario, lo que determine la calificacién del acta, no sea més que la
manifestaciin de una cierta inercia o apego al acta de invitacién creada
en 1927, Pero tal denominacifén no se compadece en absoluto con el régimen

jur€dico de las actas de conformidad vigente hoy en nuestro Derecho.
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Por lo demés, se tiene la sensacién de que, en realidad, lo que se
persigue con esta regulacién es que el obligado tributario preste normal-
mente su conformidad, lo que, por otra parte, tampoco es nuevo entre no-
sotros, como hemos tenido ocasién de comprobar al analizar la evolucién
histérica en esta materia. En otros términos, lo que se pretende es que
el acta de conformidad sea el documento normal y ordinario de la actua-

cién inspectora.

C) Efectos.

Aunque los efectos jurfdicos de la conformidad del contribu-
yente han sido adelantados, en buena medida, en las consideraciones que

anteceden, nos referiremos a ellos a continuacién, mlAs sisteméticamente.

En primer lugar, debe destacarse, precisamente, la ausencia de efi-
cacia preclusiva del acta de conformidad, respecto de la Administracién.
La Administracién no queda vinculada a las afirmaciones contenidas en el
acta, y esta desvinculacién se da tanto respecto de los juicios acerca
de la aplicacién del derecho, como de las propias circunstancias de hecho

consignadas en aquélla.

Segén previene el artfculo 60, 3 del Reglamento, '"Si el Inspector
Jefe observase en la propuesta de liquidacién formulada en el acta error
en la apreciacién de los hechos en que se funda o indebida aplicacién de
las normas jurfidicas, acordar8fi de forma motivada la iniciacién del corres
pondiente expediente administrativo, notificéindolo al interesado dentro
del.plazo de un mes" a partir de la fecha del acta. Asf§ pues, respecto de

la Administracién, esta amplia posibilidad de revisar de oficio el acta
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de conformidad niega toda eficacia vinculante a este documento. Justamen-
te por ello resulta inviable en la actualidad la construccién de la con-
formidad como acto de fijacién, ya que, segfin ha puesto de relieve Fal-
zea, el efecto esencial caracterfstico de todo acto de fijacién es el efec
to preclusivo, consistente en la '"irrelevancia de toda impugnacién rela-
tiva al contenido de la situacién jurfdica comprobada sobre la base de
su valor histérico-jurfdico". Y "una consecuencia de este efecto preclu-
sivo --escribe Palao-- es que los actos jurfdicos que tienen como presu-
puesto los datos o situaciones objeto de la fijacién tienen que ajustarse
necesariamente al contenido de ésta, por la cual resultan en consecuencia

vinculados" (192).

Respecto al contribuyente, el #&mbito de la fuerza vinculante del
acta resulta de lo dispuesto en el artfculo 61, apartado 3, segén el
cual, "En ning@n caso podrfin impugnarse por el obligacio tributario los
hechos y los elementos determinantes de» las bases tributarias respecto
de los que dié su conformidad...". En consecuencia, el contribuyente que-
da vinculado por todos los aspectos féicticos del acta a los que la con-
formidad se prestf. No ocurre io propio en cuanto a las cuestiones jurfi-
dicas, pues "Las liquidaciones tributarias producids conforme a la pro-
puesta contenida en un acta de conformidad y los demfis actos de liquida-
cién dictados por la Inspeccifn de los Tributos serfin reclamables en vfia
econ8mico-administrativa, previo el recurso de resposicién ante el Ins-
pector Jefe, si el interesado decidiera interponerlo" (art. 61, 1). Este
alcance de la eficacia preclusiva del acta de conformidad, limitado a las
cuestiones de hecho, es el adecuado al principio de legalidad tributaria,

pues la aplicacién de las normas no puede quedar a expensas de la volun-
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tad ni de la Administracién ni del contribuyente.

Continuando con una norma de gran arraigo en nuestro ordenamiento
—norma que se vié excepcionada, sin embargo, en la reglamentacién del
procedimiento de liquidacién de 1984 (193)-- se dispone la regla general
de inimpugnabilidad directa del acta, ordenéindose que "No podréin impuganrse
las actas de conformidad, sino f@inicamente las liquidaciones tributarias,
definitivas o provisionales, resultantes de aquéllas" (art. 61,1,2, se-
gundo pfrrafo). Aunque esta inimpugnabilidad se ha explicado reiterada-
mente por tratase de acto tréimite, no estfin ausentes de la misma razones
de economfa procedimental, atendiendo a la posicifén del acta en el proce-

dimiento de gestién (194).

Como excepcién a la inimpugnabilidad de los hechos a los que se dié
la conformidad, el Reglamento previene la posibilidad de su impugnacién
en el supuesto de que el obligado tributario "pruebe haber incurrido en
error de hecho" (art. 61,3). Se trata de una excepcién al &mbito material
de la eficacia vinculante del acta, no de una revocacién de la conformi-
dad, como podrfa pensarse desde la configuracibn de ésta como una decla-
racién de voluntad. El1 artfculo 61,3 del Reglamento utiliza, como sus
precedentes, una expresifn muy semejante a la del artficulo 1234 del Cé-
digo Civil, relativo a la confesién. Desde la perspectiva de la naturale-
za confesoria de la conformidad resulta aplicable al citado ar€&iculo 61,3
una autorizada interpretacién de nuestra doctrina sobre la significacién
del error de hecho al que se refiere el C8digo Civil, segfin la cual, no
se trata de inexactitud subjetiva --o sea, de error o vicio de 1la volun-
tad-- sino de inexactitud objetiva --es decir, de discordancia entre los

hechos confesados y la realidad—- (195),
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La argumentacién en que se fundamenta esta interpretaciébn del ar-
tfculo 1234 del Cédigo Civil me parece~ perfectamente vfilida- para recha-
zar la admisibilidad de impugnacién de la conformidad por vicio de la vo-
luntad, al margen de que se comparta o no su naturaleza confesoria. Con-
cretamente, si se entiende por "error de hecho" la inexactitud subjetiva
se producirfa el absurdo de permitir la impugnacién de la conformidad
verdadera --o sea, de unos hechos ajustados a la realidad-- pero prestada
por error, en tanto que no serfa posible impugnar la conformidad prestada
a unos hechos que no se corresponden con la realidad, pero en la que no
existe error subjetivo. Tal situacién serfa teéricamente absurda y préc-
ticamente incoveniente, por lo que el error de hecho, como causa que fun-
damenta la impugnacién de las circunstancias a las que el obligado tribu-
tario dié su conformidad, debe entenderse dando al concepto de error no su
sentido técnico de vicio de la voluntad, sino su sentido més amplio y

vulgar de pura discordancia con una realidad determinada (196),

Otro efecto derivado del acta de conformidad -—-aunque no dimana
directamente de ella-- es el constituir al interesado en la obligacién
de ingresar el importe de la deuda tributaria, bajo apercibimiento de su
exaccién en via de apremio, en los plazos previstos en el artfculo 20,
2 del Reglamento General de Recaudacién, siendo fecha determinante del
cémputo de estos plazos aquella en que se entienda producida la liquida-
cién derivada del acta ( art. 55,2). Y segiin el nfinero 2 del artfculo 60,
tal liquidacién se entiende producida de acuerdo con la propuesta formu-
lada en el acta, si transcurrido el plazo de un mes desde la fecha de €s-
ta no se ha notificado al interesado acuerdo del Inspector Jefe competen-

te rectificando la liquidacién propuesta en el acta, iniciando expedien-
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te en tal sentido o anulando el acta incoada. De manera que, como antes
apuntfbamos, la obligacién de ingresar el importe de la deuda tributaria
no deriva directamente del acta, sino del acto administrativo de liquida-
cibén, aunque se trate de un acto presunto. Ello es coherente con el ca-
récter de mera propuesta de la liquidacién formulada en el acta por el

Inspector actuario (197 ).

La liquidacién derivada del acta de conformidad puede ser provisio-
nal o definitiva, seglin que aquélla sea un acta previa o definitiva. 'En
este Gltimo caso el pago tiene el carficter de un ingreso a cuenta de la

liquidacién definitiva que posteriormente se practique.

Por otra parte, hay que tener en cuenta que el artfculo 20 del Re-
glamento General de Recaudacién ha sido objeto de nueva redaccién por el
Real Decreto 338/1985, de 15 de marzo, sobre normas de gestién tributa-
ria, recaudatoria y contable. Obviamente, tal obligacién de ingreso sélo
se produce cuando el acta séa de conformidad y con descubrimiento de deu-
da, como el Reglamento General de Inspeccibén se ocupa de precisar, habida
cuenta de la existencia de actas sin descubrimiento de deuda que se se

tramitan como de conformidad.

La competencia para dictar el acto administrativo de 1liquidacién
corresponde al Inspector Jefe del 8rgano o dependencia, central o terri-
torial desde el que se hayan llevado a cabo las correspondientes actua-
ciones inspectoras (art. 60, 1). Se prevé, no obstante, que el Ministerio
de Economfa y Hacienda puede disponer, por necesidades del servicio, que
determinados Inspectores Jefes puedan realizar directamente actuaciones

inspectoras, en particular de comprobacifn e investigacién. En este caso
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los actos de liquidacién tributaria y los demfis actos administrativos que
procedan se dictarfin por otro Inspector Jefe que se determine al efecto.
Como es claro, tal norma tiene por finalidad salvaguardar la garantfa que
supone la separacibn de personas entre quien realiza la inspeccién y quien

dicta el acto administrativo.

Por su parte, el Inspector actuario, como vemos, ostenta facultades
de liquidacién en sentido amplio, pero sblo formula propuestas de liqui-
dacibén, no liquidaciones en sentido estricto. Este proclamado caréfcter
de mera propuesta de la liquidacién contenida en el acta no se ve contra-
dicho por el régimen jurfdico previsto para las mismas, ni en punto,
concretamente, al ingreso de la deuda --que no procede sino desde que
exista acto administrativo de 1liquidacién, expreso o presunto--, ni en

lo que atafie a su impugnacién.

También compete al Inspector Jefe la rectificacién de oficio de 1la
propuesta de liquidacién formulada en el acta, pudiendo incluso anular
ésta. Tal facultad no tiene, en rigor, entidad auténoma, sino que es inhe

rente a la potestad de resolucién del procedimiento de liquidacién (198).

De acuerdo con los apartados 2 y 3 del artfculo 60 del Reglamento
General, y del artfculo 13 de la Orden de 26 de mayo de 1986 --que desa-
rrolla el Reglamento General y por la que se dictan normas respecto de
la competencia y servicios dependientes de la Direccién General de Ins-
peccién Financiera y Tributaria--, el procedimiento a seguir es el si-

guiente:

- Recibida el acta de conformidad y sus antecedentes, el Inspector

Jefe dispondré lo conveniente para su examen en el plazo de 15 dfas desde
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la recepcién del acta. A continuacién el expediente se remitirf a la In-
tervencién para su fiscalizacibn, devolviéndose después a la Dependencia

Inspectora.

- Si el Inspector Jefe, inicialmente o como consecuencia de los re-

paros formulados por la Intervencibn, apreciara errores materiales en la

propuesta de liquidacién formulada en el acta, dictaré acto de liquida-
cibén rectificéndolos. Ahora bien, hay que diferenciar, como hace la Orden
de 26 de mayo, si la rectificacién tiene carbcter positivo ——esto es, en

mlAs-—, O negativo --o sea, en menos--.

Si la rectificacién supone una minoracién de la deuda tributaria,
la liquidacién --la Orden, inexplicablemente, habla de 'nueva liquida-
cién"-- se notificar& al interesado, previa su fiscalizacién en el plazo
de cinco dfas. Esta liquidacién y su correspondiente notificacifn dejaré
sin efecto la propuesta de liquidacibén contenida en el acta y constituiré
al obligado tributario en la obligacibén de satisfacer el nuevo importe
de la deuda tributaria, computéndose los plazos de ingreso segfin la fecha

de la notificacién.

Si la rectificacién supone un incremento de la deuda tributaria,
el pArrafo segundo del artfculo 13,2 de la Orden Ministerial dispone 1li-
teralmente que "se dictarf una liquidacién suplementaria por el exceso
que, notificada al interesado, deberé ser pagada por &ste segiin la fecha
de esa notificacién; para el pago de la deuda tributaria resultante de
la propuesta de liquidacién contenida en el acta y ahora confirmada, con-
tinuarfin rigiendo, no obstante, los plazos de pago en periodo voluntario

determinados por el transcurso de un mes desde la fecha del acta".
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El precepto no es, desde luego, un modelo de precisién. Se habla
de liquidacién "suplementaria': la denominacién es novedosa, aunque pré-
xima terminolégica y teleolégicamente a la liquidacién complementaria,
pero mientras ésta es una modalidad de liquidacién provisional, la liqui-
dacién suplementaria de que aquf se trata puede ser una liquidacién pro-
visional o una liquidacién definitiva, seglin el carfcter del acta de con-
formidad de la que se derive. La cuestibn puede parecer chocante, pero
no es mfs que una consecuencia de la configuracién del acta previa y de
la significacién de la liquidacibén provisional, sensiblemente distinta

de la que cumplfa en el llamado procedimiento tradicional de liquidacién.

Se incurre en el error de afirmar que para la liquidacién contenida
en el acta "continuarén rigiendo" los plazos determinados por el trans-
curso de un mes desde la fecha de aquélla, cuando es obvio que, primero,
hasta que no transcurra ese periodo de un mes no rige plazo alguno de in-
greso, ¥y, segundo, que tal obligacién de ingreso y el cémputo de los pla-
zos para la misma se refieren al acto de liquidacién presunto, no a la
propuesta de liquidacién. La ratio legis del precepto parece hallarse en
un deseo de respetar las expec{:ativas que en orden al pago puediera tener
el contribuyente, aunque se aplica un criterio distinto en el supuesto
de rectificacién para minorar el importe de la deuda. Por lo demés, el
Real Decreto es considerablemente més coherente con el verdadero carficter
de la liquidacién que se contiene en el acta. Se limita a disponer que
el Inspector Jefe puede rectificar la propuesta de liquidacién formulada
en el acta, en el plazo de un mes; transcurrido el cual sin que tal rec-
tificacién se haya llevado a cabo, se entiende producida la liquidacién

de acuerdo con la propuesta formulada en el acta. Y cuando se trate de
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rectificar errores materiales apreciados en la propuesta, el Inspector
Jefe dictaréi acto de liquidacién rectificéndolos. Frente a ello, la Orden
aplica distintos criterios segfin el sentido de la rectificacibn, habla
de liquidacién suplementaria y parece considerar la liquidacién practica-
da por el Inspector actuario como si fuera cosa distinta de una propues-
ta; asf&, al referirse a la '"nueva liquidacién" para designar al acto de
liquidacién del Inspector Jefe, o cuando se habla de nuevo importe de la

deuda.

- Procedimiento distinto es el que ha de seguirse si el Inspector

Jefe observase en la propuesta de liquidacién error en la apreciacién de

los hechos en que se funda o indebida aplicacién de las normas jurfdicas.

En este caso deberé acordar de forma motivada la iniciacién del corres-
pondiente expediente administrativo, notificé&ndolo al interesado igual-
mente dentro del plazo de un mes desde la fecha del acta, ya que si no,
como sabemos, la propuesta de liquidacién adquiere el carficter de un acto
administrativo presunto de liquidacién. El1 acta incoada servirf como so-
porte documental de dicho expediente, pero dejaré sin efecto la propues-

ta de liquidacién en ella notificada al obligado tributario.

Dentro de los quince dfas siguientes a la notificacién del acuerdo
adoptado, el interesado podr& formular las alegaciones que estime conve-
nientes. Transcurrido el plazo de alegaciones la Unidad administrativa
en que se haya tramitado el expediente lo elevarf a la Oficina técnica
si la hubiera, o directamente al Insepctor Jefe, para que éste, en su ca-
so, dicte la liquidacién que, a su juicio, corresponda (199). E1 acto de
liquidacién deber& dictarse dentro de los quince dfas siguientes al tér-

mino del plazo para formular alegaciones.
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A diferencia de lo que ocurrfa en la normativa de 1982 ( 200 ), no
se prevé la posibilidad de que el contribuyente pueda manifestar su con-
formidad o disconformidad con el acto de liquidacién, de manera que pro-
cederé el ingreso de la deuda, de acuerdo con los plazos previstos en el
artficulo 20, 2 del Reglamento General de Recaudacién. Sobre ello hay que
tener en cuenta que las liquidaciones tributarias producidas conforme a
la propuesta de liquidacién contenida en un acta de conformidad, y los
demfis actos de liquidacién dictados por la Inspeccién de los Tributos son
reclamables en vfa econémico administrativa, previo el recurso de reposi-
cibn ante el Inspector Jefe, si el interesado decidiera interponerlo

(art. 61, 1 del Reglamento).

- Adem&as de estas facultades de rectificacién, el Inspector Jefe
puede incluso dejar sin eficacia el acta incoada, ordenando completar las

actuaciones practicadas durante un plazo no superior a tres meses.

Ni el Real Decreto ni la Orden Ministerial disponen expresamente
cufiles son los motivos en base a los cuales el Inspector Jefe puede hacer
uso de esta facultad. Pero no parece aventurado entender que procederé
la anulacién del acta cuando fsta tuviere defectos de forma o se hallare
incompleta, —esto es, cuando se aprecien defectos en la expresién de los
requisitos del artfculo 145 de la Ley General Tributaria-—-, supuesto que
no encaja en ninguno de losmotivos previstos para las otras formas de re-
visién de oficio, o, en general, cuando el acta adolezca de falta de los
requisitos indispensables para alcanzar su fin, o también cuando los erro
res o defectos del acta asf lo exigiesen. Este @iltimo motivo era el pre-
visto en el Real Decreto 412/1982 (art. 7%, 2), para la anulacién del ac-

a de conformidad por el Inspector Jefe. En el Real Decreto 2077/1984, los
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defectos en el contenido del acta o la falta de los requisitos indispen-
sables para alcanzar su fin, podfan ser subsanados por el Inspector Jefe,

dentro de los quince dfas siguientes a la fecha del acta.

Otro efecto de la conformidad es el de atenuacién de sanciones, se-
gin se desprende del artfculo 82, h) de la Ley General Tributaria. La
conformidad relevante a estos efectos es, sin duda, la conformidad a los
hechos, no a la calificacién jurfdica de los mismos, aunque sea la con-
formidad con la propuesta de liquidacién la que formalmente califica al
acta como de tal caréicter (201). Que ello es asf se deduce, por un lado,
de la posibilidad de impugnar la liquidacién derivada de un acta a la que
se haya prestado la conformidad. Por otra parte, el Reglamento dispone
en su artfculo 61,2 que cuando el interesado interponga recurso de repo-
sicién o reclamacibén econémico-administrativa contra una liquidacién tri-
butaria que comprenda una sancién impuesta observéindose lo dispuesto en
la letra b) del artfculo 82 de la Ley General Tributaria ——relativa a 1la
capacidad econémica del sujeto infractor—, la Inspeccién, al recibir el
recurso o remitir el expediente al Tribunal, dictarf acto administrativo
de liquidacién, exigiendo la parte de la sancién reducida, atendiendo a

la conformidad inicial del interesado. De manera que la interposicién de

recurso no empece el efecto atenuador de la conformidad prestada en el
acta, o inicialmente prestada. Asf pues, lo relevante es la aceptacién
de los hechos, lo que, por lo demés, es perfectamente acorde con la natu-
raleza de "circunstancia atenuante" con que aquf se contempla la confor-—
midad, en cuanto que, como decfa el Prefimbulo del Real Decreto, manifesta

un cierto arrepentimiento de la infraccién cometida.
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Por otra parte, el propio artfculo 61, 2, sefiala que "Del mismo mo-
do procederé la aplicacién de lo dispuesto en la letra h) del citado ar-
tfculo 82 cuando se dicte acto de liquidacién en cuanto acepte las alega-
ciones del interesado o fste se allane a la propuesta contenida en un ac-
ta de prueba preconstituida". Esta figura --asimilacién a la conformidad
de supuestos de disconformidad, en orden a sus efectos favorables sobre
las sanciones-— no es totalmente nueva en nuestro Derecho. En efecto, 1la
condonacién automética de sanciones no siempre ha sido exclusiva del acta
de conformidad, sino que se ha admitido la posibilidad de adherirse a 1la
liquidacién en el supuesto de actas de disconformidad, con aquella conse-
cuencia. Tal posibilidad fué recogida en el artfculo 62, 8 de 1la Orden
de 26 de mayo de 1982. Tampoco es nuevo este supuesto que da lugar a la
atenuacién de sanciones, aunque se formula en sentido inverso al previsto
para el instituto de la condonacién. En la citada Orden de 1982, se ex-
clufa (art. 62, 8) la condonacién de sanciones derivadas de actas de dis-
conformidad cuando dieran lugar a un acto administrativo que confirmase
en su totalidad la propuesta inspectora. Ahora se dispone la graduacién
de sanciones en cuanto el acto de liquidacién acepte las alegaciones del
interesado. En cuanto a la mencién del allanamiento a la propuesta conte-
nida en un acta de prueba preconstituida, en rigor, constituye un supues-

to de conformidad del contribuyente.

La Orden Ministerial contiene una novedad con relacién al Real De-
creto, al disponer, respecto de las actas de disconformidad, que 1la in-
terposicién de recurso por el interesado contra la parte de la liquida-
cién en que se hayan aceptado sus alegaciones excluye el beneficio de 1la

atenuacién de sanciones (202), E1 supuesto parece configurarse como una
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especie de sancién al cambio de postura del contribuyente, o a la no re-

signacién con la liquidacién practicada.

6. Actas de disconformidad.

Se ha dicho en més de una ocasién que las actas de disconfor-
midad conservan la funcién originaria de esta clase de documentos, de co-
municar hechos a los 6rganos liquidadores (203), razén por la cual se la

ha calificado como de "acta pura" (204).

Esta concepcién del acta de disconformidad creo que debe matizarse
a la vista del nuevo Reglamento General de 1la Inspeccién, no ya por el
hecho de que en aquélla se contengan propuestas de liquidacién --cosa que
ya ocurrfa en las disposiciones precedentes y que, ciertamente, empafia
aquel carficter del acta--, sino fundamentalmente porque era significativa
de una importante diferencia respecto al acta de conformidad, mientras

que hoy esto dltimo no parece tan claro.

En efecto, si del acta de conformidad, como antes ocurrfa, deriva
un efecto preclusivo para la Administracién, en orden a los hechos en
ella consignados, limiténdose las posibilidades de su rectificacién de
oficio, en tanto que el acta de disconformidad no produce ningén efecto
vinculante, resulta que la caracterizacién de esta (Gltima como vehfculo
de una declaracién testifical del actuario no sélo sefiala la funcién de
este documento sino que, ademfs, indica la nota diferencial méis acusada

respecto al acta de conformidad.

Ahora bien, en la actualidad la cuestién varfa, ya que la Adminis-

tracién no se encuentra vinculada a los hechos consignados en el acta de
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conformidad, y, en este sentido, tanto el acta de conformidad como la de
disconformidad son vehfculos o medios de informacién de la Inspeccién

—-Inspector actuario-—— al 8rgano liquidador --Inspector Jefe--. ;Cufil es,
entonces, la diferencia sustancial entre ambas clases de actas?. A mi en-
tender, y no hacen falta ya muchos argumentos para demostrarlo, desde 1la
perspectiva de la Administracién la diferencia m#és relevante estriba en
el distinto valor probatorio de los hechos consignados en una y otra cla-
se de actas (205). E1 artfculo 62, 2 del Reglamento nos dice que los
hechos consignados en las actas y manifestados o aceptados por los inte-

resados, se presumen ciertos. A contario sensu, los hechos no aceptados,

o sea, aquellos a los que el obligado tributario no preste su conformi-
dad, no gozan de presuncién de certeza, no tienen el carfcter privilegia-
do de la prueba que la conformidad supone, sino que habrén de valorarse
por la Administracién, concretamente por la Dependencia de Inspeccién.
Desde esta perspectiva, el acta de disconformidad, como tal documento,
es una figura que se encuentra hoy dfa mucho mlAs pr8xima al acta de con-

formidad de lo que ha estado en otros momentos.

Ello no obstante, desde el punto de vista de la significacién de
ambas clases de actas en el procedimiento liquidatorio, la diferencia en-
tre ellas es mucho més acusada, pues el acta de conformidad conlleva una
simplificacifn en la liquidacién del tributo que la aleja del acta de
disconformidad. Y, en este orden, puede seguir afirméindose que la funcién
esencial y primaria del acta de disconformidad es la de ilustrar hechos,
que han de ser posteriormente valorados a efectos del acto de liquida-
cién, en tanto que el acta de conformidad constituye el soporte documen-

tal de una liquidacién tributaria.
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Entrando en la regulacién del acta de disconformidad --artfculo 56
del Real Decreto y artfculo 13, 5 de la Orden--, ha de incoarse cuando
el sujeto pasivo, retenedor o responsable se nieguen a suscribir el acta
o, suscribiéindola, no preste su conformidad a la propuesta de regulariza-
cién contenida en la misma. Ademfis, hay que tener en cuenta que, segf(n
se deriva del artfculo 146, 3 de la Ley General Tributaria, las actas
suscritas por personas sin autorizacién suficiente se tramitaréin como ac-
tas de disconformidad (206). Es por ello que, como sefialara Palao (207),
serfa més exacta la denominacién de '"actas sin conformidad", ya que en
ellas no siempre se ha manifestado (expresa o técitamente, la disconfor-
midad del interesado, sino que hay supuestos -——por ejemplo, ausencia de
persona con poder suficiente para presar conformidad-- en los que falta
todo pronunciamiento sobre ello. En cualquier caso, la denominacién reve-
la la condicién subalterna de estas actas a la figura central del acta

de conformidad.

Incoada el acta procede la apertura del expediente administrativo,
tal como ordena el artfculo 146, 1 de la Ley General Tributaria. El inte-
resado queda advertido, en el ejemplar del acta que se le entregue, de
su derecho a presentar ante el 6rgano actuante de la Inspeccibn de los
Tributos las alegaciones que considere oportunas, previa puesta de mani-
fiesto del expediente, dentro del plazo de los quince dfas siguientes al

séptimo posterior a la fecha del acta.

Siguiendo la pauta de las disposiciones © precedentes, el Real Decreto se
ocupa de precisar el contenido de este tipo de actas, de manera adecuada
a la funcién que antes les hemos sefialado: "En las actas de disconformi-

dad se expresaréin con el detalle que sea preciso los hechos y, sucinta-
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mente, los fundamentos de derecho en los que se base la propuesta de re-

gularizacién, sin perjuicio de que en el informe ampliatorio que poste-

riormente ha de hacer el actuario, se desarrollen dichos fundamentos...".

A la vista del acta y su informe y de las alegaciones formuladas,
en su caso, por el interesado, el Inspector Jefe dictaréi el acto adminis-
trativo que correspondea, dentro del mes siguiente al té&rmino del plazo
para formular alegaciones (art. 60, 4 del Reglamento), previa propues=
ta de la Oficina técnica si la hubiera, como prevé la Orden Ministerial.
Asimismo, dentro del plazo para resolver, el Inspector Jefe podrd acor-
dar que se complete el expediente en cualquiera de sus extremos, practi-
célndose por la Inspeccién las actuaciones que procedan, en un plazo no
superior a tres meses, document@ndose tales actuaciones complementarias
a tenor de sus resultados. Si se incoase acta, &sta suplirf en todos sus
extremos a la anteriormente formalizada, tramitéindose segin proceda, esto
es, segln que el obligado tributario se muestre o no conforme con la pro-

puesta de liquidacién que en ella se contenga (208).

7. Actas con prueba preconstituida.

El acta con prueba preconstituida, prevista en el artfculo
146, 2 de la Ley General Tributaria, supone la admisién de un procedi-
miento sumario en el que, dada la naturaleza de una prueba, presumible-
mente incontestable, no es necesario entablar una relacién de presencia
con el obligado tributario, ni la consiguiente firma del acta. Se trata,
por tanto, de acelerar la tramitacién de 1las actuaciones, sin producir

la indefensién del contribuyente (209),
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Aunque en ocasiones este tipo de actas se ha querido identificar
con las llamadas "actas por correo", el acta con prueba preconstituida
es una figura con sustantividad propia, aunque se utilice aquel medio pa-
ra hacerla llegar al interesado. En efecto, el acta por correo conoce su-
puestos distintos del acta con prueba preconstituida (210 ); concretamen-
te, cuando se ha intentado infructuosamente ponerse en contacto con el
sujeto pasivo, quedando constancia de ello, en cuyo caso procede 1la in-
coacién de un acta de disconformidad sin firma del sujeto pasivo, o en
los casos de negativa a la firma por parte de la persona con quien se en-
tendié la Inspeccién, tramitéindose también acta de disconformidad. Resul-
ta asf que la caracterfstica esencial del acta con prueba preconstituida
no es la ausencia de firma del obligado tributario, sino el hecho de que,
dada la naturaleza de la prueba, puede extenderse sin la presencia de
aquél, o lo que es lo mismo, que ni siquiera es preciso que se ofrezca
al interesado la posibilidad de hallarse presente y suscribir el acta.
En este sentido debe entenderse la declaracién del artfculo 146, 2 de la
ley General Tributaria, segiin el cual no es '"preciso que el sujeto pasivo
o su representante autorice la correspondiente acta...". Como ha puesto
de relieve el profesor Antén, esta expresién es incorrecta, '"pues es evi-
dente que el sujeto pasivo o0 su representante nunca autorizan un acta de
la Inspeccién de los Tributos. Podrén prestar su conformidad a los hechos
en ella recogidos, negarlos, discutirlos, pero, en ningfin caso, autorizar

el documento en que tales hechos o actos se recojan" (21%).

El concepto de preconstitucién de la prueba, como ha sefialado Man-
tero (212), significa que &sta no se crea, no se constituye dentro del

procedimiento, sino que es una prueba preexistente a la actuacién inspec-
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tora, de tal manera que la comprobacién se reduce a la constatacién de
la existencia de dicha prueba. Asimismo, siguiendo al profesor Antén, no

es absolutamente necesario que la prueba preconstituida haya de constar
documentalmente, aunque es claro que asf ocurrirf en la mayorfa de los
supuestos (213). Obviamente, no es preciso que la prueba preconstituida
se incorpore materialmente al expediente, pero sf que en el acta se ex-
prese con suficiente claridad y precisién en qué consiste y dénde radica,
de forma que, en el caso de una eventual impugnacién, los 6érganos llama-
dos a resolverla puedan tener acceso a ella. En este sentido, el artfculo
57 del Reglamento General ordena que "En el acta se expresarfin, con el
detalle necesario, los hechos y medios de prueba empleados y a la misma

se acompafiarf, en todo caso, informe del actuario”.

As& las cosas, el acta no es el medio de prueba, pues 8sta, por de-
finicién, preexiste a su extensién, sino que es un medio de comunicacién
con el obligado tributario, a través del cual se pone en su conocimiento
la existencia de la prueba, permitiéndole la formulacién de alegaciones.
El acta, nos dice el artficulo 57, 2 del Reglamento, asfi como la inicia-
cién del correspondiente expediente, se notificarén al obligado tributa-
rio, quien en el plazo de quince dfas podrfi alegar ante la Inspeccién
cuanto convenga a su derecho y en particular lo que estime oportuno acer-
ca de los posibles errores o inexactitudes de dicha prueba y sobre 1la
propuesta de liquidacién contenida en el acta, o bien expresar su confor-

midad sobre una o ambas cuestiones.

Por @ltimo, a tenor del artfculo 60, 5 del propio Reglamento, el
acto administrativo de liquidaci8n deberéi dictarse por el Inspector Jefe

dentro del mes siguiente al término del plazo para formular alegaciones.
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Como es sabido, tal distincién tiene su origen en la doctrina germa-
na (HENSEL, BLUMENSTEIN), y ha sido ampliamente aceptada entre noso-
tros, merced a la obra del profesor SAINZ DE BUJANDA, quien la ha
propugnado desde sus escritos iniciales. No la comparten, en cambio,
CORTES DOMINGUEZ, M. (Ordenamiento tributario espaficl, Tecnos, Ma-
drid, 1968, pAg. 278), al negar las premisas en que HENSEL la funda-
mentaba, y PEREZ DE AYALA, J. L. y GONZALEZ GARCIA, E. (Curso de De-
recho tributario, t. I, Edersa, Madrid, 1983, pé#gs. 107-108), al
acoger en lo sustancial la doctrina procedimental de MAFFEZZONI, que
la niega expresamente.

Recientemente, ha vuelto a ocuparse del tema SAINZ DE BUJANDA, expo-~
niendo su propia opinién y las posiciones contrarias, en su obra
Sistema de Derecho financiero, t. 1, vol. 22, Facultad de Derecho
de la Universidad Complutense, Madrid, 1985, pégs. 160 y ss.

MANTERO SAENZ, A., "La inspeccibn en el proceso tributario", prélogo
a la obra de ARIAS VELASCO, J., Procedimientos tributarios, Escuela
de Inspeccibn Financiera y Tributaria, Ministerio de Economfa y Ha-
cienda, Madrid, 1984, pfig. 9.

PALAO TABOADA, C., "Naturaleza y estructura del procedimiento de
gestién tributaria en el Derecho espafiol", estudio preliminar a su
traduccién castellana de A. BERLIRI, Principios de Derecho tributa-
rio, vol. III, Ed. Der. Fin., Madrid, 1974, pég. 17.

En Gltima instancia, tal es el criterio identificador entre 1las ca-
tegorfas de obligaciones (relaciones de Derecho tributario material)
y los deberes tributarios (relaciones de Derecho tributario formal).
Vid. SOLER ROCH, M. T., "Notas sobre la configuracién de las obliga-
ciones y deberes tributarios con especial referencia al Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Ffsicas", Civitas REDF, n@m. 25, 1980,

pbgs. 5 y ss.; también, SAINZ DE BUJANDA, Sistema de Derecho finan-

ciero, t. I, vol. 22, cit., pfigs. 165 y ss.

PALAO TABOADA, Naturaleza'y estructura del procedimiento deggpsti6n

tributaria, cit., pég. 56.

vid., por ejemplo, los trabajos de BARRERA DE IRIMO, A. —de un la-

do-—— y ALBINANA, C. y RODRIGUEZ ROBLES, A. --de otro—, que llevan
por téitulo "Aspectos jurfdicos, econbémicos y psicolégicos de la ins-

peccién tributaria", ambos en Memoria de la Asgociacién Espafiola de

Derecho Financiero 1959, Madrid, 1960, pfgs. 271 y ss. y 253 y ss.,

respectivamente.

Cfr. Notas de Derecho financiero , Facultad de Derecho de la Univer-
sidad Complutense, Madrid, 1975, pég. 87.

Curso de Derecho Financiero Espafiol, Pons, Madrid, 1985, pfg. 571.

Tal es el concepto de gestién al que se atiene ARIAS VELASCO, J.,
en Procedimientos tributarios, cit., pég. 101.




(10)

(11)

(12)

(13)

(14)

(15)

(16)

(17)

(18)
(19)

(20)

(21)
(22)

(23)

(24)

(25)
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Vid. GOTA LOSADA, A., Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. IV,
Ed. Der. Fin., Madrid, 1972, pég. 201.

Ibfdem; también PALAO, Naturaleza y estructura del procedimiento
de gestién, cit., pfigs. 53-54.

Op. cit., pég. 20.

Vid. PALAO (op. cit., plg. 54), quien pone de manifieso las contra-
dicciones e incongruencias sistemf&ticas de la Ley General Tributa-
ria en este punto.

Por ello dice PALAO (op. cit., plg. 54, en nota 59). que "més que
un error de sitemética, parece que se trata de una ré@brica incor-
recta del tftulo en cuestién".

En Italia, para designar a este procedimiento y al acto que lo cie-
rra se ha utilizado preferentemente una palabra (accertamento), alu
siva a la actividad que realiza la Administracién. La doctrina es-
pafiola viene empleando para designar tanto al procedimiento como
al acto un vocablo ("liquidacién") indicador del resultado final
de dicha actividad (PALAO, op. cit., pég. 20).

vid. CLAVIJO HERNANDEZ, F., "El acto de liquidacién", Civitas REDF,
ndm, 20, 1978, pé&gs. 651 y ss.

Cfr. CERVERA TORREJON, F., La inspeccibn de los tributos: garantfas
y procedimiento, IEF, Madrid, 1975, pég. 17.

CERVERA TORREJON, La inspeccién de los tributos, cit., pég. 19.

Ib&dem, pég. 21.

PEREZ DE AYALA, J. L./GONZALEZ GARCIA, E., Curso de Derecho tribu-
tario, t. II, Edersa, Madrid, 1984, pég. 21.

Ibfdem, pég. 12.

Ib&dem, plg. 24.

PALAO, Naturaleza y estructura, cit., pfig. 41; GOTA LOSADA, Tratado
del Impuesto sobre la Renta, t. IV, cit., pfig. 265.

PALAO, op. cit., pfg. 51.

MANTERO SAENZ, A., Procedimiento de la Inspeccién tributaria, Es-
cuela de Inspeccién Financiera y Tributaria, Ministerio de Hacien-
da, Madrid, 1981, p#éig. 104: "El proceso como suma de procedimientos
enlazados entre s§ es una construccién més amplia y abierta que 1la
simple del procedimiento de gestién, ya que no hay un solo procedi-
miento de gestién, sino varios, todos ellos con la misma finali-
dad".




(26)

(27)

(28)

(29)

142

!ig. MARTIN DELGADO, J. M., "Los nuevos procedimientos tributa-
rios: las declaraciones-autoliquidaciones y las declaraciones com-
plementarias", HPE, nGm. 84, 1983, pégs. 22-23; FERREIRO LAPATZA,
J. J., Curso de Derecho Financiero Espafiol, cit., pég. 577.

Normalmente la determinacién del an y del quantum del crédito tri-
butario son dos operaciones fntimamente entremezcladas en la reali-
dad y constituyen el resultado de la aplicacién de todas las normas
reguladoras de un tributo. La comprobacién, entendida como fijacién
definitiva de un elemento necesario para la aplicacibén de un tribu-
to, puede dar por sf misma una respuesta a la cuestién del an
—-ejemplo, renta inferior al mfnimo exento--, pero normalmente no
nos diré& nada sobre ella: conocer el valor de un bien, la cuantfa
de las rentas de trabajo de un sujeto..., etc., no nos permiten
afirmar si existe o no una obligacién tributaria por los impuestos
de transmisiones patrimoniales, sobre los rendimientos del trabajo
personal..., etc." (PALAO, Naturaleza y estructura, cit., pélg. 50,
en nota 53).

Los nuevos procedimientos tributarios, cit., plgs. 23-24.

En este orden de cosas es verdaderamente significativo que se haya
dictado el Reglamento General de la Inspeccibén antes que el de ges-
tién.

Sobre la utilidad y conveniencia de la previsibn contenida en el
artfculo 92 de la Ley General Tributaria, el profesor PALAO mani-
fest6, refiriéndose a la Inspeccién y a los extintos Jurados, que
no hay reparo esencial que oponer a que ambos ''sean objeto de sen-
dos reglamentos propios y distintos del general de gestién..., te-
niendo en cuenta que en dichos reglamentos habrén de regularse
cuestiones sustantivas y procedimientales de €£ndole peculiar y
especffica y que dichas actuaciones tienen perfiles caracterfs-
ticos que justificarfan la separacién normativa, aunque quizf es-
ta separacibn vaya en detrimento de la atencién hacia aquellos
aspectos en los que tales actuaciones se relacionan jurfdicamen-
te con el procedimiento general de gestién, en el que indudable-
mente estfin insertas. La cuestién es de mera oportunidad normati-
va y a la hora de redactarse estos reglamentos habrén de sopesar-
se las ventajas y los inconvenientes de la unidad o separacién”
(Naturaleza y estructura, cit., pégs. 55).

Desde luego, el Reglamento General de la Inspeccibén de los Tribu-
tos no se ha limitado a regular cuestiones de fndole peculiar y
especffica de las actuaciones de los 6rganos integrados en aqué—
lla; antes al contrario, en el procedimiento de las actuaciones de
la Inspecci8n de los Tributos, se ha integrado el procedimiento de
las liquidaciones tributarias.
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As{ sucede, por ejemplo, en la liquidacién de la tasa por expedi-
cién de titulos académicos, conforme a las bases y tipos sefalados
en el artfculo 22 del Texto Refundido de Tasas Fiscales.

Es el caso, por ejemplo, de la liquidacién de las letras de cambio
en el Impuesto sobre Actos Jurfdicos Documentados, donde es el par-
ticular interesado el que, sin intervencién de la Administracién,
utiliza los efectos timbrados en la forma prevista en el artfculo
37 del Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimonia-
les y Actos Jurfdicos Documentados, cifrando y cumpliendo asf su
obligacién.

Sobre la aparicién, configuracién y evolucién de la Inspeccibén Tri-
butaria como un cuerpo administrativo, !19: ALBINANA GARCIA-QUIN-
TANA, C., "La inspeccién 'técnica' de los tributos: sus origenes",
Civitas REDF, nGm. 12, 1976, pégs. 513 y ss.; del mismo autor, '"La
inspeccién de los tributos: una evolucién significativa", Civitas
REDF, ndm. 4, 1974, pégs. 767 y ss.; CERVERA TORREJON, F., La ins-
peccién de los tributos, cit., pAgs. 22 y ss.

El primer Reglamento general '"para el servicio de investigacién de
la Hacienda Piiblica" es de 11 de mayo de 1888; sobre la situacién
anterior a este Reglamento puede verse el interesante trabajo de
ALBINANA, La inspeccién '"técnica" de los tributos: sus orfgenes,
ya citado; para un anllisis de la situacién normativa entre 1888
y 1926, ademis de este trabajo de ALBINANA y de la obra de CERVERA
TORREJON citada en la nota anterior, vid. MANTERO SAENZ, A., 'lLa
inspeccién en el proceso tributario”, prélogo a la obra de ARIAS
VELASCO, Procedimientos tributarios, cit., en especial, pégs. 47
y ss.

Es por ello que los diversos Reglamentos que regularon la Inspec-
cién de Tributos desde 1888 (los de 1892, 1893, 1895, 1900 y 1903)
contienen la normativa referente a la Inspeccién interna de la pro-
pia Administracién tributaria, esto es, la llamada mAs tarde Ins-
peccién de Servicios, situacién que se mantendré incluso en la nor-
mativa de 1926.

Vid. CERVERA TORREJON, La inspeccibén de los tributos, cit., pégs.
22-24., ‘'Las tareas de la Inspeccién pueden subsumirse sin dificul-
tad en las de caréActer puramente gestor, realizadas por la rudimen-
taria Administracién de la época. Se trata de una actividad bési-
camente interna, de realizacién por los &6rganos de inspeccién de
un conjunto de tareas esencialmente burocrfticas, de registro de
datos y documentos, de buena organizacién ad intra, sélo ocasional-
mente relacionada con los contribuyentes (CERVERA, op. cit., pégs.
10).

GOTA LOSADA (Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. V, cit., pég.
25), hace arrancar de 1900 su estudio de los Cuerpos especiales,
por las siguientes razones: primera, porque los Cuerpos especiales
de Inspeccién han surgido después de dicha fecha; segunda, porque
si bien antes de 1900 existieron inspectores de tributos (llamados
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entonces "Investigadores"), éstos tuvieron escasa importancia debido
a que el sistema de gestién de los impuestos y contribuciones era
el "arrendamiento", confiriéndose a los arrendatarios la posibili-
dad de nombrar los agentes e inspectores que considerasen necesa-
rios; tercera, porque el sistema tributario anterior a 1900 era muy
distinto, lo cual implicaba una organizacién de la Hacienda Pabli-
ca diferente a la que exigidé con posterioridad la Ley de Reforma
Tributaria de Raimundo Fernéndez Villaverde.

Cfr. CERVERA, La inspeccién de los tributos, cit., pags. 25-26.

Cfr. GOTA LOSADA, Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. V, cit.,
pég. 26, en nota 909.

Tratado del Impuesto sobre la Renta, t. V, cit., pég. 147.

Puede verse reproducido fntegramente en CERVERA, La inspeccién de

los tributos, cit., pégs. 26-28, en nota 23.

Op. cit., pAgs. 30-31.
Concretamente, los artficulos 61 a 67 disponfan lo siguiente:

"Art. 61. Los Inspectores del Tributo, al realizar los servicios
de comprobacién e investigacién, se presentarfn en el local donde
la Sociedad o el individuo sujeto a tributacién tengan su domicilio
social, o en el que se ejerza la industria, comercio, profesién,
u oficio que de aquellos hayan de ser objeto, y después de darse
a conocer, procederfin a levantar la correspondiente acta de presen-
cia con arreglo a modelo. En estos casos el procedimiento ser& el
siguiente:

a) Cuando se trate de comprobar un alta, una baja, una declaracién
o un expediente y resulta conforme, el Inspector en funciones ex-
tenderf por duplicado el acta, modelo nimero 8, en presencia del
interesado; la suscribiréin juntos, dejaré un ejemplar al declarante
y el otro lo entregaré en la Inspeccién para ser remitido a la Ad-
ministracién en unién del documento que a ella haya dado origen,
a fin de que surta los efectos reglamentarios.

b) 8i de la prfictica del servicio resultare diferencia entre lo de-
clarado por el contribuyente y lo observado por el Inspector, €ste
haré constar en el acta (modelo nimero 9) los hechos origen de la
discrepancia, invitard al interesado a firmarla con é1, recabando,
si se negare, la firma de dos testigos instrumentales, o, en su de-
fecto, de un agente de la Autoridad y le entregaré el duplicado del
acta, en la que figurarf una diligencia advirtiéndole que dentro
del plazo de ocho dfas, contados a partir de las cuarenta y ocho
horas de la fecha del acta, puede pasar a la Administracién de Ren-
tas Piblicas, personalmente o por medio de apoderado o representan-
te legal, para conocer el expediente que se le haya formado y, en
su caso, alegar lo que estime conveniente a su derecho. En la misma
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se le advertirf que, de conformarse desde luego con el acuerdo de
la Administracién le serfin condonadas las dos terceras partes de
la multa que en su caso se le imponga.

Art. 62. El1 mismo dfa que haya 1levantado el acta, o al siguiente
si hubiese realizado el servicio fuera de las horas hébiles de ofi-
cina, el Inspector en funciones la entregarf al Inspector jefe,
quien cuidarf de que seguidamente, y nunca en plazo superior a cua-
renta y ocho horas, contadas desde el momento de su levantamiento,
sea remitida el acta a la Administracién de Rentas Piiblicas.

Previamente, el Inspector actuante informarf, en pliego unido a
aquélla, acerca de los hechos en la misma consignados, ya limitéln-
dose a ratificarlos o ya ampliéndolos en la forma que estime con-
veniente. En su informe propondréd la liquidacién que, a su juicio
deba practicarse y consignaré todos los datos y razonamientos con-
ducentes a ilustrar el juicio de la Administracién, fijéndose espe-
cialmente en si el expedientado ha incurrido en reincidencias y de-
mls circunstancias que puedan caracterizar el hecho.

Art. 63. Recibido el expediente en la Administracién de Rentas Pd-
blicas y cargado al Negociado correspondiente, seré estudiado por
éste el caso en aquél comprendido. Cuando se presente dentro de los
ocho dfas sefialados en el artfculo anterior, el interesado o su
apoderado o representante legal, la Administracién escucharf y ha-
ré& constar, por medio de diligencia, si comparece personalmente,
o estudiaréi, si lo hace por escrito, sus alegaciones, y dictarf el
correspondiente acto administrativo. Notificado éste con la mayor
diligencia, el expedientado tendré cinco dfas de plazo, a contar
desde el de la notificacién, para aceptar el fallo de la Adminis-
tracién. La aceptacibn se harf por medio de comparecencia en el ex-
pediente, firmada por el interesado y por el Jefe de Negociado, o
por medio de escrito unido a €1, y llevarf consigo la condonacién
automldtica de las dos terceras partes de la multa impuesta. Es re-
quisito indispensable, para que pueda surtir estos efectos, que en
el escrito de aceptacién o en la diligencia de comparecencia haga
el interesado renuncia expresa a utilizar contra aquel fallo todos
los recursos, incluso el contencioso-administrativo.

Art. 64. Si no aceptare el fallo de la Administracién, podré libre-
mente entablar contra &1, en el plazo de quince dfas, la reclama-
cién econbmico-administrativa que corresponde con arreglo al vigen-
te Reglamento de procedimiento.

Art. 65. Los declarados defraudadores no podréin gozar del beneficio
de la condonacién.

Art. 66. Si, no obstante haber sido notificado por el Inspector al
levatar el acta de presencia, el interesado no compareciere en la
Administracién de Rentas P(iblicas, ésta, transcurrido el plazo de
ocho dfas, dictarfi el acto administrativo y seguir8 el procedimien-
to en la forma que en el artfculo 63 se establece.



(43)

(45)

(46)

(47)

146

Art. 67. Inmediatamente después de transcurrido el Gltimo plazo de
los sefialados en el artfculo 63, la Administracién de Rentas Pébli-
cas pasarf los expedientes a la Intervencién y a la Tesorerfa-Con-
tadurfa, a los efectos reglamentarios y luego a la Inspeccién para
que se practiquen las notificaciones a que haya lugar y para su
custodia'.

La condonacién, por aceptacién del fallo de la Administracién, de
las dos terceras partes de la multa, en lugar de la condonacién to-
tal (como prevenfa la base 31), fué consecuencia de las modifica-
ciones introducidas por el Real Decreto de 22 de octubre de 1926
y la Orden de 19 de noviembre del mismo afio, que dié nueva redac-
cién al Reglamento de 13 de julio.

No obstante, en las disposiciones de 1927 el legislador revisaré
de manera importante este punto, como se veraA.

Esa concepcién de las infracciones determina, como ha sefialado PE-
REZ ROYO, F. (Infracciones y sanciones tributarias, IEF, Madrid,
1972, pég. 39), que en el Reglamento de 1926, méAs que definir in-
fracciones, se califiquen los expedientes o actas levantados por
la Inspeccién.

En este orden de cosas, "existen diversas disposiciones posteriores
a 1926 en materia de inspeccibn cuyo objeto principal es wuna nueva
tipificacién del cuadro de infracciones o un retoque --m&s o menos
amplio-- de las sanciones aplicables. El1 caso mAs significativo es
la llamada Ley de Inspeccién de los Tributos, de 20 de diciembre
de 1952; contrariamente a lo que cabe esperar de tal denominacién
no se trata de una nueva regulacién de la materia de la inspeccién,
ni, en un plano mAs modesto, de un conjunto de nuevos preceptos
fragmentarios relativos a la inspeccién; la parte esencial de tal
Ley se destina a establecer una nueva ordenacién de sanciones e in-
fracciones tributarias, siendo los demls preceptos de significado
menor y particularizado" . (CERVERA, La inspeccién de los tributos,
cit., pég. 33).

Vid. el artfculo 61, b) de la Real Orden de 13 de julio.

"Las funciones liquidadoras de la Inspeccién de los Tributos', Ci-
vitas REDF, ndém. 11, 1976, pég. 409.

Pone el profesor FERREIRO un especial interés en destacar y valorar
el importante aspecto de la condonacifn automfitica de sanciones
(Las funciones liquidadoras, cit., pégs. 407 y ss), en la que ve,
con razén, un debilitamiento del propio sistema de sanciones y,
consecuentemente, una necesidad de aumentar las actuaciones inspec-
toras. Pero otorga a este punto una trascendencia, a mi juicio, ex-
cesiva, en orden a la importancia y funcibén que de ah§ se deriva
para la posterior evolucién del sistema. Concretamente, afirma: "La
condonacién automética de sanciones supone... una peligrosa quiebra
en el sistema. Es posible que necesidades précticas insoslayables
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hayan hecho imposible en 1926, prescindir de ella. A partir de este
punto el legislador puedo escoger dos caminos. El primero, el més
diffcil, intentar suprimir esta anomalfa. El segundo supone un aban
dono paulatino de la especializacién y separacién entre 6rganos
inspectores y liquidadores, un abandono paulatino de las garantfas
que para el contribuyente derivan de tal separacién y un deterioro
progresivo del principio de indisponibilidad de la obligacién tri-
butaria. Por desgracia, ha sido este segundo camino el elegido. En
aras de la facilidad, agilidad, flexibilidad y eficacia é€n la ges-
tién de los tributos" (op. cit., pfig. 409).

Las razones de esa evolucibén posterior hay que buscarlas, en efec-
to, en la necesidad de flexibilidad y eficacia en la gestibn de los
tributos, pero el entorpecimiento en este orden se debid a causas
y circunstancias muy concretas; como ha puesto de relieve MANTERO,
cuyas consideraciones recogemos en el texto. Lo que sf es cierto,
como ha sefialado PALAO TABOADA ("El nuevo procedimiento de la ins-
peccién tributaria", HPE, ném. 80, 1983, pfg. 15), es que al crear-
se en 1927 el "acta de invitacién", se "pone en las manos del Ins-
pector una peligrosa palanca para inclinar la voluntad del contri-
buyente y aproxima peligrosamente la actividad inspectora a una
transaccién con el sujeto pasivo". Sobre este aspecto también in-
siste enérgicamente FERREIRO, op. cit., pAgs. 415 y ss.

La inspeccién en el proceso tributario, cit., pégs. 53 y ss., donde
se recogen plginas verdaderamente interesantes de nuestra historia
tributaria.

La inspeccién en el proceso tributario, cit., pég. 54.

Tomo de la transcripcién de MANTERO, La inspeccibén en el proceso
tributario, cit., pégs. 55-56.

Ibidem, pég. 56.
Expresamente, la citada Real Orden disponfa lo que sigue:

"12 Los Inspectores del Tributo iniciaréin su actuacién cerca de los
contribuyentes que no hayan cumplido las obligaciones fiscales que
reglamentariamente les correspondan, inviténdoles a rectificar su
situacién tributaria previa exposicién y razonamiento de los textos
legales que obligan a este cambio de situacién. Si la invitacién
fuere aceptada por el contribuyente, se haré constar en acta redac-
tada con arreglo a modelo y firmada por ambos, acta que la Inspec-
cién pasaré a la Administracién de Rentas Pidblicas para su liquida-
cién y trémite consiguiente,

22 Estas "Actas de invitacién" autorizadas con la conformidad del
contribuyente, tendrén la consideracién de declaraciones o partes
de alta, sin que, por lo tanto, pueda imponerse penalidad alguna
por los hechos en ella reflejados.
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32 En los casos en que no exista conformidad entre 1la Inspeccién
y el contribuyente, o cuando 8ste ofrezca resistencia o sea rein-
cidente, la Inspeccién procederé a levantar acta de constancia de
hechos en la forma prescrita en el artfculo 61 del Reglamento de
13 de julio de 1926".

Adviértase cbmo no se declara expresa y abiertamente la no imposicién de
sanciones en caso de conformidad, sino que al disponerse que las
actas "tendréin la consideracién de declaraciones o partes de alta",
no '"puede imponerse penalidad alguna...".

De los criterios manifestados en nuestra doctrina sobre esta dispo-
sicién, sirva como exponente la opinién de MARTINEZ LAFUENTE, A.
(La condonacién de sanciones tributarias, IEF, Madrid, 1980, pégs.
94-95): "Queda por tanto completamente trastocado y a partir de
ese momento la condonacién va a ponerse al servicio de lo que nunca
debié estarlo, es decir, de la transaccibn, convenio, etc., entre
el Inspector y el contribuyente con derogacién singular de la obli-
gacién tributaria y, lo que es més importante, sin base legal al-
guna; esas bases convenidas y esas liquidaciones subsiguientes son
lo que justifican la condonacién, de ahf que la doctrina haya cri-
ticado unénimemente la introduccién de tal sistema y la propia le-
gislacién haya reaccionado... La figura del Inspector, instructor
del expediente sancionador, desaparece, al convertirse en juez Yy
parte; ya nadie podré& enjuiciar si 'el sumario' estéd completo y pue-
de dictarse 'sentencia'; serf el mismo instructor quien 1lo haga,
sin més control que el de su buen criterio y teniendo como lfmite
la conformidad del contribuyente, flcil de conseguir al concretarse
las funciones instructoras y decisorias en una sola persona, a lo
que hay que afiadir el aliciente de la condonacién total de las san-
ciones a imponer, que no es sino un medio de conseguir con mayor
probabilidad la conformidad’.

Cfr. MANTERO, Procedimiento de la Inspeccién Tributaria, Escuela
de Inspeccién Financiera y Tributaria, Ministerio de Hacienda, Ma-
drid, 1981, pég. 407; en otro lugar (La inspeccién en el proceso
tributario, cit., plg. 65), concreta que el noventa por ciento de
las actas eran de invitacién.

La inspeccién de los tributos, cit., plg. 143.

Las funciones liquidadoras, cit., pég. 412.

La inspeccién de los tributos, cit., pfg. 138.

Otros Acuerdos en el mismo sentido, citados por el profesor CERVERA
(op. cit., pfigs. 138 y 140), son los siguientes: de 26 de enero de

1951 (Ar. 444); de 26 de agosto de 1952 (Ar. 2093); de 3 de octubre

de 1952 (Ar. 2103); de 5 de diciembre de 1952 (Ar. 2770); de 12 de
diciembre de 1952 (Ar. 2794); de 20 de febrero de 1953 (Ar. 674);
de 12 de febrero de 1954 (Ar. 789); de 20 de junio de 1957 (Ar. 2378);
de 7 de marzo de 1958 (Ar. 1502) y de 6 de junio de 1961 (Ar. 2893).
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En este sentido, vid. ALBINANA, "Pretendidos expedientes de compro-
bacién”, en La Acccién Administrativa y Fiscal, febrero 1951, pégs.
1 y ss.; "Porfiando sobre el acta de invitacién'", La Accién Admi-
nistrativa y Fiscal, abril 1951, plgs. 3 y ss., y mayo 1951, pégs.
3 y ss.

A la importante cuestién del objeto y la naturaleza de la conformi-
dad nos referiremos al examinar el Reglamento General de 1986.

Aunque de ella deriven ciertos efectos en orden a la impugnabilidad
del acto de liquidacién dictado por 1la Administracién gestora
——como diremos seguidamente--, lo que no es sino consecuencia de
la conformidad prestada.

Se ha ocupado especfificamente del tema CERVERA TORREJON, en "Ins-
peccién de los tributos: Impugnacién de actas de invitacién", CT,
nim. 11, 1974, pégs. 193 y ss.; también en su monograffa La inspec-
cién de los tributos, cit., pégs. 153 y ss., en especial 161 y ss.

Vid. el Acuerdo de 19 de septiembre de 1952 (Ar. 2080); ya con an-
terioridad a la Ley de 1941 el TEAC sostuvo de manera reiterada el
derecho del contribuyente a entablar reclamacién contra los actos
administrativos derivados de las actas suscritas con su conformi-
dad; vid. el Acuerdo de 2 de marzo de 1951 (Ar. 1034), en el que
se citan en tal sentido las Resoluciones de 9 de diciembre de 1930,
14 de abril y 27 de octubre de 1931, 27 de febrero de 1934 y 4 de
julio de 1935.

La inspeccién de los tributos, cit., pég. 163.

No se hasta qué punto puede hablarse, como hace FERREIRO (Las fun-
ciones liquidadoras, cit., pdg. 413), de un "vinculo de dependen-
cia" entre el acto de liquidacién y el acta, en base a la norma se-
gin la cual sélo se admite la impugnacién de las liquidaciones '"en
cuanto no sean consecuencia legal de dicho documento'. Una cosa es
que el contribuyente no pueda impugnar la liquidacién mas que en
cuento no sea consecuencia legal de los hechos a los que dié su
conformidad, y otra cosa distinta el que la Administracién gestora
necesariamente tenga que dictar la liquidacién ateniéndose en ex-
clusiva a lo consignado en el acta. Son de interés al respecto los
siguientes péirrafos del ya citado Acuerdo de 2 de marzo de 1951
(Ar. 1034):

"... Las actas de invitacién, que todavfa no son un acto adminis-
trativo, no pueden servir, pese a la conformidad del interesado,
para convalidar una extensién abusiva de los preceptos tributarios,
ni la invencién de bases fiscales mediante la involucracién de con-
sideraciones de derecho con la simple constancia de hechos, cuya
confesifn del interesado es la (inica que no puede ser impugnada,
y &ste es precisamente el alcance de la Ley de 28 de marzo de 1941,
por lo que siempre queda libre el derecho del contribuyente para
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discutir los fundamentos del acto administrativo, lo cual es 1légi-
co, porque si la Administracién, después de examinar libremente los
hechos, a cuya constancia debe contraerse el acta de invitacién,
y la propuesta de liquidacién que como consecuencia de ellos haga
la Inspeccién, puede admitir, rechazar o modificar esta propuesta
con arreglo a las disposiciones fiscales, es forzoso reconocer el
derecho correlativo del interesado a discutir la legalidad de las
consecuencias de dicho examen, que lleva implfcito el derecho a en-
trar también en el fondo del expediente, que es la necesaria cone-
xibén 1l6gica entre la premisa de los hechos indiscutibles estableci-
dos por el acta de invitacién y el acto administrativo que debe ser
su consecuencia legal’.

FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pég. 420.

La Orden de 10 de abril de 1954 ——aplicable solamente a la Contri-
bucibn sobre las Utilidades de la Riqueza Mobiliaria—— dispuso que
"es de la competencia exclusiva de la Administracién de Rentas P{-
blicas la calificacién de todos los expedientes...'" y que '"las ac-
tas... tendrén el simple carficter de documentos administrativos de
informacién a las oficinas correspondientes", asf como que "a éstas
corresponde liquidar las cuotas, recargos y penalidades" (apartado
12 de la citada Orden). Pero también dispuso que "si las actas fue-
ran del modelo namero 14 (esto es, las de invitacién), la Adminis-
tracién procederé a la liquidacién, teniendo en cuenta que siempre
que en las actas se den bases ciertas y suficientes para determi-
nar con exactitud el importe de las cuotas, deber& efectuar dicha
liquidacién sin ulteriores trémites, a no ser que la oficina liqui-
dadora considere necesario ampliar los datos consignados en el ac-
ta".

Los dos preceptos de que consta la Orden en cuestién son del si-
guiente tenor:

"1e, Cuando como consecuencia de invitacién de la Inspeccién de los
Tributos el contribuyente preste su conformidad, en todo o en par-
te, a las bases impositivas propuestas por dicha Inspeccién, ten-
dréin el carfcter de firmes las aceptadas por el contribuyente, me-
diante la consignacién de su conformidad en el acta levantada por
la Inspeccién, aunque &sta no contenga especificacién de detalle,
no pudiendo, por tanto, ser objeto de impugnacién por el contribu-
yente.

22, Podrén, no obstante, ser impugnadas las liquidaciones que se
practiquen como consecuencia de las bases aceptadas en 1las actas
de la Inspeccién, a que el nimero anterior se refiere, pero sola-
mente en cuanto a la indebida aplicacién a las expresadas bases de
la legislacién fiscal vigente".

La Orden se justifica, continfia el Prefmbulo, "para evitar dudas en la adaptacifn
de la Ley de 20 de diciembre de 1952, de las disposiciones vigentes sobre impugnabi-
bilidad de las actas autorizadas con la conformidad del contribuyente.
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Tal es la opinién de CERVERA (La inspeccién de los tributos, cit.,
p4g. 145), consecuentemente con su posicién --ya constatada-- en
punto a la admisibilidad en el contenido del acta de invitacién
finicamente de cuestiones de hecho, dada su consideracién de decla-
raciones o partes de alta.

MAs cerca me encuentro en este punto de la opinién de PUEYO MASO,
J. A. (en Comentarios a las Leyes tributarias y financieras, t. II,
Edersa, Madrid, 1983, p&g. 456, en nota 6), al decir que "en reali-
dad, la L.G.T. se limita a elevar de rango disposiciones contenidas
en normas reglamentarias".

CERVERA, op. cit., plAg. 145.

La opinién es generalizada; vid., por ejemplo, PALAO TABOADA, C.,
"Las actas de Inspecci6n en la Ley General Tributaria", CT, n@m.
50, 1984, pégs. 277 y ss.

En principio, no nos arriesgamos a alejarnos mucho de la verdad,
si afirmamos que son actas definitivas las que la Inspeccién cali-
fica como tales y actas previas las que extiende con este carfcter.
Esta aparente 'boutade' tiene, sin embargo, un sentido y nos ofrece
una pista. El que la Inspeccifn extienda un acta con el carfcter
de definitiva significa que considera suficientemente determinado
el conjunto de los elementos del hecho imponible, dando por conclu-
sa su actuacibn. El acta previa servirfa para documentar el resul-
tado de la comprobacién de determinado o determinados elementos del
hecho imponible, reservéndose la Inspeccién el derecho a completar
sus actuaciones en cuanto a los restantes elementos" (ARIAS VELAS-
CO, J., "Actas previas y actas definitivas en el procedimiento de
gestién tributaria", CT, nGm. 18, 1976, plg. 39).

Hacemos abstraccién, claro estl, del resto del contenido del pre-
cepto, que no atafie a los efectos aquif considerados.

ARIAS VELASCO, Actas previas y actas definitivas, cit., pég. 40.

La diferencia fundamental entre la liquidacién provisional y la de-
finitiva estriba en los distintos efectos de una y otra. Lo que
distingue a la liquidacién definitiva es su efecto preclusivo, esto
es, su inmodificabilidad por el propio érgano administrativo. Las
liquidaciones provisionales no producen este efecto preclusivo, en-
tendiéndose dictadas bajo la condicifén técita de ser modificables
en la medida en que se ponga de manifiesto la inexactitud de los
hechos que les sirvieron de presupuesto; son, por tanto, suscepti-
bles de rectificacién por la Administracibén, sin necesidad de acu-
dir a los procedimientos especiales de revisién (GARCIA BRAGADO,
A.,"Régimen jurfdico de las liquidaciones provisionales", en Estu-
dios de Derecho tributario, IEF, Madrid, 1979, vol. II, pfg. 1344).

Sobre el concepto y los efectos de la liquidacién provisional, vid.
BOLLO AROCENA, M. C., Anéflisis jurfdico de la liquidacién provi-
sional, Edersa, Madrid, 1983, pégs. 67 y ss., en especial, pégs.

184 y ss.
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ARIAS VELASCO, Actas previas y actas definitivas, cit., pég. 40.

En este sentido, las "Notas de Derecho financiero", t. I, vol. 3¢,
Madrid, 1975, pégs. 192-194, al sefialar los tipos de actas de ins-
peccién. Més claramente, CERVERA (La inspeccién de los tributos,
cit., pg. 173) y PALAO ("Naturaleza y efectos jurfdicos de la con-
formidad del contribuyente con las actas de la inspeccién", HPE,
nim. 21, 1973, pfg.165); dice este dltimo autor que las "actas del
Decreto de 1965 parecen ser una continuaciébn de la idea esencial
fnsita en las actas de invitacién".

Vid. MANTERO, La inspeccién en el proceso tributario", cit., pég.
408.

PALAO, Naturaleza y efectos jurfdicos de la conformidad del coptri-
buyente, cit., pég. 1565.

Sobre el concepto de acto administrativo presunto vid. GONZALEZ
PEREZ, J., E1 procedimiento administrativo, Publicaciones Abella,
Madrid, 1964, pélg. 340; sobre el silencio positivo, puede verse
GARCIA DE ENTERRIA, E./FERNANDEZ, T. R., Curso de Derecho Adminis-
trative, t. I, Civitas, Madrid, 1980, pfgs. 503 y ss.; con rela-
cibén expresamente a la materia tributaria, GONZALEZ PAEZ, E., "El
silencio administrativo en Derecho fiscal", CT, ndm. 3, 1972, pégs.
27 y ss.

Sobre este concepto, véase CLAVIJO HERNANDEZ, F., "El1l acto de 1li-
quidacién”, Civitas REDF, nam. 20, 1978, plgs. 651 y ss.

FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., péAg. 431; CLAVIJO HER-
NANDEZ, "E1l procedimiento simplificado de liquidacién del Real De-
creto 1920/1976, de julio", Civitas REDF, ném. 19, 1978, pég. 391.

PALAO, Naturaleza y efectos jurfdicos de la conformidad del contri-

buyente, cit., pé&g. 165.

En este sentido, FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pég.
422 Ll

‘'El procedimiento simplificado de liquidacién, cit., pég. 392.

En este sentido, escribe MARTIN DELGADO, J. M. ("Los nuevos proce-
dimientos tributarios: las declaraciones-autoliquidaciones y las
declaraciones complementarias', HPE, nim. 84, 1983, pég. 32), re-
firiéndose a la resefiada posisién de CLAVIJO HERNANDEZ, gque "me pa-
rece que se trata de una verdad a medias o al menos de una verdad
formal".

Error advertido por CLAVIJO, El1 procedimiento simplificado de 1li-

quidacién, cit., pdg. 391, en nota 7.
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MARTIN DELGADO, Los nuevos procedimientos tributarios, cit., pég.
32; a su Jjuicio, '"tales disposiciones significan sustancialmente
una ruptura del principio de especialidad orgénica y quiebra el
procedimiento 'normal' de liquidacién, al menos si queremos que las
fases del procedimiento tengan sustantividad propia".

Este aspecto es sefialado por MARTIN DELGADO, Los nuevos procedi-
mientos tributarios, cit., pég. 32.

Asf, por ejemplo, puede resultar que los hechos consignados en el
acta no sean coincidentes con aquellos de los cuales dispone la Ad-
ministracién; tal como se dibujan las competencias de la Adminis-
tracién gestora, ésta no puede dictar acto contrario al acta en ba-
se a estos datos.

CLAVIJO, El procedimiento simplificado de liquidacién, cit., pég.
392 L]

El procedimiento simplificado de liquidacién, cit., péAgs. 392 y

ss., en especial pag. 395; también FERREIRO, Las funciones liquida-
doras, cit., pAgs. 426 y ss., en especial 431 y ss.

Por ello no comparto en este punto la posicién de MARTIN DELGADO
(Los nuevos procedimientos tributarios, cit., pég. 32), quien en-
tiende que el procedimiento previsto en el Decreto de 1976 es préc-
ticamente idéntico al del Decreto de 1965, y que aquél no hizo sino
ampliar la procedencia de aplicacién de éste.

Se tiene aquf en cuenta no sélo el citado Real Decreto, sino tam-
bién las disposiciones dictadas en su desarrollo, a saber: la Orden
de 22 de noviembre de 1976, y la Resolucién de la Subsecretarfa de
Hacienda de 25 de noviembre del mismo afio.

Un amplio examen de esta normativa, en MANTERO, Procedimiento de
la inspeccibn tributaria, cit., pégs. 409 y ss.

"Si el sujeto pasivo no suscribiera el acta de la Inspeccifn tri-
butaria o suscribiéndola no prestara su conformidad a la liquida-
cién en ella practicada, quedaré advertido de su derecho a presen-
tar ante la correspondiente Oficina gestora las alegaciones que
considere oportunas dentro del plazo de ocho dfas hébiles" (art.
32, 2 del Decreto 1920/1976).

"Excepto en los siguientes casos: a) Que en ella se haga constar
que el acta tiene el caréicter de previa, o b) Que haya sido impug-
nada por el sujeto pasivo" (art. 32, 4 del Real Decreto).

Vid. el comentario a esta norma de PUEYO MASO ("Comentario al ar-
téculo 145 de la Ley General Tributaria", en Comentarios a las Le-
yes tributarias y financieras, t. II, cit., pég. 458), quien mani-

fiesta su "extrafieza" al respecto, seflalando la impugnabilidad del
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acta por el sujeto pasivo, siendo asf que el artfculo 165 de la Ley
General Tributaria no cita las actas de Inspeccién entre los actos
de gestibn tributaria reclamables, asf como el hecho de que la 1li-
quidacién no tendré carlcter de definitiva, "y no puede ser provi-
sional por prohibirlo el artfculo 1 de dicho Decreto". Esta filtima
consideracién no parece correcta, como veremos enseguida.

Vid. CLAVIJO, El procedimiento simplificado de liquidacién, cit.,
pég. 395.

Ibfdem, pég. 393.

Vid. PUEYO MASO, Comentario al artfculo 145 de la Ley General Tri-
butaria, loc. cit., pég. 457.

En este sentido, FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pég.
431. .

Vid. nota 94 anterior.

Fundamentalemente, por CLAVIJO, El1 procedimiento simplificado de
ligquidacién, cit., pligs. 396 y ss.; también por ANGULO RODRIGUEZ
("Un supuesto de remisién normativa: el Real Decreto 1920/1976, so-
bre procedimiento simplificado de gestién tributaria", CT, ném.
28, 1979, pfgs. 27 y ss.) y FERREIRO (Las funciones liquidadoras,
cit., pfg. 432).

CLAVIJO, El procedimiento simplificado, cit., plig. 397.

Por su parte, la Orden de 28 de febrero de 1976 regulé la tramita-
cifn de las actas de constancia de hechos en relacibén con los Im-
puestos sobre Sucesiones y Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rfdicos Documentados, y la Orden de 31 de enero de 1977 aprobbé los
modelos de dichas actas. Estas normas --escribe FERREIRO-- suponen
la introduccién del régimen simplificado de liquidacibén previsto
en los Decretos de 1965 y 1976, siendo similar a &stos en punto a
funciones liquidadoras del Inspector y vinculacién de las Oficinas
liquidadoras a las actuaciones de la Inspeccién, ya que las tareas
de dichas Oficinas se reducen también en la Orden de 28 de febrero
de 1976 a constatar que no se ha producido una "aplicacién indebida
de normas legales" (Las funciones liquidadoras, cit., p8g. 432).

Sobre la gestacibn de este Real Decreto, asf como sobre la trami-
tacién parlamentaria de la Ley de Reforma del Procedimiento Tribu-
tario, en cuyo Proyecto se atribufian funciones liquidadoras a 1la
Inspeccién de los Tributos, véase el amplio comentario de MANTERO,
La inspeccién en el proceso tributario, cit., pfigs. 13 y ss.

La dispersifn normativa en materia de procedimiento es puesta de
relieve por PALAO (El nuevo procedimiento de la inspeccién tributa-
ria, cit., pfigs. 13-14), al analizar el &mbito objetivo de aplica-
cién del Real Decreto 412/1982. Resumidamente, el Real Decreto no
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era aplicable al Impuesto Sucesorio, rigifindose &ste por 1la Orden
de 28 de febrero de 1976 y disposiciones complementarias, ni a los
tributos integrados en la Renta de Aduanas e Impuestos Especiales,
para los que continuaban rigiendo las disposiciones anteriores,
esto es, principalmente el Real Decreto 1920/1976, tal como se de-
ducfa de la disposicién final tercera del Real Decreto de 1982,
que a través de una infortunada utilizacin del concepto de dero-
gacién redujo el Bmbito de aplicacifn de las normas anteriores.

Sigo tambiln aquf, fundamentalmente, la descripcifn de CLAVIJO
HERNANDEZ, en "La Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de abril
de 1984 en relacién al Real Decreto 412/1982", Revista Jurfdica
de Catalufia, ndm. 4, 1985, pfigs. 202-203.

"Se quiso siempre ser respetuoso con la 'tradicién procedimental
reglamentaria’ en los supuestos de actas de disconformidad" (MAN-
TERO, La inspeccién en el proceso tributario, cit., pfig. 17, nota
6).

Concretamente, en el artfculo 62, 3 se lee:

"Asimismo, podr# formalizarse acta previa por la Inspeccién de los
Tributos cuando el hecho imponible del tributo objeto de comproba-
cién o investigacién se encuentre comprendido en alguno de los si-
guientes casos:

a) Que pueda ser desagregado a efectos de su comprobacién o inves-
tigacién inspectora, sin detrimento de la total y definitiva de-
terminacién de la respectiva base imponible.

b) Que por su fraccionamiento geogréfico deba ser objeto de com-
probacifn o investigacién inspectoras en los distintos 1lugares en
que se materialice, seglin prevén los artfculos 141,1 y 143,b) de
la Ley General Tributaria.

¢) Que sea de aplicacifn el artficulo 121,2 de la Ley General Tri-
butaria y corresponda a la InspecciBn de 1los Tributos cumplir 1lo
dispuesto en dicho precepto en lugar de la Oficina gestora, sin
perjuicio de que el expediente sea calificado de mera rectifica-
cién y, por tanto, sin sancién.

d) Que no debiendo generar, de momento, liquidacién tributaria,
sea, sin embargo, conveniente documentar la existencia de alguno
o algunos de los elementos integrantes del hecho imponible de que
se trate, para su incorporacifn al respectivo expediente adminis-
trativo.

e) Cualquier otro supuesto de hecho que se considere anfilogo a los
anteriormente descritos".

El nuevo procedimiento de la inspeccién tributaria, cit., pég. 17.




(108)

(109)

(110)

156

Aunque "en opinién de varios autores ya la normativa precedente
facultaba a la Inspeccibn para dictar verdaderos actos administra-
tivos de liquidacién..., esta opinién no deja de ser discutible,
sobre todo a la vista de la ambigiiedad de aquellos preceptos, que,
en parte subsise en el nuevo RD" (PALAO,EI nuevo procedimiento,
cit., pfg. 17).

Sin duda el profesor PALAO se refiere a las facultades liquidado-
das del Inspector actuario, pues la competencia liquidadora de 1la
Dependencia de Inspeccibén es clara en el Real Decreto 412/1982,
y el Real Decreto de 1976 no contiene, légicamente, previsién de
la Dependencia de Inspeccién, creada en 1979.

En mi opinién las facultades 1liquidadoras del Inspector actuario
eran mucho més claras en el Real Decreto 1920/1976 que en el de
1982. En el primero no cabe duda que la liquidacién practicada en
el acta es una auténtica liquidacién, aunque de carfcter provisio-
nal. En el segundo la cuestibén no aparece, efectivamente, tan cla-
ra: por un lado, se habla de "propuests de liquidacibén practicada
en el acta (de conformidad) por la Inspeccibn" ; por otra parte,
se permitfa recurrir contra el acta antes de la firma del Inspec-
tor Jefe, lo que no se compadece con el anunciado carfcter de mera
propuesta; se permititfa a la Dependencia de Inspeccién anularlas,
cuando las propuestas no se anulan, sino que se resuelven en otro
sentido; iniciaban el cémputo del plazo de ingreso voluntario y
el plazo para solicitar el fraccionamiento de pago, cuando es ob-
vio que una simple propuesta no es un mandato de pago, y cuando
el Inspector Jefe podfa revisarlas y modificarlas en el plazo de
un mes, con lo que podfa producirse la paradoja de realizar un in-
greso que luego era corregido o anulado por el Inspector Jefe. En
definitiva, dice Pueyo- se trataba al acta firmada por el Inspector
actuario como si contuviera un acto resolutorio, aunque se definfa
la liquidacifn contenida en ella como una simple propuesta (Cfr.
PUEYO MASO, en Comentarios a las Leyes tributarias y financie-

ras, t. II, A, Edersa, Madrid, 1985, pégs. 228-229; también, del

mismo autor, "Los actos y el procedimiento de actuacién de la Ins-
peccién Tributaria", HPE, nfim. 75, pfg. 169).

Vid. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfigs. 19-21.

Ibfdem, pégs. 17-18.

(111) Ibfdem, pég. 18.

(112)

(113)

Puede verse reproducida fntegramente en Gaceta Fiscal, ném. 13 ,
1984, péigs. 81 y ss.

Vefinse los comentarios de BANACLOCHE, J. (en La Ley, 27 de sep-
tiembre de 1984) y MANTERO (La inspeccin en el proceso tributa-
rio, cit.); estos dos autores se muestran contrarios al contenido
de la Sentencia, mientras que DURAN-SINDREU (en RDFHP, ném. 172,
1984, pfigs.951 y ss.) y CLAVIJO HERNANDEZ, La Sentencia del Tri-
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bunal Supremo de 24 de abril de 1984, cit.), son claramente parti-
darios de la ilegalidad del Real Decreto. Por su parte, PUEYO MA-
SO ("Comentario al artfculo 140 de la Ley General Tributaria'", en
Comentarios a las Leyes tributarias y financieras, t. II-A, cit.,
pég. 228), estl en desacuerdo con la motivacibn técnica de la Sen-
tencia, aunque no con el resultado, teniendo en cuenta la acentua-
da deficiencia de las disposiciones de referencia (!12' nota 108
anterior).

{(114) CLAVIJO HERNANDEZ, La Sentencia del Tribunal Supremo, cit., pégs.
218-219.

(115) Sobre la confusién entre especialidad orgfnica y especialidad fun-
cional que parece advertirse en este #fmbito, llama la atencién
PUEYO MASO, Los actos y el procedimiento de actuacién de la Ins-
peccién tributaria, cit., plg. 156.

(116) MANTERO, La inspeccién en el proceso tributario, cit., pég. 30.

(117) MANTERO, op. cit., p8ig. 65; vid. también en el mismo sentido, CLA-
VIJO CARAZO, F., "La funcibn comprobadora y liquidadora de la Ins-
peccibn, en _Impuestos, julio 1986, pfigs. 8 y ss., en especial pég.
16.

Sobre el supuesto car&cter ''neutral" de la oficina 1liquidadora,
v8ase la interesante nota 8 del trabajo de PUEYO MASO, Los actos
y el procedimiento de actuacibn de la Inspeccién tributaria, cit.;
también, MORILLO MENDEZ, A., "Funcién inspectora y funcién comproba
dora en el &mbito tributario", XXX SEDF, Madrid, 1984, pég. 645.

(118) Vvid. FERREIRO, Las funciones liquidadoras, cit., pég. 402.

(119) PUEYO MASO, Los actos y el procedimiento de actuacién, cit., pdgs.
156-157.

(120) Sobre este extremo, vid. ARIAS VELASCO, Actas previas, cit., pég.
38; con especial referencia al Impuesto sobre la Renta, ALBINANA,
La inspeccifn de los tributos, cit.

(121) FERREIRO (Las funciones liquidadoras, cit., pfg. 433) argumenta
que el proceso de "desespecializacién" que supone la atribucién
de funciones liquidadoras a la Inspeccifn de los Tributos, "debili-
ta enormemente la posicién del contribuyente frente a la Inspec-
cién. Cuando ésta actfia, el administrado sabe que tiene frente a
61 a alguien de quien depende esencialmente la calificacién de los
hechos imponibles, la obligacién tributaria y la corespondiente
sancién". Por su parte, PEREZ DE AYALA y GONZALEZ GARCIA (Curso
de Derecho Tributario, t. 1I, cit., pfg. 68), afirman que atribuir
a la Inspeccién facultades de calificacién jurfdica es una“"con-
clusiln muy grave para la seguridad jurfidica del administrado",
ofrecer otras razones.
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Cfr. MARTIN DELGADO, Los nuevos procedimientos tributarios, cit.,
plgs. 36-38.

Artfculo 91 de la Ley General Tributaria: "La competencia por ra-
zbn de la materia de los distintos 6rganos, sean de liquidacién
y recaudacibn o de resolucién de recursos, se determinar& en sus
respectivos Reglamentos’.

"Lo que conocemos con la expresién 'funcién inspectora' no puede
identificarse con las 'funciones de la Inspeccifn'.. . La dicoto-
mféa instaurada en la prlictica y usada en el lenguaje administrati-
vo-tributario, provocadora, por otra parte de algln tipo de mani-
queismo, entre Inspeccifn y Administracién, como si la primera no
estuviera integrada en la segunda, ha provocado una apariencia
inadmisible: ni todo lo que realiza la Inspeccién forma parte de
la funcién inspectora, ni la funcién inspectora es exclusiva de
la Inspeccién; por ejemplo, la liquidaci8n contenida en un acta
no forma parte de la funcién inspectora, aunque la realice un Ins-
pector, lo mismo que el asesoramiento al contribuyente, realizado
fundamentalmente por funcionarios de la Inspeccibfn, no es exclusi-
vo de la Inspeccién..." (MANTERO, Procedimiento de la Inspeccién
Tributaria, cit., plg. 108).

MANTERO, La inspeccibn en el proceso tributario, cit., pfg. 33.

Ibfdem, phg. 35.
Ibfdem, pég. 40.
Ibf&dem.
Ibfdem.

El vacfo producido por la anulacién del Real Decreto 412/1982 fue
solventado provisionalmente mediante una Resolucién de 11 de julio
de 1984, de la Secretarfa General de Hacienda, sobre determinadas
liquidaciones tributarias. En ella se dice que "los actos adminis-
trativos de liquidacién y cualesquiera otros que deban dictarse
como consecuencia de las actas de Inspeccifn, lo seréin por el Jefe
de la Dependencia de Relaciones con los Contribuyentes".

El Real Decreto 2077/1984 encomendé a la Dependencia de Relaciones
con los Contribuyentes la facultad de aceptar la propuesta de 1li-
quidacién contenida en las actas de conformidad y la de dictar el
acto de liquidacidn en las actas de disconformidad.

Vid. PUEYO MASO, Comentario al artficulo 140 de la Ley General Tri-
butaria", loc. cit., péigs. 225-226.

Vid. PALAO, El1 nuevo procedimiento, cit., pfgs. 19-20.

Vid. SERNA MASIA, J., "Los criterios para la graduaci8n de las
sanciones tributarias", en Estudios de Derecho tributario, IEF,




(135)

(136)

(137)

(138)

(139)

(140)

(141)

(142)

(143)

(144)

(145)

159

Madrid, 1979, vol. II, pfigs. 1065 y ss.; también, CODES ANGUITA,
J. L., "Comentario al artfculo 82 de la Ley General Tributaria",
en "Comentarios a las Leyes tributarias y financieras'", t. II-A,
cit., pfigs. 128 y ss.

Véanse los artfculos 72 y 82 de la precitada Orden de 12 de agosto
de 1985, en relacifn a las Delegaciones de Hacienda especiales,
y los artfculos 34 y 35, en el &mbito de las Delegaciones, a los

que se remite el artfculo 56 de la misma Orden, al regular el ser-
vicio y las Secciones de Gestién Tributaria de las Administracio-
nes de Hacienda.

La Inspeccibén de Hacienda, configurada como Dependencia en elas
Delegaciones, constituye una Seccién del Servicio de Gestién Tri-
butaria en las Administraciones de Hacienda.

BOE de 14 de mayo; correccién de errores en el BOE de 1 de agosto.

Vid. GARRIFO FALLA, F., "Tratado de Derecho Administrativo", vol.
I, CEC, Madrid, 1985, pégs. 370-371.

"El Estatuto de la Inspeccién (I)", Impuestos, julio 1986, péigs.
1y ss., en especial, plig. 3.

Vefinse los artficulos 32 y 42 del Real Decreto 939/1986.

En este sentido, PALAO, El nuevo procedimiento de la inspeccién,
cit., phg. 14.

La disposicién final tercera del Real Decreto 412/1982 salvaba la
derogacién --como se recordaré-— del Real Decreto 1920/1976, para
los tributos a los que no fuesen aplicables las normas de aquél.

Véase el Capfitulo IV, artfculos 64 a 75 del Real Decreto.

T. I, vol. 32, cit., péig. 107; véanse también las consideraciones
de ALBINANA sobre este punto en "Los problemas de hecho en la
aplicacién de los impuestos',estudio preliminar a la obra de CARRAL
LARRAURI, N./ARIAS VELASCO, J., Procedimientos tributarios , Edit.
Santillana, Madrid, 1968, pfgs. XIV-XV,

Significativamente, los profesores PEREZ DE AYALA y GONZALEZ GAR-
CIA, en la cuarta edicién del tomo II de su Curso de Derecho tri-
butario (1984), se refieren a la estimacién objetiva singular (lec
cién 243), y al régimen de estimacién indirecta (leccifn 25%),
omitiendo la calificacién de "procedimientos extraordinarios de
gestibn tributaria", que todavéa aparece en la tercera edicién
(1980) de su citada obra (concretamente, en el capfitulo XXII).
Tambi#én el profesor SAINZ DE BUJANDA, en sus Lecciones de Derecho

financiero (pfgs. 301-302), pone de manifiesto el sentido del tér-

mino "procedimientos especiales de liquidacién", segfin la orienta-
cién sefialada en las "Notas de Derecho financiero", si bien conti-
nfia utilizando aquella denominacién.
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Vid. PALAO TABOADA, "Métodos y procedimientos de determinacifn de
1as bases imponibles", HPE, nGm. 79, 1982, pfigs. 13 y ss., en es-
pecial pfig. 20; también en la obra colectiva Comentarios a la Ley
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Flisicas, Civitas, Ma-
drid, 1983, pfigs. 304-307; GENOVA GALVAN, A., La estimacién indi-

recta, Tecnos, Madrid, 1985, en especial pfigs. 34 y ss.

Vid. SAINZ DE BUJANDA, '"Los métodos de determinacién de las bases
imponibles y su proyeccifn sobre la estructura del sistema tribu-
tario", en Hacienda y Derecho, t. VI, IEP, Madrid, 1973, péigs. 187
y ss., en especial pfig. 241,

El Caplitulo IV se dedica a "Los obligados tributarios en el pro-
cedimiento de la Inspeccifn de los Tributos y su representacién".
Y el artfculo 24, concretamente, bajo la rilibrica "Intervencién de
los obligados tributarios en las actuaciones de la Inspeccién de
los Tributos", dispone en su apartado 1: "Estéin obligados a aten-
der a la Inspeccifn de los Tributos e intervendrfin el el procedi-
miento de inspeccién:

a) Los sujetos pasivos de los tributos, lo sean como contribuyen-
tes o como sustitutos.

b) Los retenedores de cuotas tributarias a cuenta de cualquier
tributo.

c) La Sociedad dominante del grupo a los efectos del régimen de
declaracién consolidada.

d) Los sucesores de la deuda tributaria.

e) Los responsables solidarios desde que sean requeridos por la Inspec-
cifn para personarse en el procedimiento.

f) Quienes estén obligados por las normas vigentes a proporcionar
a la Administracién datos, informes o antecedentes con trascenden-
cia tributaria.

g) Los sujetos infractores a que se refiere la letra f) del apar-
tado tercero del artficulo 77 de la Ley General Tributaria ("El re-
presentante legal de los sujetos pasivos que carezcan de capacidad
de obrar"), desde que se inicien las actuaciones dirigidas a esta-
blecer su responsabilidad por las infracciones que hubieran podi-
do cometer".

PALAO, traducciin castellana de la Ordenanza Tributaria Alemana,
IEF, Madrid, 1980, péigs. 73-74,.

Me he referido a esta cuestifn en mi trabajo "Notas sobre la soli-
daridad tributaria con especial referencia a la unidad familiar",
Civitas REDF, néim., 49, 1986, p#igs. 63-64.
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Citado segfin la versién castellana, cit., plg. 74.

As# lo sefiala CERVERA, La inspeccién de los tributos, cit., pég.
124,

Vid. SDFUM, Notas de Derecho financiero, vol. 3¢, cit., pligs. 184-
185.

Sobre ello vid. PUEYO MASO, Comentario al artficulo 145 de la Ley
General tributaria", en "Comentarios a las Leyes tributarias y fi-
nancieras", t. II-A, cit., pfgs. 269-270.

La redaccién del precepto fuf modificada en la reforma de la Ley
General Tributaria, para incorporar al sujeto --"la inspeccién--
que estima procedente la regularizacién de la situacibn tributa-
ria.

Notas de Derecho financiero, vol. 32, cit., pfg. 172.

Vid. SAINZ DE BUJANDA, Lecciones de Derecho Financiero, Facultad
de Derecho, Universidad Complutense, Madrid, 1985, pflgs. 316-317.

Notas de Derecho financiero, vol. 32, cit., péigs. 185-186; CERVE-
RA, (La inspeccién de los tributos, cit., pfg. 123), hace constar
como claro ejemplo de ello el artfculo 72, 3 del Decreto 988/1968,
de 11 de mao, que establecif las normas reglamentarias provisio-
nales del Impuesto General sobre la Renta: "Las actuaciones que
confirmen la exactitud de las bases declaradas por el contribuyen-
te daréin lugar a simples comunicaciones dirigidas a los interesa-
dos, suscritas finicamente por los Inspectores, haciéndose constar
dicha circunstancia".

CERVERA, La inspeccién de los tributos, cit., plg. 122.

Notas de Derecho financiero , vol. 39%,cit., plg. 186; Lecciones
de Derecho financiero, cit., pfg. 316.

Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., plg. 21.

Cfr. la clasificacién formulada por PALAO (El nuevo procedimiento,
cit., pfg. 21) con relacién al Real Decreto 412/1982.

Estos dos casos se corresponden con los previstos en las letras
a) y b) del apartado 2 del artfculo 20 del Real Decreto 2077/1984.

Vid. GOTA, Tratado del Impuesto sobre la Renta, cit., t. IV, pégs.
278 y ss.

La citada Orden Ministerial de 1982 prevefa tanto la comprobacién
como la firmeza, si bien de forma alternativa, segfin sefiala PALAO
(E1 nuevo procedimiento, cit., pfigs. 34-35); la firmeza aquf alu-
dida debe entenderse como equivalente a inmodificabilidad, que
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puede estar producida tanto por haberse dictado, previa comproba-
cién, un acto definitivo no recurrido -~-o haberse resuelto con el
carficter de firme los correspondientes recursos-—- como por haber
prescrito la accién comprobadora de la Administracién.

PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 35.

Procedimiento de la Inspeccibn, cit., pfg. 159.

Vid. el supuesto comprendido en el artfculo 62, 3, d) del Real De-
creto 412/1982,

Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfg. 35.

Ibfdem, pfg. 34.

Como excepcién, la Orden de 10 de abril de 1975, por la que se de-
sarrollé el Decreto 2062/1974, sobre funcionamiento y competencia
de la Inspeccién en Aduanas, declaré en su nfimero 4 que las "actas
definitivas son las que contienen la totalidad de 1los requisitos
enumerados en el artfculo 145 de la Ley General Tributaria".

Vid. el artfculo 10, 2, d) del Real Decreto 2077/1984 y el artfcu-
lo 62, 3, d) del Real Decreto 412/1982.

Vid. MANTERO, Procedimiento de la Inspeccibén, cit., pégs. 398 y
sS.

Procedimiento de la Inspeccién, cit., péig. 400.

Vid. TESAURO, F., Il rimborso dell'imposta, Utet, Turfn, 1975,
plgs. 43-44,

Tal es la interpretacién a la que llega ARIAS VELASCO, Procedi-
mientos tributarios, cit., pfg. 294.

Véanse los artfculos 1¢-2, 2°-1 y -5, y 32.

PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfg. 22.

En las Notas de Derecho financiero (vol. 32, cit., pégs. 198-200)
se llega a la conclusién, con caraéter general, de que la confor-
midad s6lo puede extenderse a los elementos o supuestos de hecho
consignados en el acta. En anfilogo sentido, MARTINEZ LAFUENTE (La
condonacifn de las sanciones, cit., pfigs. 164, 185 y 294), quien
critica que la conformidad se haga recaer sobre la propuesta de
liquidacién, ya que son los hechos los @inicos que pueden ser obje-
to de la misma.

Posicién distinta sostiene BRENA CRUZ, F. A. ("Procedimiento de
la Inspeccién de Hacienda", comentario de jurisprudencia, CT, néim.
35, 1981, plg. 230), quien entiende, concretamente con relacién
al Decreto de 8 de julio de 1965, que la conformidad se presta a
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los hechos, a la calificacién del expediente y a la propuesta de
liquidacién.

Por su parte, CALERO RODRIGUEZ ("a conformidad del sujeto pasivo
con las actas de Inspeccién", en Estudios de Derecho tributario,
IEF, Madrid, 1979, vol. II, pfigs. 1453 y ss.) afirma que 1la con-
formidad se extiende tanto a los datos de hecho como a la califi-
cacibn jurfdica de los mismos, pero critica esta regla por carecer,
en su opinién, de justificacifn tebrica y de trascendencia précti-
ca, ya que la aplicacién de las normas jurfdicas puede ser recti-
ficada por la Administracién y es impugnable por el sujeto pasivo.

En los modelos de actas aprobados por la Resolucién de 27 de mayo
de 1986, el acta de conformidad emplea la siguiente férmula: "El
obligado tributario presta su conformidad a la propuesta de liqui-
dacién...... que antedece extendiéndose su aceptacibn a los hechos
recogidos en el acta y a todos los demfis elementos determinantes
de dicha liquidacién". La expresién, como es claro, estfi tomada
de los Reales Decretos de 1982 y 1984, pero no existe una férmula
anfiloga en el nuevo Reglamento General.

Obsérvese que si se toma como objeto "primario'" de la conformidad
la propuesta de liquidacién no hay més remedio que entender que
la conformidad se extiende igualmente a los hechos recogidos en
el acta. "La conformidad a los hechos es ineludible presupuesto
de la conformidad a la propuesta de liquidacién, de manera que la
segunda lleva implfcita la primera" (ARIAS VELASCO, Procedimientos
tributarios, cit., pfg. 295). Pero cuestién distinta es que, acep-
tando los hechos, se esté& conforme con la liquidacién sobre ellos
practicada. Esta diferencia, de matiz, si se quiere, pero jurfdi-
camente relevante, en el enfoque de la cohformidad, es la que creo
que subyace entre las anteriores disposiciones y la vigente norma-
tiva. Y, en tal sentido, recuérdese la circunstancia ya consigna-
da del distinto &mbito de los elementos no impugnables por el obli
gado tributario.

SDFUM, Notas de Derecho financiero, vol. 3¢, cit., plgs. 196 y
ss., en especial 197-198; PEREZ DE AYALA, J. L., Derecho tributa-

rio, vol. I, Ed. Der. Fin., Madrid, 1968, pég. 285; CARETERO PE-

REZ, A., Derecho financiero, Santillana, Madrid, 1968, pég. 524;
MANTERO, Procedimiento de la Inspeccién, cit., plgs. 414 y ss.;
también del mismo autor, "El acta con prueba preconstituida", HPE,
ném. 48, 1977, pfgs. 203 y ss., en especial pég. 208; CARRAL LA-
RRAURI, N./ARIAS VELASCO, J., Manual de procedimientos tributa-

rios, cit., plg. 291.

El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 26 de noviembre de 1979
(Ar. n® 3969), se refiere a la conformidad asignéindole "la fuerza
de una confesién sobre los hechos".

"La llamada acta de invitacién4 en La Accién Administrativa y Fis-

cal, nifim. 381, mayo de 1948, pégs. 1 y ss.; del mismo autor, La
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inspeccifn de los tributos: una evolucifn significativa, cit.,
pligs. 776 y ss.

El nuevo procedimiento, cit., pfig. 23; vid. también la argumenta-
cién de CALERO RODRIGUEZ, en contra de la tesis transaccional, en
La conformidad del contribuyente, cit., plgs.. 1444 y ss.

PALAO, Naturaleza y efectos jurfdicos de la conformidad del con-
tribuyente, cit., en especial, pfigs. 167 y ss.; también en El nue-
vo_procedimiento, cit., pfigs. 22 y ss.; CALERO RODRIGUEZ, La con-
formidad del sujeto pasivo, cit., pfgs. 1445 y ss.

DIEZ-PICAZO, L., La doctrina de los actos propios, Bosch, Barcelo-
na, 1963, plgs. 177 y ss.

Derecho Procesal Civil, tomo primero, IEP, Madrid, 1968, p#g. 350.

Es necesario sefialar que no es opinién unfinimemente compartida el
sostener que la fndole desfavorable de la declaracién prestada por
el confesante, o declaracién contra se, constituya un elemento
esencial de esta institucién. La confesién, siendo, por esencia,
un medio de prueba, comprende cualquier clase de declaracién, sea
cufill sea su sentido (cfr. GUASP, op. cit., plgs. 356-357). Lo que
ocurre respecto de las declaraciones confesorias favorables al
confesante es, finicamente, que no tienen eficacia probatoria legal
privilegiada, segfin se deduce, entre otros preceptos, del artéculo
1232 del Cédigo Civil, al indicar que la confesién hace prueba
contra su autor.

Cfr. Naturaleza y efectos jurfidicos de la conformidad del contri-
buyente, cit., pfigs. 172-173; insiste el autor en esta tesis en
El nuevo procedimiento, cit., pfgs. 22-23.

Resoluciones del TEAC de 11 de febrero de 1967, de 17 de diciembre
de 1968, de 11 de marzo, de 10 de junio y 19 de noviembre de 1969
(ciotadas seglin PALAO, Naturaleza y efectos jurfdicos, cit., péigs.
166-167).

La cuestifn, sin embargo, no parece tan clara en la anterior re-
glamentacién, habida cuenta de que se exclufa de impugnacién por
el sujeto pasivo las bases a las que di# su conformidad; vid. las
consideraciones de PALAO al respecto, en Naturaleza y efectos ju-
rfdicos, cit., pfg. 173.

La referencia a las bases imponibles fu&@ una novedad del Real De-
creto de 12 de febrero de 1982 (art. 792, 1) y a ellas se referfa
tambi#n el Real Decreto de 31 de octubre de 1984, E1 Decreto de
8 de julio de 1965 exclufa de impugnacién '"las circunstancias de
hecho a las que hubiera prestado su conformidad" el sujeto pasivo
(art. 22, 5) y el Real Decreto de 16 de julio de 1976 disponfia lo
propio respecto de "los elementos y demis circunstancias integran-
tes del respectivo hecho imponible a que hubiese prestado su con-
formidad" (art. 32, 6).
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Recuérdese el Decreto de 8 de julio de 1965, en cuyo artéculo 2¢,
4 se disponfa que "La Administracién, una vez recibida el acta de
inspeccién..., deberfi proceder al examen de la propuesta de liqui-
dacién formulada en aquélla, y si apreciara error aritmético o

aplicacién indebida de las normas legales, lo notificarf al sujeto
pasivo, a fin de que &ste pueda expresar su conformidad con la
nueva liquidacién...”". En anfilogo sentido, el artfculo 42, 2 de
la Orden de 26 de mayo de 1982.

A la misma conclusibn llega ARIAS VELASCO (Procedimientos tributa-
rios, cit., plgs. 295-296), con relacién a la normativa de 1982.

El nuevo procedimiento, cit., pég. 27.

"Las actas firmes... serfin reclamables en vfa econ8mico-adminis-
trativa..." (art. 11, 4 del Real Decreto 2077/1984). No constitufa
una excepcién a la regla general de inimpugnabilidad de las actas
la posibilidad de impugnar las de conformidad ante 1la Dependencia
de Inspeccién por razén de error material o aplicacién indebida
de las normas vigentes, prevista en el artfculo 72, 1 del Real De-
creto 412/1982. Como sefiala PALAO (El nuevo procedimiento, cit.,
pég. 28), la naturaleza de esta impugnacién es la de una reclama-
cién en vfa de gestién, previa a la emanaci8n del acto administra-
tivo, por lo que, en rigor, no puede considerarse una excepcién
a aquella regla general.

Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 28.

Cfr. GUASP, Derecho Procesal Civil, cit., pfig. 362; PRIETO-CASTRO,
L., Manual de Derecho Procesal Civil, t. I, Madrid, 1959, pég.
305.

Cfr. GUASP, loc. cit. en nota anterior. En el mismo sentido, 1las
Notas de Derecho financiero, vol. 32, cit., plgs. 201-202.

Como se recordaré, la situacién era distinta en el Real Decreto
412/1982, en el que la obligacién de ingresar se derivaba directa-
mente del acta de conformidad (art. 32).

Por su parte, el Real Decreto 2077/1984, disponfa tal obligacién
de ingreso de manera similar a la prevista en el vigente Reglamen-
to General, pues procedfia desde que el acta de conformidad fuese
"firme" (art. 72), firmeza que se adquirfa transcurrido el plazo
de un mes desde su fecha, sin que la Dependencia de Relaciones con
los Contribuyentes hubiese modificado la propuesta de la Inspec-
cién.

Cfr. PALAO, El nuevo procedimiento, cit., pfig. 29.

Reculirdese lo dispuesto en tal sentido por la Orden de 12 de agos-
to de 1985 (art. 38, 4).
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Vid. el artficulo 52, 5 de la Orden de 26 de mayo de ese afio.

En relacifn a la condonacién automéitica de sanciones, la doctrina
més autorizada convenfa en que el presupuesto de la misma lo cons-
titufia la aceptacién de los hechos, no la de las tesis de la Admi-
nistracién acerca del enjuiciamiento de aqu&llos; vid. MARTINEZ
LAFUENTE, La condonacién, cit., pélgs. 183 y ss.

Concretamente, el artfculo 13, 5 de la Orden previene que si el
acto de liquidacién supone la aceptacién de las alegaciones del
interesado, procederf la aplicacién de lo dispuesto en la letra
h) del artficulo 82 de la Ley General Tributaria, "aplicéindose
aquella circunstancia sobre la parte de la deuda tributaria liqui-
dada conforme a las alegaciones del interesado. Si posteriormente
éste extendiese el recurso o la reclamacién que interponga a la
parte de la cifra total liquidada considerando aquella circunstan-
cia, se procederfi a exigir la parte reducida de la sancién".

Notas de Derecho financiero, 12 ed., pfig. 961; PALAO, El nuevo
procedimiento, cit., plg. 32.

MANTERO, Procedimiento de la Inspeccibén Tributaria, cit., pég.
435,

La misma opinién ——con relacifn al Real Decreto 412/1982—— mani-
fiesta PONT MESTRES, Los documentos de la Inspeccién, RDFHP, nfim.
171, 1984, pélg. 701.

E1l Real Decreto previene sobre ello que "Si el interesado hubiese
comparecido mediante representante e impugnare la liquidacién de-
rivada de un acta por falta o insuficiencia de poder o alegare esta
circunstancia acerca de un acta de disconformidad, la liquidacién
o0 el acta serfin vllidas, no obstante, si las actuaciones inspecto-
ras se han practicado observando lo dipuesto en el artficulo 27 de
este Reglamento"; este artficulo recoge las normas relativas a 1la
representacién voluntaria.

El nuevo procedimiento, cit., pég. 32.

Segfin la Orden Ministerial (art. 13, 5, tercer pérrafo), 'Cuando
el Inspector Jefe considere que podrfa ser procedente dictar una
liquidacién modificando la propuesta contenida en el acta en ex-
tremos no controvertidos en el expediente, acordarf que @ste se
complete, practicéindose por los actuarios la actuaciones que pro-
cedan o simplemente emitiendo informe acerca de la cuestién de de-
recho suscitada, siempre de acuerdo con lo dispuesto en el aparta-
do cuarto del atficulo 60 del Reglamento General de 1la Inspeccién
de los Tributos". La norma puede calificarse de in@itil, pues a
efectos del procedimiento carece de trascendencia el que se mofi-
que la propuesta de liquidaci8n en "extremos no controvertidos en
el expediente", como si lo hace en extremos controvertidos; em am-
bos casos ha de observarse lo dispuesto en el artéiculo 60, 4 del.
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Real Decreto, al que la Orden se remite, y en el que, a mayor abun
damiento, ya se prevé que se practicarfin las actuaciones que pro-
cedan, entre las cuales, como es claro, se encuentra la de "emitir
simplemente informes acerca de la cuestién de derecho suscitada".

Cfr. MANTERO, El acta con prueba preconstituida, cit., pfg. 215.

Ibfdem.

"Los Abogados eclesifisticos y el Impuesto sobre los Rendimientos
del Trabajo Personal',comentario a la Sentencia del Tribunal Su-
premo de 22 de octubre de 1974, 91: nGm. 13, 1975, pég. 172.

El acta con prueba preconstituida, cit., pég. 218.

Los Abogados eclesifisticos, cit., plg. 172.
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